MARIO GALINDO ARIZMENDI 


LOS TÉRMINOS EN EL INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO.

I. INTRODUCCIÓN: 

La aplicación diaria de la Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 Constitucionales, en los juzgados a nuestro cargo, nos lleva a reflexionar sobre las irregularidades, deficiencias o contradicciones que presentan algunos numerales de la misma; y, precisamente ello es lo que me motivó a formular una ponencia sobre este tema.

II. TÉRMINOS EN EL INCIDENTE DE SUSPENSIÓN:

a).- Término para promover el Incidente: De conformidad con el artículo 141 de la Ley de Amparo, el quejoso puede promover el incidente de suspensión desde la presentación de la demanda o en cualquier momento mientras no se pronuncie sentencia ejecutoria.

b).- Término para el Informe Previo: Las autoridades señaladas como responsables por el impetrante de garantías, tienen la obligación de rendir su informe previo dentro del término de veinticuatro horas, contadas a partir de aquella en que reciba tal petición, pues así lo dispone el numeral 131 de la ley de la materia. 

c).- Término para la Audiencia Incidental: Establece el precepto 131 de la Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 Constitucionales, que transcurrido el término concedido a las autoridades responsables para que rindan su informe previo, con él o sin él, la audiencia incidental se celebrará dentro de setenta y dos horas.

d).- Término para que el quejoso se presente ante la autoridad responsable (Materia Penal): Cuando la suspensión se haya otorgado contra actos derivados de un procedimiento penal que afecten la libertad personal, el quejoso tendrá la obligación de comparecer dentro del plazo de tres días ante el Juez de la causa o el Ministerio Público, pues de no hacerlo, dejará de surtir efectos dicho beneficio, en términos del segundo párrafo del artículo 138 de la ley en consulta.

e).- Término para la exhibición de la Garantía: Señala el numeral 139 de la Ley de Amparo, que la suspensión dejará de surtir sus efectos si el agraviado no llena, dentro de los cinco días siguientes al de la notificación, los requisitos que se le hayan exigido para suspender el acto reclamado, lo que significa que la garantía fijada como condición para el otorgamiento de dicho beneficio, deberá exhibirse en el citado término, ya que de no hacerlo, dejará de surtir sus efectos la suspensión.

f).- Término para la Revocación o Modificación de la Suspensión: La resolución que emite el órgano jurisdiccional en materia de suspensión, puede ser modificada en el curso del juicio de amparo si sobrevienen pruebas o motivos supervenientes, mientras no se pronuncie sentencia ejecutoria, acorde con lo dispuesto por el artículo 140 de la ley de la materia.

g).- Término para promover el Recurso de Revisión: El numeral 86 de la ley en comento, establece que el término para la interposición del recurso de revisión será de diez días; en tanto que, el artículo 83, fracción II, señala los casos en que procede dicho recurso y que son:

Contra las resoluciones de Jueces de Distrito o del superior del tribunal responsable, en las cuales:

- Concedan o nieguen la suspensión definitiva;

- Modifiquen o revoquen el auto en que concedan o nieguen la suspensión definitiva; y,

- Nieguen la revocación o modificación a que se refiere el inciso anterior.

h).- Término para promover el Recurso de Queja: Este recurso se puede promover:

- En cualquier tiempo, por exceso o defecto en la ejecución del auto en que se haya concedido al quejoso la suspensión provisional o definitiva del acto reclamado, como lo dispone el artículo 97, fracción II, de la Ley de Amparo.

- Dentro de las veinticuatro horas siguientes a la en que surta efectos la notificación de la resolución emitida por un Juez de Distrito o del superior del tribunal responsable, en su caso, en que concedan o nieguen la suspensión provisional, según lo establece la fracción IV del numeral en comento.

III. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA:

En relación a los términos descritos con antelación, es preciso señalar, que a criterio del suscrito, existen dos aspectos que han llamado mi atención, a saber:

- Que se ha venido dando una interpretación que no comparto al artículo 131 de la Ley de Amparo, respecto a cómo se debe efectuar el cómputo del término para la celebración de la Audiencia Incidental, en virtud de que considero que dicho numeral es lo suficientemente claro y no da lugar a interpretación, mucho menos a confusión; y, 

- Que los términos que establece la Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 Constitucionales, para la presentación del promovente del amparo ante el Juez de la causa cuando la suspensión se otorgue contra actos derivados de un procedimiento en materia penal y para la exhibición de la garantía, son contradictorios, requisitos que de no ser satisfechos traen como consecuencia que deje de surtir sus efectos la suspensión concedida. 

IV. ANÁLISIS DEL ARTÍCULO 131 DE LA LEY DE AMPARO:

La interpretación que se ha dado por parte de los titulares de los diferentes órganos jurisdiccionales, al artículo 131 de la Ley de Amparo, y que reitero –no comparto–, ha sido en el sentido de que el cómputo de las setenta y dos horas para que tenga verificativo la audiencia incidental, debe hacerse tomando en cuenta las veinticuatro horas que se le otorgan a la autoridad responsable para que rinda su informe previo.

Ahora bien, el contenido literal del numeral en comento, es como sigue:

"Artículo 131. Promovida la suspensión conforme al artículo 124 de esta ley, el Juez de Distrito pedirá informe previo a la autoridad responsable, quien deberá rendirlo dentro de veinticuatro horas siguientes. Transcurrido dicho término, con informe o sin él, se celebrará la audiencia dentro de setenta y dos horas..."

Como se puede advertir de la anterior transcripción, existe señalamiento expreso de que "transcurrido dicho término", es decir, el de veinticuatro horas que se le otorgan a la autoridad responsable para que rinda su informe previo, es que se empezarán a contar las setenta y dos horas para que se lleve a cabo la audiencia incidental, pues la palabra "transcurrido o transcurso", se refiere propiamente al paso del tiempo, según se define en el "Diccionario Ideológico de la Lengua Española" de JULIO CÁSARES; de ahí que, se esté en presencia de un término indeterminado, esto es, que no existe base alguna para considerar que ese término deba computarse a partir del auto de inicio del incidente de suspensión respectivo.

Ante tal complejidad, el suscrito propone que el término indeterminado previsto por el artículo 131 de la Ley de Amparo, se deje a la potestad de los Jueces de Distrito, a fin de que éstos puedan fijar de manera discrecional la fecha de celebración de la audiencia incidental relativa a la suspensión definitiva del acto reclamado, con la finalidad de que se pueda respetar el diverso término de veinticuatro horas que la ley concede a las autoridades responsables para que rindan su informe previo, esto es, que se tome en cuenta de manera prudente que la notificación a las autoridades responsables debe efectuarse dentro de las veinticuatro horas siguientes al auto de admisión, lo cual significa que a esas setenta y dos horas debe agregarse las veinticuatro horas del informe previo, así como las diversas veinticuatro horas que se conceden para la notificación de requerimiento de ese informe, lo cual redunda en un término promedio de cinco días hábiles para efectuar la audiencia incidental respectiva.

V. ANÁLISIS DE LOS ARTÍCULOS 138 Y 139 DE LA LEY DE AMPARO:

El estudio de los artículos 138 y 139 de la Ley de Amparo, va encaminado a aquellos casos en donde la suspensión se otorga contra actos derivados de un procedimiento penal que afecten la libertad personal y, para que surta efectos esta concesión el Juez de Distrito tiene la potestad de fijar las medidas de aseguramiento que considere pertinentes, entre las que se encuentran: El exigir al quejoso la exhibición de una garantía y el que se presente ante el Juez de la causa para la prosecución del procedimiento.

Por un lado, el artículo 139, primer párrafo, de la ley en comento, dispone que el auto en que un Juez de Distrito conceda la "suspensión" surtirá sus efectos desde luego; pero, dejará de surtirlos si el agraviado no llena, dentro de los cinco días siguientes al de la notificación, los requisitos que se le hayan exigido para suspender el acto reclamado; como se puede advertir, dicho numeral no especifica si ese término debe otorgarse en la suspensión "provisional" o en la "definitiva".

Por otro lado, el artículo 138 de la ley de la materia, en su segundo párrafo, que se adicionó precisamente el ocho de febrero de la presente anualidad (1999), establece que la suspensión concedida contra actos derivados de un procedimiento penal que afecten la libertad personal, el quejoso tendrá la obligación de comparecer dentro del plazo de tres días ante el Juez de la causa o el Ministerio Público y, en caso de no hacerlo, dejará de surtir efectos la suspensión concedida.

En ese contexto, es incuestionable que resulta contradictorio que por una parte se constriña al quejoso para que comparezca dentro del plazo de tres días ante el Juez de la causa o el Ministerio Público y, de no hacerlo, se le sancione dejando sin efectos la suspensión; y, que al mismo tiempo se le conceda el término de cinco días para que dé cumplimiento a los requisitos que se le hayan impuesto al concedérsele la suspensión y si desacata tales disposiciones, deja de surtir efectos el beneficio otorgado.

Por tales motivos, se propone que se unifique el término que se impone al quejoso para comparecer ante la autoridad judicial o administrativa que pretende afectarle de su libertad personal, así como el diverso término que se le impone para que exhiba la garantía correspondiente a la suspensión respectiva, pues de otra manera, se puede llegar a dar el caso de que esa suspensión deje de surtir sus efectos desde el momento mismo en que el peticionario de garantías no cumpla con la primera de las condiciones antes indicadas, sin importar que aún se encuentre transcurriendo el diverso término de cinco días que se le concedió para que exhibiera la garantía respectiva, lo cual haría nugatorio este último término. Así pues, la propuesta se encamina en el sentido de que se fije el término común de tres días para que se cumplan cada una de las condiciones antes apuntadas, partiendo de la base de que el artículo 139 de la Ley de Amparo, solamente hace referencia de que el cumplimiento de los requisitos que se exigen al quejoso para el otorgamiento de la suspensión, deben satisfacerse en el término de cinco días, sin hacer alusión alguna en torno al tipo de suspensión, esto es, a la provisional o definitiva; de ahí que, deba interpretarse que tal precepto se refiere propiamente a la suspensión definitiva.

De esa manera, se puede solucionar provisionalmente la duplicidad de términos que se fijan para satisfacer los requisitos que se imponen al otorgarse la suspensión provisional, quedando aún latente dicha problemática en torno a la suspensión definitiva, pues es obvio que se está en presencia de dos términos (de tres y cinco días), para el cumplimiento de diversos requisitos, cuya omisión trae como consecuencia que deje de surtir sus efectos la suspensión otorgada, en cuyo caso solamente se propone que al momento de imponerse los requisitos referidos anteriormente, se obligue a la autoridad responsable que inmediatamente informe sobre el cumplimiento de la presentación del quejoso, pues así podría el Juez de Distrito darse cuenta sobre la necesidad de volver a imponer el cumplimiento de esa obligación y, como consecuencia de ello, evitar la duplicidad de términos.

Por otra parte, debe hacerse hincapié en que la duplicidad de términos que pudiera presentarse en torno a los requisitos o condiciones impuestas en el otorgamiento de la suspensión definitiva, es factible de evitarse en aquellos casos en que el quejoso haya cumplido con alguno de los dos requisitos antes apuntados, esto es, que haya exhibido la garantía fijada en la suspensión provisional o, en su caso, que se haya presentado ante la autoridad responsable, aunque la posibilidad de duplicidad de términos no desaparece absolutamente, porque al momento de otorgarse la suspensión definitiva puede darse la hipótesis de que ninguna de esas dos condiciones hayan sido cubiertas, lo cual ineludiblemente provoca que el juzgador imponga el cumplimiento de las mismas, pues al respecto solamente puede proponerse que se modifique el término que se consigna en cada una de tales exigencias.
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TÉRMINO QUE TIENE EL QUEJOSO PARA DEPOSITAR LA GARANTÍA EN LOS CASOS EN LOS QUE SE LE CONCEDE LA 
SUSPENSIÓN PROVISIONAL.

El objetivo es proponer que se precise en la Ley de Amparo el término para exhibir la garantía cuando se concede la suspensión provisional. En el caso a estudio, el segundo párrafo del artículo 124 de la Ley de amparo, señala entre otras cosas, que el Juez de Distrito al conocer la suspensión tomará las medidas pertinentes para conservar la materia del amparo hasta la terminación del juicio: es preciso señalar que entre esos casos se encuentran todos aquellos actos reclamados que emanen de materias en que debe actuarse de estricto derecho, como lo serían las materias civil y mercantil; pero entre otras cosas, el Juez de Distrito aparte de procurar conservar la materia del amparo debe tomar las medidas que estime pertinentes para que surta efectos la suspensión del acto reclamado; concedida esta medida suspensiva, tendrá la obligación de fijar una garantía en las distintas formas establecidas por la ley para que a quien beneficie esa medida suspensional garantice al tercero o terceros perjudicados los posibles daños y perjuicios que éstos pudieran resentir con la obtención de la medida cautelar solicitada.

Ahora bien, admitida la demanda de amparo, el Juez de Distrito, si así se le solicita ordenará en el mismo auto de admisión de la demanda, se forme por separado y duplicado el incidente de suspensión correspondiente. Formado el incidente de suspensión respectivo, el Juez de Distrito tendrá que resolver sobre la suspensión provisional del acto reclamado, concediéndola o negándola, pero además, para que surta efectos esa medida cautelar concedida, deberá contener la fijación al quejoso de una garantía en cualquiera de la formas establecidas por la ley, para garantizar al tercero o terceros perjudicados los posibles daños y perjuicios que estos pudieran resentir con la obtención de la medida cautelar concedida al agraviado.

Cabe preguntar ¿de qué término goza el quejoso para exhibir esa garantía que se le señala a favor del tercero o terceros perjudicados a fin de garantizar los posibles daños que pudieran causárseles con la medida cautelar concedida al quejoso? La ley en este aspecto no señala ningún término en lo relativo al tiempo que goce el quejoso para depositar o exhibir esa garantía que se le señala al concedérsele la suspensión provisional.

Si bien es cierto, el artículo 139 de la Ley de Amparo hace alusión a un término de cinco días contados a partir del siguiente al que surta efectos la suspensión concedida; ese precepto legal se refiere a la suspensión definitiva, mas no a la provisional, puesto que claramente está aludiendo al recurso de revisión que se interponga en contra del auto en que un Juez de Distrito conceda la suspensión, la cual no es otra que la definitiva porque es la que puede ser legalmente impugnada mediante el recurso de revisión; lo que no sucede con la suspensión provisional que solo puede dar lugar a la interposición del recurso de queja, por tanto no hay ninguna disposición en la Ley de Amparo que señale con precisión el término de que goza dicho quejoso para exhibir la garantía que se le señale por la suspensión provisional que se le concede. Erróneamente se ha considerado, sin ningún fundamento legal que existe el término de cinco días a que se refiere el artículo 139 de la Ley de Amparo, pero eso no resulta cierto ni legal, tal como ya quedó examinado.

Esta laguna en la ley, bajo mi punto de vista, ha dado motivo a que algunas autoridades responsables hayan violado una suspensión provisional en la que el acto reclamado es la ejecución de un lanzamiento de inmueble, alegando que no se acreditó que el quejoso haya exhibido la garantía exigida para que surtiera efectos la suspensión provisional. En cambio, tales situaciones podrían evitarse si se estableciera un precepto legal en la Ley de Amparo que claramente se refiera al término que el quejoso goza para la exhibición de la garantía que deberá otorgar al concedérsele la suspensión provisional; o bien se estableciera cuando menos en el artículo 139 de la Ley de Amparo que ese mismo término de cinco días que se establece para la suspensión definitiva, rige igualmente para la suspensión provisional; es de considerarse esta postura porque ello evita la confusión por obscuridad del artículo 139 de la Ley de Amparo.

* Burgoa Orihuela, Ignacio, "El Juicio de Amparo", Ed. Porrúa, 23ª. Edición, pág. 350.

# Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1995, jurisprudencia número 925, pág., 585, Tomo II, Parte HO.

* "Ley de Amparo", CD ROM 1ª. Versión, Interpretación por el Poder Judicial de la Federación 1999, Suprema Corte de Justicia de la Nación.

# "Historia del Amparo en México", Tomo VI, Segunda Parte, Ley de Amparo vigente, Origen y Evolución, Suprema Corte de Justicia de la Nación, págs. 1167-1171.

* "Historia del Amparo en México", op. cit., pág. 1197.

* "Historia del Amparo en México", págs. 1213-1214.

# Ídem., pág. 1257.

* Ídem., págs. 1266-1267.

* Ídem., pág. 1271.

** Ídem., págs. 1272-1273.

** Ídem., pág. 1268.

# Ídem., págs. 1273-1274.

* "Manual del Juicio de Amparo". Instituto de Especialización Judicial de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 1988, pág. 19.

* Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1995, jurisprudencia número 43, página 27, Tomo VI, Materia Común, Octava Época.
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El abuso del Juicio de Amparo.

PRELIMINAR

El juicio de amparo tiene como principal objetivo la protección de las garantías individuales del gobernado. Su efecto inmediato es resarcir al individuo de la violación cometida o conservarlo en el goce y ejercicio de sus derechos sustantivos. Es un medio para la defensa de los derechos inherentes al hombre frente a la autoridad.

El fundamento radica en la naturaleza humana. Todo hombre por el hecho de serlo, goza de derechos inherentes a su condición: libertad, seguridad, propiedad. El Estado como ente jurídico que detenta el poder público, solamente, reconoce la existencia de estas prerrogativas esenciales al ser humano. La garantización de todos los derechos y el resarcimiento de los mismos, no se originan en la voluntad legislativa, sino en la inamovible naturaleza del hombre.& Aquí surge la naturaleza de nuestra institución, un medio a disposición del gobernado frente a las autoridades para proteger sus garantías.

El abuso o mal uso de una institución jurídica se materializa cuando el objetivo primo al que va encaminado se tergiversa o se transforma; y se pretende obtener un beneficio que no es legítimo. En otras palabras, es utilizado so pretexto de obtener un beneficio que no es legítimo. 

¿Qué significa abusar del juicio de amparo? ¿Cuándo se usa mal este medio de protección constitucional? ¿Qué medios legales tiene el juzgador para sancionarlo y proteger la naturaleza de la acción constitucional?

La libertad es el bien más preciado del hombre. ¿Podrá permitirse, dada la importancia de ese derecho subjetivo, acudir cuantas veces se quiera al juicio constitucional? ¿La defensa de la libertad constituye una excepción para hacer mal uso del amparo?

¿Es la suspensión del acto reclamado un medio eficaz para propiciar el abuso del juicio de amparo?

EL ABUSO DEL JUICIO DE AMPARO

El hombre, acervo de deseos e intereses, es débil ante la necesidad y la ambición. Siempre encontrará algún medio jurídico para lograr sus cometidos, aunque éstos sean ilegítimos. No debe ser así. El derecho tiene como fin principal orientar deontológicamente la conducta humana.

El juicio de amparo es un instrumento y como tal, sólo una vía para conseguir un objetivo sublime. El ejercicio de la acción constitucional, encarna en sí mismo la pretensión que tiene el individuo de ser resarcido en la violación cometida o evitarla. Su fin es la garantización de sus prerrogativas constitucionales frente a la potestad pública. 

El abuso o mal uso nace cuando se insta al órgano jurisdiccional, fundado en una supuesta violación de garantías, con la finalidad de permanecer en el goce o ejercicio de un derecho ilegítimo.

Cambia la naturaleza del juicio de garantías, cuando el amparo se promueve con un objetivo distinto y entorpece la acción de la justicia; efecto inmediato del mal uso de la institución en comento. Su causa radica en la permanencia ilegítima del goce o ejercicio de un derecho.

La ley y su interpretación por el Poder Judicial de la Federación señalan que el abuso del juicio de amparo, se advierte cuando el quejoso, sus autorizados, lo proponen con el objeto de "retrasar la solución del asunto del que emana el acto reclamado o de entorpecer la ejecución de las resoluciones respectivas o de obstaculizar la legal actuación de la autoridad".#
Debe distinguirse entre la causa y sus efectos. Entorpecer la acción de la justicia, como quedó establecido en párrafos anteriores, es un efecto del mal uso del juicio de amparo. Permanecer en el goce o ejercicio de un derecho ilegítimo es su causa. Nunca podrá interponerse un amparo con el despreciable fin de entorpecer, simple y llanamente, la acción de la justicia. El hombre siempre busca su bien, al intentarlo, muchas veces actúa mal.*

Se obstaculiza el actuar legítimo de la autoridad en el momento de la interposición del amparo para permanecer en el goce y ejercicio de un derecho ilegítimo.

Queda claro, el efecto del mal uso del juicio de amparo ocasiona el entorpecimiento de la acción de la justicia. Éste se materializa cuando de mala fe el quejoso o sus autorizados utilizan el medio de protección constitucional y provocan, injustificadamente:

a) La inejecución del acto reclamado,

b) La prolongación indebida y deliberada del procedimiento.

LOS ARTÍCULOS 81 Y 211 DE LA LEY DE AMPARO, 

DIFERENCIA.

Estas normas establecen medidas para castigar el mal uso de la acción constitucional. El artículo 81 contempla una sanción pecuniaria, para aquellos quejosos y autorizados, que pretenden permanecer en el goce o ejercicio de un derecho ilegítimo y, consecuentemente, entorpecen la acción de la justicia; fundándose para ello en una presunta violación de garantías.

El diverso 211 establece una figura típicamente antijurídica fundada en la falsedad de un hecho. Vista esta conducta falaz como acción (tergiversar los hechos o afirmar aquéllos alejados de la realidad), y omisión (ausencia de manifestaciones que sean exigibles al quejoso). Para nuestra ley, tan dolosa es aquella conducta que afirma un hecho falso como la de omitir uno que le conste.

Con la creación de estos dispositivos, la voluntad legislativa se encaminó a sancionar por una parte el abuso de la institución constitucional y por otra la falsedad que contenga una demanda, porque sus efectos dilapidan el actuar de la administración de justicia y aleja al amparo de sus nobles y esenciales fines. Difieren tales normas en que el artículo 81 estipula una sanción pecuniaria y castiga los efectos del mal uso del amparo por mala fe. El 211 contempla una conducta dolosa o la intención preconcebida del quejoso para conseguir, mediante la falsedad, una resolución favorable a sus intereses, delito equiparable a la falsedad de declaraciones e informes dados a la autoridad, pero con alcances teológicos más amplios.

 En el 81 sólo se castiga entorpecer la acción de la justicia. En el 211 se pune una conducta que tiene como objeto la declaración o el reconocimiento de un derecho que no se tiene. Es evidente que la naturaleza del juicio constitucional, en este último caso, no se transforma ni se pierde. Quedó claro que el objetivo del juicio es la garantización de un derecho subjetivo público. Por tanto, en el supuesto jurídico previsto por tal norma (art. 211), se pretende evitar que un amparo se fundamente en hechos falsos y se logre el fin noble de nuestro juicio constitucional. De acuerdo al estudio que se realiza no puede decirse que este artículo sancione específicamente el abuso del juicio de amparo.

Sin embargo no huelga decir que ambas disposiciones puedan actualizarse en un mismo caso concreto. Son imaginables casos en los que sin contenerse falsedades u omisiones en la demanda, ésta se interpone con el objeto de entorpecer o dilatar la ejecución del acto reclamado; a la inversa, también es factible que sin dicho propósito, se contengan falsedades u omisiones en el escrito inicial o aclaratorio y, por último, que exista el aludido propósito y se afirmen hechos falsos u omisiones. Verbigracia: Un quejoso ostentándose como tercero extraño, ejercita la acción constitucional como argucia jurídica para permanecer en el goce y ejercicio de un supuesto derecho de propiedad. En otras palabras pretende, mediante el amparo que no le quiten su casa. Acude ante un abogado sin escrúpulos quien asegura que la demanda no prosperará puesto que la sentencia dictada en el juicio ordinario está fundada y motivada o apegada a la ley, y es causahabiente del demandado. Lo único que puede hacer es acudir al amparo y lograr la suspensión de la ejecución de tal sentencia. De esta manera el quejoso podrá permanecer en un tiempo considerable, en el goce y ejercicio de su derecho ilegítimo de propiedad en virtud de la sentencia judicial que así lo declaró. En el cuerpo de la demanda de garantías afirma el quejoso hechos falsos, por ejemplo, que tuvo conocimiento de los actos reclamados en determinada fecha idónea para que su demanda no se le desechara por extemporánea y de constancias se advierta que tuvo conocimiento seis meses antes de la aludida fecha. 

El tribunal constitucional evidentemente, negará la protección y el amparo de la Justicia Federal. Podrá aplicar la sanción establecida en el artículo 81 y dar vista al Ministerio Público de la Federación para que investigue la presunta comisión del delito tipificado en el artículo 211 de la Ley de Amparo. 

La imposición de la multa prevista por el artículo 81 corresponde al tribunal de amparo de acuerdo a lo señalado en el artículo 3º bis de la Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 Constitucionales, cuando a su juicio hubieren actuado de mala fe. 

 La aplicación de la pena prevista para el delito de falsedad en demanda de amparo corresponde a la autoridad judicial ante quien se ejercite acción penal y no al tribunal de amparo. 

Para prevenir y sancionar específicamente el abuso de la institución del amparo, debemos atender a los artículos 3º bis, segundo párrafo y 81 de la Ley de Amparo. En virtud de estos dispositivos el juez de amparo podrá evitar que se desprestigie y se desnaturalice el juicio constitucional.

LA MALA FE

La hipótesis prevista en el artículo 81 sólo se actualiza cuando los quejosos y/o autorizados en términos del artículo 27 de la Ley de Amparo actúan de mala fe y no existe duda razonable en cuanto al ejercicio de la acción constitucional y la finalidad que se pretende con éste. Es requisito indispensable para aplicar una multa un elemento subjetivo que se dirige al ánimo del impetrante del juicio de garantías: la mala fe.

En esta materia, la mala fe es un vicio de la voluntad que se traduce en la utilización de un medio legítimo (juicio de amparo) para permanecer en el goce o ejercicio de un derecho ilegítimo y produce, la desnaturalización del medio en uso.

Cuando existe esta conducta en el momento de instar al tribunal de amparo se ocasionan graves perjuicios a la administración de justicia; porque como ya se dijo, se entorpece el actuar legítimo de las autoridades. 

El análisis sistemático de tesis aisladas emitidas por el Poder Judicial de la Federación* para determinar cuándo estamos ante la presencia de la mala fe, otorga al juzgador elementos objetivos nítidos para presumirla en los siguientes casos:

1. Cuando sea evidente e incuestionable la causa de sobreseimiento y le sea exigible al quejoso, o a quien se desprenda elaboró la demanda de garantías, el mínimo acervo jurídico. 

2. Cuando se interpongan dos o más amparos contra la misma autoridad y actos, sin justa causa.

3. Cuando exista desistimiento de la acción constitucional y se advierta que fue con el ánimo de rectificar una conducta viciada de origen, que tenía por objeto retrasar la resolución de un asunto.

4. Cuando se niegue la protección constitucional por haberse interpuesto el amparo sin motivo.

Un amparo se interpone sin motivo, cuando se verten manifestaciones notoriamente absurdas e improcedentes y se puede presumir fundadamente que sólo quiso entorpecer la acción de la justicia.

Para aplicar la sanción, el juzgador, deberá valorar las circunstancias peculiares del caso concreto y sobre todo, las características personales de los quejosos y sus autorizados, como son su educación, condición social y económica que se pueda desprender de autos; para saber si les era exigible determinada conducta.

A manera de ejemplo, el Juez deberá conocer si quien firma la demanda está en condiciones de asimilar los alcances de su conducta. En la práctica forense, son los abogados o personas que se ostentan como tales los que formulan las demandas y, en la mayorìa de los casos, quien estampa su firma, no conoce su contenido y está incapacitado para valorar si su conducta está o no apegada a derecho.

No hay mala fe cuando exista una duda razonable. La duda, es un estado de incertidumbre que opera en el ánimo del juzgador y no le permite imputar a un sujeto hechos o presumirlos fundada y motivadamente: "... no procede la imposición de una multa por parte del juzgador de amparo, si cabe la posibilidad de una duda razonable en cuanto a que el juicio haya sido intentado con el único fin de entorpecer la ejecución del laudo recaído en el juicio laboral, o bien haya sido promovido con el afán legítimo de que quedaran insubsistentes los actos reclamados".# 

Cabe la duda razonable, de la misma manera, ante la presencia de una escasa ilustración, cultura mínima, condición económica baja y un defectuoso asesoramiento legal, porque no se puede establecer racionalmente que el actuar de un quejoso esté viciado de mala fe. Aunque subsiste la posibilidad de multar a quien elaboró la demanda si éste es un profesional del derecho y se tienen los elementos suficientes para imputarle dicha conducta.

¿EXCEPCIÓN AL ABUSO DEL JUICIO DE AMPARO?

El Poder Judicial de la Federación, mediante tesis aisladas, ha sostenido que no existe mala fe, si el quejoso utiliza, 

"aun reiteradamente, los medios que la ley pone al alcance de los gobernados para conservarla, entre los cuales se encuentra el juicio de amparo... ya que no puede considerarse que el quejoso tuviera la intención de retrasar el asunto del que emanó el acto reclamado o de obstaculizar la legal actuación de la autoridad, porque en todo momento el fin perseguido fue la preservación de su libertad",

no hay abuso en el juicio de garantías y es improcedente la multa impuesta al quejoso de acuerdo a los artículos 3º y 81 de la Ley de Amparo, 

"en virtud de que advirtió que el quejoso promovió un segundo juicio de garantías en contra de las mismas autoridades y contra los mismos actos reclamados que señaló en su primer juicio, en el que reclamó la orden de aprehensión dictada en su contra, debe estimarse que tal actuación no se hizo de mala fe, puesto que está de por medio su libertad personal, no siendo dable, a juicio de este Tribunal Colegiado, imponer multa alguna, pues de ninguna manera podría pensarse que su promoción tiende a retrasar la solución del asunto, de entorpecerlo o de obstaculizar la actuación de la autoridad,"

asimismo, no procede la imposición de la multa,

"por considerar que éste gestionó el amparo con el deliberado propósito de entorpecer la acción de la justicia, si de las constancias de autos se advierte que el quejoso promueve la demanda de garantías en defensa de su libertad."&
Los artículos 3º y 81 analizados, no contemplan ninguna excepción. Al parecer, se interpretó el artículo 211 fracciones I y II, y se aplicó analógicamente la ley:

"Se impondrá sanción... al quejoso que en un juicio de amparo afirme hechos... siempre que no se reclamen algunos de los actos a que se refiere el artículo 17". "Al quejoso en un juicio de amparo que para darle competencia a un Juez de Distrito, designe como autoridad ejecutora a una que no lo sea, siempre que no se reclamen algunos de los actos a que se refiere el artículo 17".

No es congruente acoger de manera absoluta tales criterios, pues se corre el riesgo de abusar del juicio de amparo, so pretexto de la defensa de la libertad. No procede la multa, en aquellos casos, única y exclusivamente, cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación o destierro, o algunos de los actos prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal (artículo 17 de la Ley de Amparo vigente).

En realidad, no existe excepción para abusar de amparo. Jamás podrá autorizarse al individuo desnaturalizar esta noble institución jurídica mexicana.

LA SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO Y EL ABUSO 

DEL JUICIO DE AMPARO.

Es evidente, que la eficacia del juicio de amparo comienza con la suspensión del acto que se tilda de inconstitucional. Así se reconoce expresamente en la ley de la materia al señalar que el Juez de Distrito al conceder la suspensión,

"procurará fijar la situación en que habrán de quedar las cosas, y tomará las medidas pertinentes para conservar la materia del amparo hasta la terminación del juicio."*

En no pocos casos, con presentar una demanda de amparo que reúna los requisitos del artículo 116 de la Ley Reglamentaria de los Artículos l03 y l07 Constitucionales, plagado de mentiras y vanalidades, a través de la suspensión se logra detener la ejecución de una resolución jurídicamente correcta, que llevó al titular de los derechos que generó a erogar fuertes cantidades de dinero debido a la contratación de peritos en derecho que llevaron a buen fin el negocio.

Son comunes los juicios promovidos por quienes se dicen terceros extraños al procedimiento, que logran demorar o entorpecer la ejecución del acto reclamado sin acreditar mayores requisitos que la presunción de su interés, con el consecuente perjuicio a la parte que obtuvo y a la sociedad que ve retardada la expedición de la justicia, a más de que se distrae a los tribunales federales de sus funciones en los amparos que justificadamente lo requieren.

Con el objeto de evitar desde ese momento procesal hasta lo legalmente posible el abuso del juicio de garantías, como medida práctica, es necesario exigir garantías más elevadas para el otorgamiento de la suspensión, siempre y cuando de la propia demanda se pueda inferir válidamente, que se trata de instaurar un juicio para evitar la ejecución del acto reclamado o la prolongación indebida y deliberada de un procedimiento y no exista una causal de notoria e indudable improcedencia para desecharla.

CONCLUSIONES

PRIMERA. La naturaleza del juicio de amparo, origina su fin primordial: la protección de las garantías individuales frente a la autoridad pública.

SEGUNDA. Abusar del juicio de amparo significa el ejercicio de la acción constitucional, fundado en una supuesta violación de garantías, con la finalidad de permanecer en el goce o ejercicio de un derecho ilegítimo, ocasionando, consecuentemente, el entorpecimiento de la acción de la justicia.

TERCERA. La acción de la justicia es entorpecida, cuando en virtud del juicio de garantías, se ocasiona, injustificadamente, la inejecución del acto reclamado o la prolongación indebida y deliberada del procedimiento.

CUARTA. El juzgador, para prevenir y sancionar el mal uso del amparo, debe atender a los artículos 3º y 81 de la Ley de Amparo. Es su responsabilidad evitar que se desnaturalice la institución jurídica del juicio constitucional. Su obligación será multar a todo aquel que de mala fe, obstaculice la acción de la justicia.

QUINTA. La imposición de la multa por abusar del juicio de amparo, no es obstáculo para dar vista al Ministerio Público cuando en una demanda de garantías se manifiesten hechos falsos. Las sanciones de los artículos 81 y 211 de la Ley de Amparo no se excluyen.

SEXTA. La defensa de la libertad no autoriza a nadie, el mal empleo de la institución de amparo, es decir, no se permite abusar del juicio de garantías aun ante el valor libertad, en el entendido de que no procede la multa cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación o destierro, o algunos de los actos prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal (artículo 17 de la Ley de Amparo vigente). 

SÉPTIMA. Para tratar de evitar desde la apertura del incidente de suspensión el abuso del juicio de amparo, es necesario exigir garantías más elevadas para el otorgamiento de la medida cautelar, siempre y cuando de la propia demanda se pueda inferir válidamente, que se trata de instaurar un juicio para evitar la ejecución del acto reclamado o la prolongación indebida y deliberada de un procedimiento y no exista una causal de notoria e indudable improcedencia para desecharla.

José de Jesús Quesada Sánchez

PROPUESTA DE LINEAMIENTOS TENDIENTES

A LA ELABORACIÓN DE UNA NUEVA

LEY DE AMPARO

De conformidad con lo dispuesto por los artículos 103 y 107 Constitucionales, los tribunales de la Federación tienen a su cargo una función valiosa y trascendente en las relaciones individuales y sociales de los habitantes de la Nación, como lo es el conocimiento, substanciación y resolución de los juicios de amparo, a través de los cuales se establece la posible inconstitucionalidad, no solo de las leyes que nos rigen, sino de cualquier acto de autoridad que viole las garantías individuales, vulnere o restrinja la soberanía de los Estados, o bien, invada la esfera de competencia de la autoridad federal.

Por consiguiente, los organismos del Poder Judicial de la Federación, como lo son, la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación, los Tribunales Colegiados o Unitarios de Circuito, y los Juzgados de Distrito, constituyen un factor de equilibrio tanto en el actuar de los poderes de la Nación como en el de los poderes estatales; una salvaguarda a los derechos de los habitantes del País; y una guía en el proceder de todas las autoridades que nos gobiernan.

Es entonces innegable que la función de estos órganos judiciales es de enminente carácter público y que en el mejoramiento de su actuación, así como de sus procedimientos, se encuentra ampliamente interesada la sociedad.

Sin embargo, resulta indiscutible que solo se puede impartir una mejor justicia en materia de protección a las garantías individuales, si se cuenta con una Ley de Amparo que sea acorde a las necesidades del País y que por tanto responda a la evolución de las relaciones sociales que las unidades jurisdiccionales del Poder Judicial de la Federación deben regular, nivelar y dirigir.

La Ley de Amparo se expidió en 1935, es decir, su vigencia ha perdurado 64 años, más de medio siglo. Durante ese tiempo, las relaciones jurídicas se han modificado palpablemente; las leyes del País, en las que tienen que apoyarse los órganos jurisdiccionales federales para determinar si se han violado garantías, han evolucionado; la propia Ley de Amparo, ha sufrido innumerables reformas, adiciones y modificaciones; y la jurisprudencia de la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación ha variado, de acuerdo también con las circunstancias imperantes en el mundo social del que derivan las relaciones que, a su vez, dan lugar a la sustanciación de los juicios de amparo que deben resolverse. En suma, es necesaria una nueva Ley de Amparo que corresponda a las exigencias del País y que sea una verdaderamente idónea para los juzgadores federales.

Pudiera aducirse que basta con incorporar a la actual Codificación, las reformas pertinentes y permitir que mantenga su vigencia, pero frente a ello, se impone considerar que existen instituciones jurídicas cuya modificación exige empezar desde las bases que las sustentan; que tales instituciones están estrechamente vinculadas entre sí y que por tanto, cada modificación de una norma, implica cambiar también todas las que le son afines, lo que en ocasiones sólo se logra reformando varias instituciones relacionadas.

Al expedirse una nueva Ley de Amparo, como aquí se propone, es preciso tomar en cuenta y discutir ampliamente, los siguientes puntos:

A) Las modificaciones que ha sufrido la Constitución General de la República, así como la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, para que resulten acordes con la nueva Ley de Amparo.

B) Analizar las tesis de jurisprudencia de la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación, sustentadas a últimas fechas, las cuales, modificando criterios anteriores han interpretado la propia Ley de Amparo, de manera distinta; y decidir cuáles de esos criterios se deben transformar en normas legales incorporadas a la legislación; y,

C) Estudiar con detenimiento, la evolución de las relaciones sociales y económicas que deben regir la ley.

Todas las posibles modificaciones que deban incluirse en la nueva ley, deberán discutirse ampliamente, por la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación, oyendo previamente el parecer no solo de los foros de abogados u otras instituciones que sea necesario escuchar, sino también de los Magistrados de Circuito y Jueces de Distrito, por ser éstos quienes, además del Máximo Tribunal del País, los que tendrán que aplicarla.

En su oportunidad, la H. Suprema Corte de Justicias de la Nación, deberá enviar el anteproyecto de la nueva Ley, al Ejecutivo de la Unión, para que éste formule la iniciativa respectiva.

Por lo anterior se concluye:

PRIMERO.- Se propone la expedición de una nueva Ley de Amparo que substituya a la actualmente vigente.

SEGUNDO.- Antes de proceder a La expedición de la nueva Ley de Amparo, deberán discutirse por la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación, ampliamente, los temas que en su texto se deben insertar, y oír las opiniones de los Magistrados de Circuito y Jueces de Distrito.

Enrique Arizpe Narro

MODIFICACIONES A LA LEY DE AMPARO

PARA CONCORDARLA CON LA LEY ORGÁNICA DEL

PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN.

1.-
LA EXPEDICIÓN DE LA NUEVA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN.

Las reformas a la Constitución General de la República que entraron en vigor a principios de 1995, implicaron una evolución no solo en la conformación del Poder Judicial de la Federación, sino también en el procedimiento a seguir durante la substanciación de los juicios de amparo, así como en las incidencias que surgen con motivo de ellos.  Tales reformas constitucionales produjeron a su vez la expedición de la nueva Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, publicada en el Diario Oficial de la Federación de 26 de mayo de 1995.  Sin embargo en ésta se incluyeron normas legales que suscitan contradicciones con la Ley de Amparo, habida cuenta de que esta última no fue modificada.

Es evidente que la existencia de normas antagónicas entre diversas leyes que regulan una misma materia vulnera el estado de derecho y pugna con el principio de seguridad jurídica, al provocar que los gobernados no puedan saber con precisión cuál de las disposiciones legales se debe aplicar en un caso concreto.

Pudiera argumentarse que como la ley posterior deroga a la anterior, esto es suficiente para concluir con las normas de la Ley de Amparo contrapuestas a las de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación quedaron derogadas por ésta, y que por ende, deben aplicarse exclusivamente las de ésta Codificación.  Pero tal argumentación no es suficiente para estimar que la Ley de Amparo debe permanecer en el estado que guarda.  En primer lugar; porque sería dudoso si la Ley Orgánica en mención es de la misma jerarquía que la Ley de Amparo, habida cuenta de que ésta, es reglamentaria de preceptos constitucionales y por tanto si aquélla realmente derogó los preceptos legales de la Ley de Amparo que la contradicen. En segundo lugar, porque para determinar la forma de proceder respecto a un juicio de amparo, tendría que estarse continuamente acudiendo a una y otra codificación, para complementarlas entre sí, provocando confusión.  No debe olvidarse que, por ejemplo, para determinar los días inhábiles, tema al cual se hará referencia más adelante, fue necesario aplicar tanto lo dispuesto por el artículo 23 de la Ley de Amparo, como por el numeral 163 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, es decir, rigen ambos dispositivos legales. Por último, por razón de orden, mantenimiento de la seguridad jurídica y a fin de evitar problemas de interpretación, lo indicado es reformar la Ley de Amparo, en aquello en que se contradice con la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, a fin de que ambas codificaciones concuerden.  Es pertinente agregar que ninguno de los puntos transitorios de la Ley Orgánica en comento, expresa que se derogan los preceptos legales de la Ley de Amparo que la contradigan.

2.-
PRECEPTOS LEGALES DE LA LEY DE AMPARO QUE DEBEN REFORMARSE PARA QUE COINCIDAN CON LOS DE LA LEY ORGANICA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACION.

a).- CONFLICTOS COMPETENCIALES.

El artículo 37 fracción VI de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación dispone:

"Con las salvedades a que se refieren los artículos 10 y 21 "de esta ley, son competentes los tribunales colegiados de "circuito para conocer: ....VI.-  De los conflictos de "competencia que se susciten entre tribunales unitarios de "circuito o jueces de distrito de su jurisdicción en juicios "de amparo. Cuando el conflicto de competencia se suscite "entre tribunales unitarios de circuito o jueces de distrito "de distinta jurisdicción, conocerá el tribunal colegiado "que tenga jurisdicción, sobre el órgano que previno..".

Por su parte el artículo 51, párrafo cuarto de la Ley de Amparo en lo relativo establece:

"Si la contienda de competencia se plantea entre Jueces de "Distrito que no sean de la jurisdicción de un mismo "Tribunal Colegiado o de Circuito, ...se remitirá, entonces, "al Presidente de la Suprema Corte de Justicia, quien "ordenará la tramitación del expediente, y con lo que "exponga el Ministerio Público Federal y las partes aleguen "por escrito, lo turnará a la Sala respectiva, la cual "resolverá, dentro del término de ocho días, lo que "proceda,....”.

Como puede verse, la divergencia entre ambas disposiciones legales es patente, pues mientras que la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación preceptúa que las competencias entre jueces de distrito de distinta jurisdicción, debe resolverse por el Tribunal Colegiado que tenga jurisdicción sobre el órgano que previno, la Ley de Amparo, confiere tal potestad a la Sala correspondiente de la H. Suprema Corte.  Por consiguiente debe modificarse el artículo 51 de la Ley de Amparo.

b).- IMPEDIMENTOS.

El artículo 37 fracción VII de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación expresa:

"Con las salvedades a que se refieren los Artículos 10 y 21 "de esta ley, son competentes los tribunales colegiados de "circuito para conocer: ….VII De los impedimentos y "excusas que en materia de amparo se susciten entre "jueces de distrito, y en cualquier materia entre los "magistrados de los tribunales de circuito, o las "autoridades a que se refiere el Artículo 37 de la Ley de "Amparo. En estos casos conocerá el tribunal colegiado de "circuito más cercano. Cuando la cuestión se suscitara "respecto de un solo magistrado de circuito de amparo, "conocerá su propio tribunal."

En cambio el artículo 68 fracción II de la Ley de Amparo dice:

"II.- La Sala correspondiente de la Suprema Corte de "Justicia conocerá de los impedimentos de los Ministros "de la misma Sala y de los Magistrados del Tribunal "Colegiado de Circuito."

Es fácil advertir que los numerales son discordantes, porque mientras conforme a la Ley Orgánica, es al Tribunal Colegiado de Circuito más cercano a quien compete resolver los impedimentos de dos o más Magistrados de Circuito y al propio Tribunal Colegiado resolver el impedimento de un Magistrado de su adscripción, es a la Sala respectiva de la Suprema Corte a la que la Ley de Amparo confiere tales atribuciones. Por ende la reforma del artículo 68 fracción II de la Ley de Amparo es necesaria.

c).- DÍAS INHÁBILES.

El articulo 163 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación determina:

"En los órganos del Poder Judicial de la Federación, se "considerarán como días inhábiles los sábados y "domingos, el 1° de enero, 5 de febrero, 21 de marzo, 10 "de mayo, 16 de septiembre y 20 de noviembre, durante "los cuales no se practicarán actuaciones judiciales, salvo "en los casos expresamente consignados en la ley."

Por otro lado, el dispositivo 23, párrafo primero de la Ley de Amparo ordena:

"Son días inhábiles para la promoción, substanciación y "resolución de los juicios de amparo, todos los días del "año, con exclusión de los sábados y domingos, el 1° de "enero, 5 de febrero, 1° y 5 de mayo, 14 y 16 de septiembre, "12 de octubre y 20 de noviembre."

Basta la simple lectura de ambas disposiciones para darse cuenta de su diferencia, puesto que cada una de ellas señala días distintos como no laborables.

Es pertinente apuntar que el artículo 9°, transitorio de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación establece: 

"A partir de la entrada en vigor de esta ley, los días "hábiles a que se refiere el primer párrafo del Artículo 23 "de la Ley de Amparo serán los que señala el Artículo 160 "de esta ley."

Sobre el particular, la diferencia de contenido ha sido interpretada por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al establecer lo siguiente:

DÍAS INHABILES PARA LA INTERPOSICION DE RECURSOS EN JUICIO DE AMPARO. DADA LA CONFUSION QUE PRODUCEN LOS ARTICULOS 160, 163 Y NOVENO TRANSITORIO DE LA LEY ORGANICA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACION, DEBEN TOMARSE COMO DÍAS INHABILES LOS SEÑALADOS EN DICHO ARTICULO 163 Y TAMBIEN LOS ESTABLECIDOS EN EL ARTÍCULO 23 DE LA LEY DE AMPARO.- produce confusión la incongruencia existente entre los artículos noveno transitorio y 160 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación vigente a partir del 27 de mayo de mil novecientos noventa y cinco, pues mientras el primero de esos preceptos dispone que a partir de su entrada en vigor, los días inhábiles a que se refiere el primer párrafo del artículo 23 de la Ley de Amparo serán los que señala el numeral 160, este precepto nada dispone acerca de los días hábiles o inhábiles; en cambio el artículo 163 de la misma ley orgánica establece como días inhábiles los sábados y domingos, el primero de enero, cinco de febrero, veintiuno de marzo, primero de mayo, dieciséis de septiembre y veinte de noviembre, en los cuales no se practicarán actuaciones judiciales, “... salvo en los casos expresamente  consignados en la ley”,  remisión  que incrementa la duda, pues el artículo 23 de la Ley de Amparo señala como días hábiles para la promoción, sustanciación y resolución de los juicios de amparo todos los días del año, con exclusión de los sábados y domingos, primero de enero, cinco de febrero, primero y cinco de mayo, catorce y dieciséis de septiembre, doce de octubre y veinte de noviembre.  Por tanto, dada esta situación confusa que induce a error, debe estarse a lo más favorable al promovente del amparo o de los recursos correspondientes y, en su caso, tomar como inhábiles los días que como tales señalan ambos artículos -163 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y 23 de la Ley de Amparo-, para efectos del cómputo a que este último precepto se refiere.  (Reclamación 2000/95. Dolores Lobo de Montemayor y otros. 5 de diciembre de 1996. Novena Epoca. Pleno. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo V. Febrero 1997. Tesis P.XX/97. Página 122).

Como puede verse, en el caso no se aplica una u otra de las normas, sino que ambas se integran.

Aceptando lo anterior, el Consejo de la Judicatura Federal, en el artículo 273 del Acuerdo General número 48/1998, publicado en el Diario Oficial de la Federación de 23 de marzo de 1999, determinó:

"Se considerarán días inhábiles, además de los revistos "en el artículo 163 de la Ley, los contemplados en el "artículo 23 de la Ley de Amparo y los demás que "determine el Pleno."

De manera que si el problema ha sido resuelto a nivel de precedente y de manera administrativa, para evitar confusiones, se impone reformar ambos preceptos legales, tanto el 23 de la Ley de Amparo, como el 163 de la Ley Orgánica, para que ambos coincidan entre sí y con el criterio del H. Consejo de la Judicatura.

d).-  LOS  JUICIOS  DE  AMPARO  ANTE  LOS TRIBUNALES UNITARIOS DE CIRCUITO.

El artículo 107 fracción XII de la Constitución General de la República, introdujo los juicios de amparo ante los Tribunales Unitarios de Circuito, al establecer:

La violación de las garantías de los artículos 16, en materia penal, 19 y 20 se reclamará ante el superior del tribunal que la cometa o ante el juez de Distrito o Tribunal Unitario de Circuito que corresponda, pudiéndose recurrir, en uno y otro caso, las resoluciones que se pronuncien, en los términos prescritos por la fracción VIII. Si el juez de Distrito o el Tribunal Unitario de Circuito no residieran en el mismo lugar en que reside la autoridad responsable, la ley determinará el juez o tribunal ante el que se ha de presentar el escrito de amparo, el que podrá suspender provisionalmente el acto reclamado, en los casos y términos que la misma ley establezca.

La nueva Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación actualmente en vigor, en su artículo 29 fracción 1, a su vez dispuso:

Los tribunales unitarios de circuito conocerán:  I.- De los juicios de amparo promovidos contra actos de otros tribunales unitarios de circuito, que no constituyan sentencias definitivas, en términos de lo previsto por la Ley de Amparo respecto de los juicios de amparo indirecto promovidos ante juez de distrito. En estos casos, el tribunal unitario competente será el más próximo a la residencia de aquél que haya emitido el acto impugnado.

A su vez, el artículo 42, párrafo segundo de la Ley de Amparo, preceptúa:

Para conocer de los juicios de amparo que se promuevan contra actos de un Tribunal Unitario de Circuito, es competente el Juez de Distrito que, sin pertenecer a su jurisdicción, esté más próximo a la residencia de aquél.

Los citados preceptos legales de la Ley de Amparo y de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, se contradicen, pues mientras el numeral de la primera de las mencionadas leyes otorga competencia a los Tribunales Unitarios de Circuito, para conocer de los juicios de amparo, en contra de actos de otros tribunales de la misma categoría, el dispositivo legal de a Ley de Amparo asigna esa facultad competencial al Juez de Distrito que, sin pertenecer a la jurisdicción del Tribunal Unitario, resulte ser el más próximo. Esto amerita reformar la Ley de Amparo en lo conducente, para que coincida con lo dispuesto por la Ley Orgánica.

Es pertinente precisar que la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha resuelto jurisprudencialmente que:

TRIBUNALES UNITARIOS DE CIRCUITO. SU COMPETENCIA PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO NO SE LIMITA A LA MATERIA PENAL.- La interpretación armónica de lo dispuesto por los artículos 107, fracciones VII y XII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 1° y 29, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación en relación con los antecedentes legislativos que motivaron la incorporación de los Tribunales Unitarios de Circuito al ámbito competencial del juicio de amparo indirecto, pone de manifiesto que esa facultad no se limita a los casos previstos en los artículos 16 en materia penal, 19 y 20 de la Carta Magna, sino que la intención del legislador fue la de concederla en sentido irrestricto a todos aquellos actos provenientes de un tribunal de esa naturaleza, respecto de los cuales procediere el juicio de amparo indirecto; por lo que debe atenderse al espíritu que inspiró su adición para darle el verdadero alcance que impide que un Juez de Distrito, aun como Juez de amparo, juzgue los actos de quien jerárquicamente es su superior. (Contradicción de tesis 11/97. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito. 27 de enero de 1998. Novena Epoca. Pleno. Semanario Judicial de la Federación. Tomo VIII. Julio 1988. Tesis P/J/31/98. Página 29).

3.- En el supuesto de que se expidiera una nueva Ley de Amparo, las modificaciones señaladas deberán incluirse en ella.

Por lo anterior, es procedente arribar a las siguientes:

CONCLUSIONES:

1.
Es necesario reformar la Ley de Amparo, a fin de que sus dispositivos legales concuerden con los de la nueva Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.

2.
Se propone modificar el artículo 51, párrafo cuarto, de la Ley de Amparo, a fin de establecer que los conflictos competenciales entre Jueces de Distrito de distinta jurisdicción, deben resolverse por el Tribunal Colegiado del Circuito a que pertenece el órgano que previno.

Se sugiere reformar el artículo 68 fracción II de la Ley de Amparo, estipulando que el impedimento de un Magistrado de Circuito debe ser resuelto por el Tribunal Colegiado de su adscripción y los impedimentos de dos o más Magistrados del mismo Tribunal Colegiado, dirimirse por el Tribunal Colegiado de Circuito más cercano.

4.
Es conveniente adicionar tanto el primer párrafo del artículo 23 de la Ley de Amparo, como el 163 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación para que ambos coincidan en el señalamiento de los días inhábiles.

5.
Es pertinente modificar el artículo 42, segundo párrafo de la Ley de Amparo, para que coincida con el artículo 29 fracción I de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, y se determine que de los juicios de amparo indirecto en contra de un Tribunal Unitario de Circuito, debe conocer el Tribunal más próximo de igual categoría.

En el caso de que se expida una nueva Ley de Amparo, en ella deberán incluirse las reformas propuestas.

Enrique Arizpe Narro

LA LEGISLACIÓN AGRARIA VIGENTE Y EL LIBRO SEGUNDO DE LA LEY DE AMPARO

TEMA PROPUESTO (1):

“EL LIBRO SEGUNDO

DE LA LEY DE AMPARO EN MATERIA AGRARIA Y EL JUICIO

DE GARANTÍAS INDIRECTO. SUS CARACTERÍSTICAS

DISTINTIVAS.”

EL LIBRO SEGUNDO DE LA LEY DE AMPARO

EN MATERIA AGRARIA.

SU NACIMIENTO Y EXTINCIÓN.

Antes de entrar a considerar la legislación agraria vigente, constituida por la última reforma al artículo 27 Constitucional, la Ley Agraria  la Ley Orgánica de los Tribunales Agrarios y  el Libro Segundo de la Ley de Amparo, conviene hacer una reflexión de la legislación agraria anterior, que presenta características distintas a aquélla.

En efecto, en principio, cabe decir que el concepto de materia agraria se usó por primera vez en la reforma constitucional del artículo 107, fracción II, Constitucional, por el presidente Adolfo López Mateos,   mediante  la  iniciativa  de  26  de  diciembre  de  1959,  que instituyó la garantía  social agraria, publicada en el Diario Oficial de la Federación de 2 de noviembre de 1962, la cual, en lo conducente, expresa:

“Cuando se reclamen actos que tengan o puedan tener como consecuencia privar de la propiedad o de la posesión y disfrute de sus tierras. aguas, pastos y montes a los ejidos o a los núcleos de población que de hecho o por derecho guarden el estado comunal. o a los ejidatarios o comuneros, deberán recabarse de oficio todas aquellas pruebas que puedan beneficiar a las entidades o individuos mencionados y acordarse las diligencias que se estimen necesarias para precisar sus derechos agrarios, así como la naturaleza y efectos de los actos reclamados. En los juicios a que se refiere el párrafo anterior no procederán, en perjuicio de los núcleos ejidales o comunales, o de los ejidatarios o comuneros, el sobreseimiento por inactividad procesal ni la caducidad de la instancia, pero uno y otra sí podrán decretarse en su beneficio. Cuando se reclamen actos que afecten los derechos colectivos del núcleo tampoco procederán el  desistimiento ni el consentimiento expreso de los propios actos, salvo que el primero sea acordado por la Asamblea General o el segundo emane de ésta."

De acuerdo con esa reforma constitucional, en la ley secundaria se establecerían  las reglas y procedimientos que debían  estructurar a la mencionada materia. De esa manera en el Diario Oficial de 4 de febrero de  1963 se publicaron las reformas a la Ley de Amparo que reglamentan el señalado artículo 107, fracción II, Constitucional, quedando diseminados en toda esa ley, las nuevas disposiciones, pero las dificultades que representó la manera en que se hizo dicha reforma, y en atención a la interpretación que realizó la Segunda Sala de la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación, dio lugar a una segunda reforma de ese ordenamiento legal, publicado en el decreto de 29 de junio de 1976, en la que concentró  en  un sólo capítulo, el Libro Segundo, toda la materia agraria, abarcando del articulo 212 al 234, o sea, 22 preceptos, lo que fue de suma utilidad y facilitó la solución de los asuntos. Por último. el 16 de enero de 1984 se publicó en el Diario Oficial de la Federación una tercera reforma a los artículos 224 y 231 de la citada ley, para incorporar algunos criterios de la referida Segunda Sala a la precitada ley.

Ahora bien. si leen los preceptos de ese Libro Segundo, salta a la vista que se concibió sólo para el juicio de amparo indirecto, sencillamente porque el juicio de amparo   uniinstancial nace con la reforma al artículo 27 constitucional de 6 de enero de 1992.  con el surgimiento del concepto de "tribunales  agrarios",  que  son  verdaderos  órganos  jurisdiccionales  administrativos CONCEPTOS "MATERIA AGRARIA" Y "AMPARO EN MATERIA AGRARIA".

Del contenido del repetido artículo 107. fracción II, Constitucional y el Libro Segundo de la Ley de Amparo se desprende  tanto el concepto de "materia agraria", cuanto el diverso de "amparo en materia agraria". lo que es indispensable dilucidar previamente. Al respecto, la Segunda Sala de la Máxima Intérprete de la Ley, refiriéndose a esa legislación ha establecido la jurisprudencia 302, publicada en la foja 217 y siguiente del Tomo III del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación "1917-1995", cuyo rubro y  síntesis a la letra dicen:

"AGRARIO. MATERIA AGRARIA. SU CONNOTACION. Del análisis de la adición a la fracción II del artículo 107 constitucional y de las reformas correlativas a la Ley de Amparo en decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación de 4 de febrero de 1963. así como de sus respectivas exposiciones de motivos y de su proceso legislativo, se concluye que por amparo en materia agraria se entiende el régimen peculiar que tiene por objeto la tutela jurídica especial de los ejidatarios. comuneros y núcleos de población ejidal o comunal, en sus derechos agrarios, que, modificando algunos principios reguladores del tradicional juicio de garantías, se instituye en el contenido  normativo de la citada adición a la fracción II del artículo 107 constitucional. 

Ahora bien, si ese instituto tiene por objeto proteger a los ejidatarios. comuneros, núcleos de población ejidal o comunal en sus derechos y régimen jurídico, en su propiedad, posesión o disfrute de sus bienes agrarios, en sus  derechos agrarios, en su régimen jurídico ejidal, cabe concluir que tiene carácter de "materia agraria" cualquier asunto en el que se reclamen actos que de alguna manera afecten directa o indirectamente el régimen jurídico agrario que la legislación de la materia, es decir, el artículo 27 de la Constitución, el Código Agrario y sus Reglamentos, establecen en favor de los sujetos individuales y colectivos antes específicados; ya sea que tales actos se emitan o realicen dentro de  algún  procedimiento  agrario  en  que,  por  su  propia  naturaleza, necesariamente están vinculados con las cuestiones relativas al régimen jurídico agrario mencionado, o bien cuando, aún provenientes de cualesquiera otras autoridades, pudieran afectar algún derecho comprendido dentro del aludido régimen jurídico agrario.

En esas condiciones, es evidente, que el concepto "materia agraria" equivale a la propia legislación agraria, o sea, el conjunto de normas contenidas en el artículo 27 Constitucional, Código Agrario,  Ley Federal de la Reforma Agraria, Ley Agraria,  Ley Orgánica de los Tribunales Agrarios y todos los reglamentos que derivan de ellos, esto es, dicho de otra manera, es aquélla en que se encuentra inmerso cualquier asunto en que se reclamen actos que afecten directa o indirectamente al régimen jurídico que establecen esos ordenamientos legales. en suma equivale a régimen jurídico agrario.

En íntima vinculación  con lo expuesto, por "amparo en materia agraria", a su vez, se entiende el régimen jurídico especial que tiene por objeto la tutela de los ejidatarios, comuneros, núcleos de población ejidal o comunal en sus derechos agrarios. así como de los aspirantes de aquéllos y de éstos, que modificando algunos principios reguladores del tradicional juicio  de garantías se instaura en el artículo 107, fracción II. Constitucional y en el Libro Segundo de la Ley de Amparo.

AMPARO AGRARIO. SUS NOTAS DISTINTIVAS.

Por otro lado. es importante destacar que la propia Segunda Sala de la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha definido las notas distintivas del amparo agrario, en la jurisprudencia número 190, consultable en la página 135, Tomo III, del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación "1917-1995". la cual interpreta al Libro Segundo de la Ley de Amparo, cuyo epígrafe y síntesis dicen a la letra:

"AMPARO EN MATERIA AGRARIA. SUS NOTAS DISTINTIVAS. En el  Diario Oficial de 4 de febrero de 1963 se publicaron diversas adiciones a la Ley de Amparo, consistentes, en concreto, en dos nuevos artículos y  en adiciones a veinte más. En ellas, por primera ocasión en un texto legal, se utiliza el enunciado "materia agraria". haciéndose, además, en forma reiterada. Del análisis cuidadoso del contenido de las adiciones a que se alude, se sigue.  De manera notoria, que en ellas se estructura el "amparo agrario", cuyos elementos substanciales habían quedado establecidos en la adición constitucional   la fracción II del artículo 107. En un simple bosquejo. dicha estructura, de carácter eminentemente tutelar y protector, tiene las siguientes notas distintivas: 1.- Obligación de suplir la deficiencia de la queja. tanto en la demanda. como en la revisión (arts. 2o., 76 y 91). 2.- Improcedencia del desistimiento tratándose de núcleos de población y de la caducidad de la instancia o del sobreseimiento por falta de promoción (arts. 2o. y 74). 3.- Simplificación en la forma para acreditar la personalidad (art. 12). 4.- Prohibición de desconocer la personalidad de los miembros de un Comisariado cuando se haya vencido el término para el que fueron electos, sin que se haya hecho la nueva elección (art. 12). 5.- Facultad de continuar el trámite de un amparo promovido por un campesino, por aquel que tenga derecho de heredero (art. 15). 6.- Derecho de reclamar, en cualquier tiempo, actos que afecten a núcleos ejidales o comunales. lo que  se traduce en la prohibición de sobreseer en el juicio, con base en la causal de improcedencia establecida en la fracción XII del artículo 73, cuando el amparo  se haya interpuesto por dichos núcleos (arts. 22 y 73, fracción XII). 7.- Derecho de reclamar, en un término de 30 días, actos que causen perjuicios a ejidatarios o comuneros (art. 22). 8.- Facultad de los jueces de la primera instancia de admitir la demanda de amparo y decretar la suspensión provisional, para los casos en que se reclamen actos que tengan o puedan tener como efecto privar de sus derechos agrarios a un núcleo de población (art. 39). 9.- Obligación de recabar de oficio las pruebas que se consideren convenientes. así como amplias facultades de los jueces de acordar las diligencias que se estimen pertinentes, y de solicitar de las autoridades elementos probatorios idóneos, lo que implica la prohibición de resolver en contra de los ejidatarios, comuneros o núcleos de población, por deficiencia de pruebas (arts. 78 y 157). 10.- Obligación de examinar los actos reclamados tal como aparezcan probados. Aunque sean diferentes a los reclamados en la demanda (art. 78). 11.- Término de diez días para interponer la revisión (art. 86). 12.- Prohibición de que se tenga por no interpuesto un recurso por falta de copias y obligación de ordenar su expedición (art. 88). 13.- Derecho de hacer valer el recurso de queja en  cualquier tiempo (art. 97). 14.- Obligación especial del Ministerio Público de vigilar que se cumplan las sentencias dictadas en favor de núcleos (art. 113). 15.- Procedencia de la suspensión de oficio cuando los actos reclamados entrañen la afectación de los bienes agrarios de núcleos de población. o su substracción del régimen jurídico ejidal (art. 123. fracción III). 16.- No exigencia de garantía para que surta efectos la suspensión (art. 135). 17.- Obligación del juez de recabar las aclaraciones a la demanda. si los quejosos no lo han hecho en el término de 15 días que se les conceda previamente (art. 146). 18.- Obligación de las autoridades responsables de rendir sus informes justificados. no  sólo de la manera más precisa que conduzca al conocimiento exacto de los hechos, sino, también, acompañándolos de todos los elementos idóneos para ello  (art. 149). 19.-
Régimen especial de representación substituta para evitar que  un núcleo pueda quedar sin defensa (art. 8o. bis). 20.- Simplificación de los requisitos de la demanda (art. 116 bis). Si se observan los principios anteriores. Que constituyen la estructura del amparo agrario, se deduce que se trata de una institución que tiene por objeto la tutela de los ejidatarios.  comuneros y núcleos de población ejidal o comunal. Por otra parte, también puede observarse en el anterior articulado. que se corrobora lo expresado en la exposición de motivos de la reforma constitucional, pues si bien se usan expresiones  diversas. a saber: "derechos y el régimen jurídico del núcleo de población",  "propiedad, posesión o disfrute de sus bienes agrarios a un núcleo de población sujeto al régimen ejidal o comunal", "derechos agrarios", "bienes agrarios”,  "régimen jurídico ejidal", sin embargo, todas ellas concurren para la integración de un régimen procesal específico del juicio de amparo que, reglamentando el párrafo final de la fracción II del artículo 107 de la Constitución Federal, se ha establecido para proteger singularmente la garantía social agraria."

De ese modo se advierte que tales reglas son las siguientes:

1.-
Obligación de suplir la deficiencia de la queja, tanto en la demanda. como en el recurso de revisión (artículos 2o. 76 y 91). 

2.-Improcedencia del desistimiento tratándose de núcleos de población y de la caducidad de la instancia o del sobreseimiento por falta de promoción o por consentimiento expreso, salvo acuerdo de la  asamblea al igual que el primer supuesto (artículos 2o. y 74). (actual 231) 

 3.-
Simplificación  en  la  forma  para  acreditar  la personalidad (artículos 12),  (214 y 215 de la ley actual).

4.-
Prohibición de desconocer la personalidad de los miembros de un comisariado cuando se haya vencido el término para el que fueron electos, sin que se haya hecho la nueva elección (artículos 12) (214,fracción I, de la ley actual).

5.-
Facultad de continuar el trámite de un amparo promovido por un campesino, por aquél que tenga derecho de heredero (artículos 15) (216 de la ley actual).

6.-
Derecho de reclamar, en cualquier tiempo. actos que afecten a núcleos ejidales o comunales, lo que se traduce en la prohibición de sobreseer en el juicio con base en la causal de improcedencia establecida en la fracción XII del artículo 73, cuando el amparo se haya planteado por un núcleo (artículos 22 y 73, fracción XII) (217 de la ley actual).

7.-
Derecho de reclamar, en un término de 30 días, actos que causen perjuicios a ejidatarios o comuneros (artículos 22) (218 de la ley actual).

8.-
Facultad de los jueces de la primera instancia de admitir la demanda de amparo y decretar la suspensión provisional, para los casos en que se reclamen actos que tengan o puedan tener como efecto privar de sus derechos agrarios a un núcleo de población (artículo 39) (220 actual).

9.-
Obligación de recabar de oficio las pruebas y acordar las diligencias necesarias, para precisar los derechos agrarios de la entidades a que alude el articulo 212, así como solicitar de las autoridades los documentos vinculados con los actos, lo que implica la prohibición de resolver en contra de los ejidatarios. comuneros o núcleos de población, por deficiencia de pruebas (artículo 78 y 57) (ahora 225 y 226).

10.-
Obligación de examinar los actos reclamados tal como aparezcan probados. aunque sean diferentes a los reclamados en la demanda (artículo 78) (actualmente 225).

11.-
Término de diez días para interponer la revisión (articulo 86) (actualmente 228).

12.-
Prohibición de que se tenga por no interpuesto un recurso por falta de copias y obligación de ordenar su expedición (artículo 88) (229 de la ley actual).

13.-
Derecho de hacer valer el recurso de queja en cualquier tiempo en tratándose del cumplimiento de la sentencia protectriz dictada por un juez o un tribunal colegiado. (artículo 97) (230. fracción IV y IX actualmente).

14.-
Obligación del Ministerio Público de vigilar que se cumplan las sentencias dictadas en favor de núcleos y ejidatarios (articulo 113) (232 en la ley de actual vigencia).

15.-
Procedencia de la suspensión de oficio cuando los actos reclamados entrañen la afectación de los bienes agrarios de núcleos de población, ejidal o comunal  o su substracción del régimen jurídico ejidal (artículo 123, fracción III) ( actualmente 233).

16.-
No exigencia de garantía para que surta efectos la suspensión en tratándose de núcleos de población. (artículo 135) (234 en la ley actual).

17.-
Obligación del juez de recabar las aclaraciones a la demanda, si los quejosos no lo han hecho en el término de 15 días que se les conceda previamente (artículo 146). Aunque no existe en la actualidad disposición en ese sentido, es obvio que esa obligación se desprende de las diversas obligaciones que imponen al juez el articulo 227. de suplir la deficiencia de la queja y la de exposiciones, comparecencias y alegatos, y el 226 que lo faculta para acordar las diligencias que estime necesarias para precisar los derechos agrarios de los núcleos de población o de los ejidatarios o comuneros en lo particular, así como la naturaleza y efectos de los actos reclamados. 

18.-
Obligación de las autoridades responsables de rendir sus informes justificados. no sólo de la manera más precisa que conduzca al conocimiento  exacto  de  los  hechos  y  de  los  actos,  sino   también, acompañándolos de todos los elementos habidos a fin de determinar   la existencia de éstos o de otros actos y precisar los derechos agrarios de los núcleos o ejidatarios. (artículo 149) (223 y 224 de la actual ley).

19.-
Régimen de representación substituta para evitar que un núcleo pueda quedar sin defensa (artículo 8o. bis) (actualmente 213, fracción II).

20.-
Simplificación de los requisitos de la demanda (artículo 116 bis). Si bien este precepto fue derogado, los sujetos de la clase campesina siguen disfrutando de privilegios al formular sus demandas, pues el juez está obligado a suplir las deficiencias en que incurrieran,  conforme a lo dispuesto por el invocado artículo 227 de la ley de que se trata.

Lo hasta aquí dicho, es expresamente aplicable al juicio de garantías indirecto, porque así fue concebido el Libro Segundo de la Ley de Amparo, sin que con motivo de la última modificación del artículo 27 Constitucional y el nacimiento del juicio agrario previsto en la Ley Agraria y que se tramita ante los tribunales agrarios se haya reformado dicho Libro Segundo.

Eliel E. Fitta García

EL AMPARO DIRECTO EN MATERIA AGRARIA CON VISTA EN LA NUEVA LEGISLACIÓN AGRARIA Y EL LIBRO  SEGUNDO DE LA LEY DE AMPARO: NECESIDAD DE INTERPRETAR Y COMPLETAR ESTE ÚLTIMO.

APLICABILIDAD DEL LIBRO SEGUNDO DE LA LEY DE AMPARO. EN TRATÁNDOSE DEL JUICIO UNIINSTANCIAL.

Dado que dicho Libro Segundo está concebido para el juicio de garantías indirecto, debe considerarse cada uno de esos artículos para determinar. en lo posible su aplicabilidad en el juicio uniinstancial.

"ARTÍCULO 212. Con la finalidad de tutelar a los núcleos de población ejidal o comunal y a los ejidatarios y comuneros en sus derechos agrarios, así como, en su pretensión de derechos, a quienes pertenezcan a la clase campesina se observarán las disposiciones del presente libro segundo en los siguientes juicios de amparo:

I.
Aquellos en que se reclamen actos que tengan o puedan tener como consecuencia privar de la propiedad o de la posesión y disfrute De sus tierras, aguas, pastos y montes a los ejidos, o a los núcleos de población que de hecho y por derecho guarden el estado comunal, o a los ejidatarios o comuneros, Lo mismo si las entidades o individuos mencionados figuran como quejosos que como terceros perjudicados;

II.
Cuando los actos reclamados afecten o puedan afectar otros derechos agrarios de las entidades o individuos a que se refiere la  fracción anterior, sea que figuren como quejosos o como terceros perjudicados; y  

III.
Aquellos en que la consecuencia sea no reconocerles o afectarles en cualquier forma derechos que hayan demandado ante las autoridades, quienes los hayan hecho valer como aspirantes a ejidatarios o comuneros.

El artículo 212 invocado es aplicable al juicio de amparo directo por cuanto a los ejidatarios, comuneros, núcleos ejidal o  comunal, e incluso a los aspirantes a éstos y aquéllos, porque aunque con motivo de la reforma constitucional desapareció el reparto agrario y,  por ende, se pudiera pensar que no se da la hipótesis de que se presenten situaciones que incluyan a tales aspirantes, empero se crearon nuevas  acciones, entre otras, verbigracia, la de prescripción prevista en el artículo 48 de la Ley Agraria, a virtud de la cual el poseedor de tierras, en concepto de titular de derechos de ejidatario, en forma pacífica, continua, pública, durante cinco años si lo es de buena fe, o de diez si fuera de mala, "adquirirá  sobre dichas tierras los mismos derechos que cualquier ejidatario sobre su parcela". Es también pertinente destacar que ya no se estará en la situación  de actos  que tengan como consecuencia la privación de la propiedad o  posesión de tierras, aguas, pastos y montes a esas entidades, porque con motivo de la vigencia de la nueva legislación contenida en la Ley Agraria y en la Ley Orgánica de los Tribunales Agrarios se extinguieron  las acciones de privación y de reconocimiento de derechos, sin embargo, ese precepto tiene aplicación en algunos de los diversos  que enseguida se indican,  por tratarse de esos individuos. Por último también es significativo señalar que la expresión "clase campesina" del primer párrafo no engloba a todos los campesinos, sino sólo a los aspirantes a las calidades  de ejidatario o comunero, y al respecto la Segunda Sala de la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia visible en la página 369, del Tomo V, de Marzo de 1997, de la Novena Época, del Semanario Judicial de la Federación v su Gaceta, sostiene el criterio, cuyo rubro y síntesis expresan:

“EJIDATARIOS  Y  COMUNEROS.  LOS  ASPIRANTES  A  ESAS CALIDADES DISPONEN DEL PLAZO DE TREINTA DIAS PARA PROMOVER AMPARO. El articulo 218 de la Ley de Amparo. que  establece el plazo de treinta días para la promoción del juicio de  garantías. solamente se refiere a los ejidatarios o comuneros que se vean afectados en sus derechos individuales, y no así a los aspirantes a esas calidades; sin embargo, el articulo 212, fracción III, de la propia ley. incluye a dichos aspirantes dentro de los titulares de la acción de amparo en materia agraria. motivo por  el cual, la presentación de su demanda debe regirse por las disposiciones privilegiadas que contiene el libro segundo de esa ley. con preferencia sobre las normas genéricas del juicio de garantías. Consecuentemente, por identidad de  razón, el plazo de que disponen para promover el amparo es el de treinta días a que se refiere el indicado articulo 218, y no el de quince días que, como regla general. Establece el diverso articulo 21."

"ARTÍCULO 213. Tiene representación legal para interponer el juicio de amparo en nombre de un núcleo de población: 


I.
Los comisariados ejidales o de bienes comunales;


II. Los miembros del comisariado o del consejo de vigilancia o cualquier ejidatario o comunero perteneciente al núcleo de población perjudicado, si después de transcurridos quince días de la notificación del acto reclamado, el comisariado no ha interpuesto la demanda de amparo; y 


III.
Quienes la tengan, en los términos de la Ley Federal de Reforma Agraria, en los casos de restitución, dotación y de ampliación de ejidos, de creación de nuevos centros de población y en los de  reconocimiento y titulación de bienes comunales."

Los artículos 32 y 33 de la Ley Agraria establecen la representación legal del ejido a través del comisariado ejidal constituido por un presidente, un secretario y un tesorero, propietarios y sus respectivos suplentes, con la calidad de un apoderado general  para actos de administración y pleitos y cobranzas, por lo que sólo en ese  aspecto tendría aplicación ese precepto en su fracción I.

Se considera que no se da la hipótesis de la representación para promover  el juicio de amparo por miembros aislados del  comisariado  ejidal y del consejo de vigilancia, ni la hipótesis de la  representación substituta a que alude la fracción II de ese precepto, y es obvio que su fracción III si resulta aplicable, sustituyendo la expresión "Ley Federal de la Reforma Agraria" por la de Ley Agraria.

"ARTÍCULO 214. Quienes interpongan amparo en nombre y representación de un núcleo de población, acreditarán su personalidad en la siguiente forma:

I.
Los miembros de los comisariados, de los consejos de vigilancia, de los Comités Particulares Ejecutivos y los representantes de bienes comunales, con las credenciales que les haya expedido la autoridad competente y en su defecto, con simple oficio de la propia autoridad competente para expedir la credencial, o con copia del acta de la asamblea general en que hayan sido electos. No podrá desconocerse su personalidad, aun cuando haya vencido el término  para el que fueron electos, si no se ha hecho nueva elección y se acredita ésta en la forma antes indicada; y 

II.
Los ejidatarios o comuneros pertenecientes al núcleo de población perjudicado, con cualquier constancia fehaciente."

Como el juicio de amparo directo se plantea contra una sentencia pronunciada por un Tribunal Agrario no se da en realidad la  situación  a que alude este artículo, sino, en todo caso, sería aplicable al  artículo 13 de la Ley de Amparo, que expresa: 

"ART. 13.- Cuando alguno de 1os interesados tenga reconocida  su personalidad ante la autoridad responsable, tal personalidad será admitida en el juicio de amparo para todos los efectos legales, siempre que compruebe tal  circunstancia con las constancias respectivas."

"ARTÍCULO 215. Si se omitiere la justificación de la personalidad en los términos del artículo anterior, el Juez mandará prevenir a los interesados para que la acrediten, sin perjuicio de que por separado solicite de las autoridades respectivas las constancias necesarias. En tanto se da cumplimiento a lo dispuesto en el presente artículo, el Juez podrá conceder la suspensión provisional de los actos reclamados."

Este precepto no es aplicable para el amparo directo, sino  sólo para el indirecto, dado su contenido, pues se refiere al caso de  que se omite la justificación de la personalidad, situación en la que el Juez  manda a prevenir a los interesados para que la acrediten, sin perjuicio  de solicitar a las autoridades la constancia relativa.

"ARTÍCULO 216. En caso de fallecimiento de ejidatario o comunero  que sea parte en un juicio de amparo, tendrá derecho a continuar su trámite el campesino que tenga derecho a heredarlo conforme a las leyes agrarias.

Se considera que este precepto es aplicable no sólo para el amparo indirecto, sino también para el directo, ya que si está en trámite un expediente y fallece el ejidatario o comunero, actor o demandado, o sea, que tenga el carácter de quejoso o de tercero perjudicado, el  heredero podrá continuar el trámite correspondiente, si demuestra que tiene derecho a heredar conforme a los artículos 18 y 19 de la Ley  Agraria o, en su caso, 81 y 82 de la  Ley Federal de la Reforma Agraria (sucesión testamentaria y sucesión intestamentaria), o dicho en otras palabras tendría que acreditarse el fallecimiento, que se tiene la calidad de heredero y que cuenta con el derecho.

"ARTÍCULO 217. La demanda de amparo podrá interponerse en cualquier tiempo, cuando el amparo se promueva contra actos que tengan o puedan tener por efecto privar total o parcialmente, en forma temporal o definitiva. de la propiedad, posesión o disfrute de sus derechos agrarios a un núcleo de población sujeto al régimen ejidal o comunal."

El contenido de este articulo es aplicable no sólo para el amparo indirecto, sino también para el directo, en tratándose de  aquéllos casos en que se cuestionen por el núcleo los actos de privación de los derechos colectivos a que se alude en ese precepto. Así, como consecuencia del juicio agrario promovido, por ejemplo, por un pequeño propietario al que se le afectaron tierras ante el Tribunal Agrario relativo contra los  actos de ejecución de una resolución presidencial,  se dictará en el expediente agrario respectivo la sentencia definitiva v contra ésta procederá el correspondiente amparo directo.

“ARTÍCULO 218. Cuando el juicio de amparo se promueva contra actos que causen perjuicio a los derechos individuales de ejidatarios o comuneros, sin afectar los derechos y el régimen jurídico del núcleo de población a que pertenezcan, el término para interponerlo será de treinta días."

Este precepto también resulta de aplicación en la vía directa  indirecta, pues el término de 30 días rige en el caso de actos de afectación al derecho del ejidatario o comunero y la Segunda Sala de la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación ha extendido el contenido de ese  precepto a los aspirantes a aquellas calidades en la contradicción de tesis 31/96 que corresponden a la jurisprudencia 2a./J.13/97, la cual es del tenor siguiente:

“EJIDATARIOS  Y  COMUNEROS.  LOS  ASPIRANTES  A  ESAS CALIDADES DISPONEN DEL PLAZO DE TREINTA DIAS PARA PROMOVER AMPARO. El articulo 218 de la Ley de Amparo, que establece el plazo de treinta días para la promoción del juicio de  garantías, solamente se refiere a los ejidatarios o comuneros que se vean afectados en  sus derechos individuales, y no así a los aspirantes a esas calidades; sin   embargo, el articulo 212, fracción III, de la propia ley, incluye a dichos aspirantes dentro de los titulares de la acción de amparo en materia agraria, motivo por el cual. la presentación de su demanda debe regirse por las disposiciones  privilegiadas que contiene el libro segundo de esa ley, con preferencia sobre las  normas genéricas del juicio de garantías. Consecuentemente, por identidad de  razón. el plazo de que disponen para promover el amparo es el de treinta días a que  se refiere el indicado artículo 218, y no el de quince días que, como regla general, establece el diverso artículo 21."

“ARTÍCULO 219. Se notificará personalmente a las entidades o  individuos que cita el articulo 212: 

I.
El auto que deseche la demanda;

II.
El auto que decida sobre la suspensión;

III.
La resolución que se dicte en la audiencia constitucional;

IV.
Las resoluciones que recaigan a los recursos;

V. Cuando el tribunal estime que se trata de un caso urgente o  que. Por alguna circunstancia se puedan afectar los intereses de los  núcleos de población o de ejidatarios o comuneros en lo particular; y 

VI.
Cuando la ley así lo disponga expresamente."

Dado que este precepto está estructurado para ser aplicado en juicios de amparo indirecto, se advierte que sólo tienen  vinculación con el juicio uniinstancial,  las fracciones I y V, que aluden a los   casos de la notificación personal por desechamiento de una demanda o de un  caso urgente. 

“Artículo  220   Cuando se señalen corno reclamados actos que  tengan o puedan tener efecto de privar de sus derechos agrarios a  un núcleo de población quejoso o de sus derechos individuales a ejidatario o comuneros podrá acudirse, en términos del artículo  38 de esta ley, a la competencia auxiliar, que estará facultada para suspender provisionalmente el acto reclamado."

Como se trata de un caso de competencia auxiliar  en términos del artículo 38 de la Ley de Amparo, es evidente que no tiene aplicación para el amparo directo este precepto.

"ARTÍCULO 221. Con la demanda de amparo, el promovente acompañará copias para las partes que intervengan en el juicio. No será  obstáculo para la admisión de la demanda la falta de cumplimiento de este  requisito. en cuyo caso el Juez oficiosamente mandará sacarlas."

En la situación a la que alude este precepto será el Tribunal Agrario respectivo el que subsane la falta de copias de la demanda y no el Tribunal Colegiado. al que le compete su admisión, una vez  subsanada esa deficiencia ante aquella autoridad natural, por lo que se estima  que sólo es aplicable en lo conducente.

"ÁRTÍCULO 222. En los amparos interpuestos en materia agraria, las autoridades responsables deberán rendir sus informes justifica dos  dentro del término de diez días, que el Juez de Distrito podrá ampliar por  otro tanto, si estimare que la importancia del caso lo amérita."

"ARTÍCULO 223. En los amparos en materia agraria. los informes  justificados deberán expresar:

I.
El nombre y domicilio del tercero perjudicado  si lo hay;

II.
La declaración precisa respecto a si son o no ciertos los actos reclamados en la demanda o si han realizado otros similares o  distintos de aquéllos. que tengan o puedan tener por consecuencia negar o  menoscabar losderechos agrarios del quejoso;

III.
Los preceptos legales que justifiquen los actos que en  realidad hayan ejecutado o que pretenden ejecutar; y

IV.
Si las responsables son autoridades agrarias. expresarán, además, la fecha en que se hayan dictado las resoluciones agrarias que  amparen los derechos del quejoso y del tercero. en su caso. y la forma y términos en que las mismas hayan sido ejecutadas; así como los actos por virtud de los  cuales hayan adquirido sus derechos los quejosos y los terceros."

Estos dos preceptos (222 y 223) no son aplicables en el amparo directo, dado su contenido, pues aluden al trámite del juicio de   amparo indirecto. 

“ARTÍCULO 224. Las autoridades responsables deberán acompañar a sus informes copias certificadas de las resoluciones agrarias a que  se refiera el juicio, de las actas de posesión y de los planos de ejecución de  esas diligencias, de los censos agrarios, de los certificados de derechos agrarios,  de los títulos de parcela y de las demás constancias necesarias para determinar con  precisión los derechos agrarios del quejoso y del tercero perjudicado, en su  caso. así como los actos reclamados. 

La autoridad que no remita las copias certificadas a que se refiere este articulo, será sancionada con multa de veinte a ciento veinte días de salario. En caso de que subsista la omisión no obstante el requerimiento del Juez, la multa se irá duplicando en cada nuevo requerimiento hasta obtener el  cumplimiento de esta obligación."

Este precepto también resulta inaplicable en la vía uniinstancial,  porque alude a la hipótesis de que acompañen copias a los informes justificados solicitados por un Juez de Distrito, y en el amparo directo la demanda de amparo agraria debe presentarse ante el Tribunal  Agrario Respectivo, el cual envía con su informe al Tribunal Colegiado el expediente agrario en que se dictó la sentencia combatida y los emplazamientos del tercero perjudicado. 

"ARTÍCULO 225. En los amparos en materia agraria. además de  tomarse en cuenta las pruebas que se aporten, la autoridad judicial deberá  recabar de oficio todas aquellas que puedan beneficiar a las entidades o individuos  que menciona el articulo 212. La autoridad que conozca del amparo resolverá  sobre la inconstitucionalidad de los actos reclamados, tal y como se hayan  probado, aún cuando sean distintos de los invocados en la demanda. si en este  último caso es en beneficio de los núcleos de población o de los ejidatarios o  comuneros en lo individual."

“ARTICULO 226. Los Jueces de Distrito acordaran las diligencias  que estimen necesarias para precisar los derechos agrarios de los núcleos de  población o de los ejidatarios o comuneros en lo particular, así como la  naturaleza y efectos de los actos reclamados. Deberán solicitar, de las autoridades responsables y de las agrarias, copias de las resoluciones, planos, censos, certificados, títulos y en general, todas las pruebas necesarias para tal objeto, asimismo,  cuidarán de que aquéllos tengan la intervención que legalmente les corresponde en  la preparación, ofrecimiento y desahogo de las pruebas,  cerciorándose de que las notificaciones se les hagan oportunamente, entregándoles las  copias de los cuestionarios, interrogatorios o escritos que deban ser de su conocimiento."

Estos dos preceptos (225 y 226),  que aluden a la hipótesis, respectivamente, de recabar pruebas y desahogar diligencias de  oficio, tienen exacta aplicación  por su espíritu para el amparo  directo, y al respecto la Segunda Sala de la H. Suprema Corte de Justicia de la  Nación ha sentado  el criterio consultable en la página 212 del Tomo  VI, de noviembre de 1997, Novena Epoca, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, del rubro y síntesis siguiente:

Jurisprudencia 54/997 "JUICIO AGRARIO. OBLIGACIÓN DEL JUZGADOR DE SUPLIR LA DEFICIENCIA DE LA QUEJA, DE RECABAR OFICIOSAMENTE  PRUEBAS  Y DE  ACORDAR  LA  PRÁCTICA. AMPLIACIÓN O PERFECCIONAMIENTO DE DILIGENCIAS A FAVOR DE LA CLASE CAMPESINA." Con base en lo establecido en la tesis de esta Sala, LXXXVI/97, con rubro: "PODER. EL USO DE ESTE VERBO EN LAS DISPOSICIONES LEGALES, NO NECESARIAMENTE IMPLICA UNA FACULTAD DISCRECIONAL.", debe interpretarse que si el artículo  189 de la Ley Agraria dispone que las sentencias se dicten a verdad sabida,  sin sujetarse a reglas sobre estimación de las pruebas, sino apreciando los hechos y documentos según se estime debido en conciencia, motivo por el  cual no puede aceptarse que el juzgador, percatándose de que carece de los elementos indispensables para resolver con apego a la justicia, quede en  plena libertad de decidir si se allega o no esos elementos, sólo porque los  artículos 186 y 1 87 de la ley citada utilicen el vocablo "podrán" en vez de deberán",  al regular lo relativo a la práctica, ampliación o perfeccionamiento de diligencias y a la obtención oficiosa de pruebas, ya que ello pugna con la intención del legislador, con la regulación del juicio agrario ausente de formulismos y con  el logro de una auténtica justicia agraria."

"ARTÍCULO 227. Deberá suplirse la deficiencia de la queja y la de exposiciones, comparecencias y alegatos, en los juicios de amparo  en que sean parte como quejosos o como terceros, las entidades o individuos  que menciona el articulo 212; así como en los recursos que los mismos  interpongan con motivo de dichos juicios."

Este precepto es exactamente aplicable para el amparo directo, con la salvedad de que el órgano colegiado de amparo debe de  revisar si el Tribunal Unitario correspondiente al admitir tramitar y resolver el expediente agrario cumplió con las normas aplicables en la materia agraria, o sea, de la Ley Agraria, Ley Orgánica de los Tribunales Agrarios, sus reglamentos y, en su caso, de la Ley Federal de la Reforma Agraria, si lo fuera ésta por su vigencia. Se significa que en el amparo indirecto la suplencia se da todos los aspectos, demanda, exposiciones, comparecencias, recursos, alegatos, con la única salvedad de que  no puede suplirse la instancia, tanto en el planteamiento de la demanda de  amparo, cuanto del recurso.

"ARTÍCULO 228. El término para interponer  recurso de revisión   en materia agraria será de diez días comunes a las partes, contados desde el  siguiente al en que surta sus efectos la notificación de la resolución  recurrida."

Este artículo no tiene razón de ser, pues existe el artículo 86  de la Ley de Amparo, en el cual se especifica el término genérico de 10 días para interponer el recurso de revisión.

ARTÍCULO 229. La falta de las copias a que se refiere el artículo 88 de esta ley, no será causa para que se tenga por no interpuesto el recurso de revisión que hagan valer los núcleos de población o los ejidatarios o comuneros en lo particular, sino que la autoridad judicial mandará expedir dichas  copias.

Este precepto es aplicable también en amparo directo, verbigracia en la hipótesis de que se interpusiera un recurso de revisión contra la sentencia dictada por el Tribunal Colegiado en el juicio de amparo directo, que es la prevista por el artículo 84, fracción II, de la Ley de Amparo, en relación con la diversa fracción  V del diverso 83 ibídem.

"ARTÍCULO 230. Cuando el quejoso sea un núcleo de población  ejidal o comunal, la queja podrá interponerse en cualquier tiempo,  mientras no se haya cumplido debidamente la sentencia que concedió el amparo.

El término para la interposición del recurso de queja en cualquier tiempo no rige en todos los supuestos del artículo 5 de la Ley  de Amparo, aunque se trate de un núcleo, sino exclusivamente, en  tratándose de la fracción IV de ese precepto, por tratarse de la hipótesis del exceso o defecto en el cumplimiento de una ejecutoria que hubiese concedido la protección constitucional a un núcleo ejidal o comunal, y desde luego también en la hipótesis de su fracción IX, que refiere la misma  situación, pero en el cumplimiento de una ejecutoria de un Tribunal Colegiado en un amparo directo. Al respecto milita la contradicción de tesis 8/87 de la Segunda Sala de la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación que dio lugar a la jurisprudencia consultable como 2ª..1J.13/92 en la  página dieciocho de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 60, correspondiente a diciembre de 1962, cuyo rubro y síntesis dicen:

"QUEJA RECURSO DE, EN EL AMPARO EN MATERIA AGRARIA TERMINO PARA SU PROMOCION (ARTICULO 230 DE LA LEY DE AMPARO).  El recurso de queja en amparo indirecto procede tanto  para impugnar resoluciones que dicten los jueces de Distrito, como  para atacar actos de las autoridades responsables. En cada uno de los supuestos legales de  procedencia de la queja previstos en el artículo 95 de la Ley de  Amparo, el plazo para interposición varia según se advierte de lo dispuesto   por el articulo 97 de la misma ley. Por su parte, el artículo 230 establece: 

"Cuando el quejoso sea un núcleo de población ejidal o comunal, la queja podrá interponerse en cualquier tiempo, mientras no se haya cumplido debidamente la  sentencia que concedió el amparo." Ahora bien, al disponer el artículo  últimamente citado que el recurso puede interponerse en cualquier tiempo. sin hacer  expresamente distinción entre los diferentes casos en que procede. se podría  deducir que esta posibilidad se refiere a cualquiera de ellas; sin embargo, del texto del citado articulo 230 se desprende que la no preclusión del derecho de  promover el recurso de queja en materia agraria. no opera en todas las  hipótesis aunque sí cuando se trate de impugnar el defecto o exceso en el  cumplimiento de la ejecutoria que hubiese concedido el amparo a un núcleo de población ejidal o comunal; lo anterior porque no seria lógico ni jurídico admitir que decisiones tomadas antes del dictado de la sentencia pudieran reclamarse  después de dictada ésta."

”ARTÍCULO 231. En los juicios de amparo promovidos por las entidades o individuos que especifica el artículo 212, o en que los mismos sean terceros  perjudicados, se observarán las siguientes reglas:

I.
No procederá el desistimiento de dichas entidades o individuos  salvo que sea acordado expresamente por la asamblea general;

II.
No se sobreseerá por inactividad procesal de los mismos;

III.
No se decretará en su perjuicio la caducidad de la instancia; pero sí podrá decretarse en su beneficio; y

IV.
No será causa de improcedencia del juicio contra actos que  afecten los derechos colectivos del núcleo, el consentimiento expreso de los propios actos, salvo que emane de la asamblea general."

Este artículo es exactamente aplicable por su contenido al juicio unjinstancial, ya que se pueden dar las mismas situaciones que  para el amparo indirecto, o sea, se prohibe el desistimiento del juicio,  el sobreseimiento por inactividad procesal y que se decrete la caducidad de la instancia en perjuicio del núcleo y  no será causa de  improcedencia el consentimiento expreso de los actos, salvo que emane de la asamblea. 

“ARTÍCULO 232. El Ministerio Público cuidará que las sentencias dictadas en favor de los núcleos de población ejidal o comunal sean debidamente cumplidas por parte de las autoridades encargadas de tal cumplimiento."

Este precepto es similar al articulo 113 de la Ley de Amparo y en él  se limita el legislador a establecer la obligación del Ministerio  Público de vigilar que las sentencias de amparo se cumplan debidamente. lo cual no amerita mayor comentario.

“ARTÍCULO 233. Procede la suspensión de oficio y se decretará de plano en el mismo auto en el que el Juez admita la demanda, comunicándose  sin demora a la autoridad responsable, para su inmediato cumplimiento, haciendo uso de la vía telegráfica, en los términos del párrafo tercero del artículo 23 de esta Iey, cuando los actos reclamados tengan o puedan tener por  consecuencia la privación total o parcial, temporal o definitiva de los bienes agrarios del núcleo de población quejoso o su sustracción del régimen jurídico ejidal."

Este precepto no rige para el amparo directo, dado que alude a la suspensión de oficio y de plano, que son los casos previstos por  el artículo 23 de la Ley de Amparo, en la hipótesis de privación de los bienes agrarios de un núcleo o su sustracción del régimen jurídico ejidal, que se trata de un caso típico de amparo indirecto.

"ARTÍCULO 234. La suspensión concedida a los núcleos de población no requerirá de garantía para que surta sus efectos."

En tratándose de la garantía que debe otorgarse para que surta efectos la suspensión concedida a un núcleo de población, aunque  se trata de un asunto típico de amparo indirecto, podría darse el caso de  suspensión en el período de ejecución de una resolución presidencial,  hipótesis en que compete a un Tribunal Unitario Agrario conocer de la demanda  respectiva y como éste dictará, en su oportunidad la sentencia que culmina el procedimiento  jurisdiccional,  de  resultar  desfavorable  al núcleo  y encontrándose en la posesión de tierras, se dará la situación de  exigirle una garantía si su colitigante es un núcleo de población y con la medida se pudiera provocar daños y perjuicios a la otra parte.

Todo lo anterior implica la necesidad de que hasta en tanto no se reforme el Libro Segundo de la Ley de Amparo, con vista en la  existencia del juicio de amparo directo y  la nueva legislación agraria, los Tribunales Colegiados interpreten y completen las normas de ese capítulo en la resolución de los asuntos en materia agraria, formulando las tesis relativas, pues es patente y manifiesto que el amparo indirecto en este aspecto, típicamente  procedente contra actos realizados fuera de juicio por autoridades de la  Secretaría de la Reforma Agraria, tiende y va a desaparecer al igual que esta  Dependencia, como resultado de la culminación del trámite de los procedimientos colectivos de dotación, ampliación y los relativos a los nuevos centros de  población previstos en la Ley Federal de la Reforma Agraria, supuesto que la terminación del trámite de esos expedientes, da lugar a la intervención del Tribunal Superior Agrario para que dicte la sentencia definitiva respectiva, que de  ser cuestionada procederá el juicio de amparo uniinstancial ante los  Tribunales  Colegiados atento a lo dispuesto por el articulo 200 de la Ley Agraria en relación con los diversos 158 y 159 de la Ley de Amparo, en el entendido que contra los actos realizados por las propias autoridades de la Secretaria de la Reforma Agraria en el procedimiento de ejecución de ese tipo de sentencias, o bien,  contra aquellos actos que se nieguen expresamente a realizar u omitan  cumplimentar, si ya media un principio de ejecución, no procede el amparo indirecto. sino el juicio agrario ante el Tribunal Unitario Agrario correspondiente, y al respecto la Segunda Sala interpretando el articulo 18 de la Ley Orgánica de  los Tribunales Agrarios, ha sustentado el criterio obligatorio en ese sentido, visible en la página 177 del Tomo VI, Noviembre de 1997, Novena Epoca, del  Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, cuya voz y síntesis dicen:

"JUICIO AGRARIO. DEBE AGOTARSE PREVIAMENTE AL AMPARO CUANDO SE IMPUGNAN ACTOS DE AUTORIDADES DENTRO DE LA EJECUCIÓN O REEJECUCIÓN DE UNA RESOLUCIÓN PRESIDENCIAL DOTATORIA DE TIERRAS EJIDALES Y COMUNALES, AUNQUE SE HAYAN REALIZADO CON ANTERIORIDAD A LA ENTRADA EN VIGOR DE LA LEY ORGÁNICA DE LOS TRIBUNALES AGRARIOS. SIEMPRE QUE LA IMPUGNACIÓN DE DICHOS ACTOS SE HAYA EFECTUADO CON POSTERIORIDAD A LA INSTAURACIÓN DE LOS TRIBUNALES UNITARIOS AGRARIOS. La fracción XV del articulo 73 de la Ley de Amparo recoge un aspecto del principio de definitividad  del proceso constitucional, en virtud del cual. los actos que se combaten por  este medio deben ser inatacables de conformidad con las disposiciones  legales ordinarias.

Lo anterior obliga, en el caso en el que se combatan actos de  autoridades agrarias dentro de la ejecución o reejecución de resoluciones  presidenciales dotatorias de tierras, a agotar el juicio agrario antes de acudir  al amparo. dado que por la entrada en vigor de la fracción XIX del artículo 27 de  la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, reformada mediante el decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el seis de enero de mil novecientos noventa y dos y los artículos lo. y 163 de la Ley  Agraria y lo, y  8, fracciones IV y V, de la Ley Orgánica de los Tribunales  Agrarios, corresponde a los Tribunales Unitarios Agrarios conocer de la impugnación de los actos de las autoridades que afecten. modifiquen o extingan  derechos y de los conflictos sobre la tenencia de la tierra ejidal y comunal,  dentro de los cuales pueden comprenderse las actuaciones realizadas dentro de  la ejecución o reejecución de resoluciones presidenciales dotatorias de tierras,  aun de las efectuadas con anterioridad a la entrada en vigor de la última  ley citada anteriormente, siempre que la impugnación se realice con  posterioridad a su instauración, en virtud de que ahora corresponde a dichos órganos jurisdiccionales conocer, a través del juicio agrario, de dichas cuestiones."

Conviene, por último, resaltar entonces la necesidad de que los Tribunales Colegiados publiquen los criterios de interpretación  de la legislación agraria y principalmente del Libro Segundo para que se les de la  difusión a través del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta entre  algunos de los cuales, el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y  de Trabajo del Séptimo Circuito ha publicado los que se indican después de las conclusiones siguientes:

CONCLUSIONES

1.- El libro Segundo de la Ley de Amparo sólo está concebido para el juicio de garantías indirecto ya que su vigencia data de julio de 1976.

2.-
La nueva legislación agraria nace con la reforma constitucional a su artículo 27,  de 6 de enero de 1992 y la entrada en vigor de la Ley Agraria y la Ley Orgánica de los Tribunales Agrarios de 26 de febrero de ese mismo año, pero dicha reforma resulta incompleta al no modificarse el Libro Segundo de la Ley de Amparo.

3.-En consecuencia, el referido Libro Segundo, tal y como está  concebido resulta inadecuado, por no ser exactamente aplicable a la aludida  nueva legislación agraria y, por ende, al juicio de amparo directo, por lo que es necesaria su reforma integral para adecuarlo a las nuevas  necesidades. 

4.-
Como a la fecha, en los Juzgados de Distrito hay juicios de amparo en trámite, y ese Libro Segundo resulta aplicable a los mismos, todo  dicho libro podría pasar a formar parte de un artículo transitorio de la  reforma que deba hacerse a la Ley de Amparo.

5.-
En tanto no se reforma la propia Ley de Amparo, deberán los  Tribunales Colegiados, ante la ausencia de normatividad específica, elaborar  tesis que suplan esa laguna y  tesis sobre la materia que representen  criterios de interpretación de la nueva legislación agraria. 

Eliel E. Fitta García.

VERIFICACIÓN DEL CUMPLIMIENTO DEL ARTICULO 169

DE LA LEY DE AMPARO POR PARTE DE LAS AUTORIDADES RESPONSABLES, COMO AUXILIARES DE LOS TRIBUNALES DE AMPARO EN EL TRÁMITE INICIAL Y ENVÍO DE LAS DEMANDAS DE AMPARO.

1. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA.

Se parte de la reiteración en que incurren algunas autoridades responsables en cuanto a un trámite inicial de las demandas de amparo directo extremadamente lento, y con notorio retraso en el envío de las mismas al Tribunal Colegiado que corresponda.

II.- DESARROLLO DEL TEMA.

La experiencia cotidiana en los diversos Tribunales Colegiados de Circuito demuestra que, en forma reiterada, las autoridades responsables han venido incurriendo en un injustificado rezago en  el trámite y envío de las demandas de amparo directo, que muchas veces goza de la complacencia de los órganos jurisdiccionales de amparo, en agravio del mandato contenido en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que obliga a una impartición de justicia de manera pronta y expedita.

De la interpretación sistemática de lo dispuesto en los artículos 44, 163, 167,168 y 169 de la Ley de Amparo, se desprende que la autoridad responsable ordenadora actúa como auxiliar del Poder Judicial de la Federación, en el inicio de la substanciación del  juicio de amparo directo, como lo ha sostenido en reiterados criterios la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Es pues conveniente puntualizar que, el artículo 169 de la Ley de Amparo, deja claro que el término que la autoridad responsable tiene para rendir su informe con justificación y proceder al envío de las demandas de garantías que reciban, como auxiliares de la Justicia Federal, es el de tres días, puesto que en el último párrafo del numeral en comento el legislador prescribe que si la autoridad no da oportuno cumplimiento a la obligación que se desprende del primer párrafo del propio precepto, se hace acreedora a una multa de veinte a ciento cincuenta días de salario.

Con lo anterior no se pierde de vista la obligación que impone el dispositivo que se establece en el artículo 167 de la Ley citada, en el sentido de que la autoridad responsable ordenadora deberá correr traslado con la copia de la demanda a cada una de las partes en el juicio constitucional, emplazándolas para que, dentro de un término máximo de diez días, comparezcan ante el Tribunal Colegiado de Circuito a defender sus derechos.

Algunas cuestiones que pueden surgir con relación a dicha obligación, pueden verse, por vía de ejemplo, en el caso en que la autoridad deba librar exhorto o despacho para conseguir emplazar a las partes, en términos de lo dispuesto por la propia Ley de Amparo, en su capitulo IV, Titulo Primero, Libro Primero; sin embargo, tal supuesto no importa excepción a la regla establecida en el primer párrafo del referido artículo 169, pues en tal supuesto la autoridad puede proceder al envío de la demanda, la copia que corresponde al Ministerio Público de la Federación (que es parte en el juicio de amparo, acorde a lo prescrito en el artículo 5°, fracción IV, de la Ley de la Materia), así como el informe con justificación al que compele la última parte del párrafo primero del artículo 169, dejando copia del mismo en el legajo, carpeta falsa o expedientillo de amparo que la autoridad forme al efecto.

Un trato especial, respecto del trámite de amparo directo por parte de las autoridades responsables, se establece en el artículo 168 de la Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 Constitucionales. Tal precepto determina que, cuando no se presenten las copias que sean necesarias en términos del artículo que le precede, fuera del caso del amparo directo en materia penal (en el cual la autoridad responsable debe mandar sacar las copias oficiosamente), quien haya recibido la demanda debe abstenerse de remitiría al Tribunal Colegiado de Circuito, y de proveer sobre la suspensión, pues en tal caso le es legalmente exigido prevenir al promovente para que presente las copias omitidas dentro del término de cinco días.

Una vez que se presenten las copias requeridas, la autoridad procederá de inmediato a remitir la demanda original, la copia que corresponde al Ministerio Público, el informe con justificación y los autos originales que correspondan al Tribunal de Amparo.

En su defecto, transcurrido dicho término sin que se hayan presentado las copias faltantes, la autoridad responsable remitirá la demanda con un informe relativo a la omisión de las copias, para que sea el Tribunal Colegiado quien tenga por no interpuesta la demanda.

Otra situación que puede darse es que en el expediente natural deba procederse a la ejecución de la resolución reclamada, sea porque no se solicitó la suspensión o porque,  de haberse solicitado, la misma haya sido negada.

Tal supuesto no releva a la autoridad responsable de remitir a la brevedad el escrito original de demanda y sus anexos, puesto que la ley determina la forma de proceder cuando tal caso se presenta, al prescribir que la autoridad dejará testimonio de las constancias  que sean necesarias para la ejecución de la resolución combatida en la instancia constitucional y que1 si existe algún inconveniente  legal para el envío de los autos originales, al plazo de tres días antes señalado, se le adiciona un término de tres días más, que resulta de hacer saber a las partes la imposibilidad de proceder al envío de los autos, y que es el término con el que cuentan para señalar las constancias que estimen necesarias para integrar la copia certificada que, en lugar de los autos originales, habrá de remitirse al Tribunal de Amparo, adicionadas con las que la propia autoridad estime pertinentes.

En el ejercicio de mi función como Magistrado de Tribunal Colegiado, pude percatarme de la reincidencia en el proceder de diversas autoridades responsables, en cuanto al extremado retraso en el envío de las demandas de amparo, lo que me determinó a emitir un comunicado a las mismas, a fin de lograr el eficaz cumplimiento de los dispositivos de la Ley de Amparo que pretenden la observancia del numeral 17 de la Constitución.

Es cierto que el hecho de que no se reciban completamente integradas las demandas de amparo en la vía directa determina demora en el trámite que corresponde a los Tribunales  Colegiados.

También es certero y ajustado a Derecho el afán de las autoridades responsables por enviar los escritos de demanda acompañados de las constancias de emplazamiento a todas las partes en el juicio, sean terceras perjudicadas o autoridades  corresponsables, sin que con ello se pierda de vista que tal situación importa una adición a las cargas de trabajo que las ordenadoras ya de por sí presentan.

Sin embargo, no menos cierto es que en la Ley de Amparo no se encuentran, fuera de los supuestos ya precisados, más casos de excepción para proceder al envío de la demanda dentro del término de tres días que la tramitación del juicio exige, lo que  determina que deba procederse con observancia del aludido término, aún en el supuesto de que no hayan quedado totalmente emplazadas las partes en el juicio de amparo uniinstancial, o de que no se hayan recibido los autos correspondientes al juicio de primer grado, si  la determinación combatida es la pronunciada en segunda instancia, pues en tal supuesto, que escapa a los otros ya señalados, la autoridad procederá al envío de la demanda, informe justificado y de aquello que sea menester, con lo que se cuente  al fenecer el término ya dicho, caso en el cual se precisará lo que falta para integrar el trámite  en términos de los numerales aplicables, anticipando la disposición de remitir las constancias que resten, dentro de las veinticuatro horas siguientes a la en que las mismas sean habidas, en interpretación analógica del artículo 164 de la  Ley de Amparo.

Ello redundará en la supresión de tramites que, al quedar precisada la situación en que se recibe la demanda han venido realizando los tribunales colegiados, por vía de ejemplo, en el  caso del Tribunal que presido, al tener que requerir a las autoridades para que envíen lo que no se ha recibido y que resulta necesario para la debida integración del expediente.

Por otra parte, con la experiencia que deja el estar impuesto de las situaciones que se presentan en la Oficialía de Partes Común a los Tribunales Colegiados, son constantemente objeto de particular atención las comparecencias   por escrito de los terceros perjudicados,  pues resulta frecuente que, no obstante el término que éstos tienen para comparecer, superior al que las autoridades tienen  para  remitir  la  demanda  (diez  días  y  tres  días, respectivamente), al recibirse en primer lugar los alegatos de los terceros perjudicados, la Oficialía de Partes Común se ve con la dificultad de turnarlos a algún Tribunal, con registros relativos a expedientes "varios" o "diversos", en atención  a que no se ha recibido aún la demanda original, lo que por lógica consecuencia determina que no se haya podido turnar mediante el sistema de distribución al efecto implementado.

El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión privada celebrada el siete de mayo en curso, aprobó, con los número 29/1998 y 30/1998, sendas tesis jurisprudenciales, al resolver la contradicción de tesis 13/97, entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito y  el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito y la contradicción de tesis 26196, entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Séptimo Circuito, el Tercero y Quinto Tribunales Colegiados en Materia Civil del Primer Circuito, y el Primer Tribunal Colegiado del Décimo Séptimo Circuito, publicadas, en el orden en que se citan, en las páginas 5 y 31 del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo VII, Mayo de 1998, con los rubros y textos siguientes: 

"DEMANDA DE AMPARO DIRECTO. EL INCUMPLIMIENTO   DE   LA   AUTORIDAD RESPONSABLE DE LOS TRÁMITES A QUE LA OBLIGA LA LEY DE AMPARO, ES SANCIONABLE CON MULTA.- Cuando la autoridad responsable en el juicio de amparo directo, como auxiliar de la Justicia Federal, incurre en omisiones o violaciones al trámite que establecen los artículos 167, 168, 169 y demás relativos de la citada ley con motivo de la presentación de una demanda de amparo directo, y que no sean combatibles a través de la queja establecida en la fracción VIII del artículo 95 de ese ordenamiento, procede que el Tribunal Colegiado de Circuito, a petición de parte interesada, o de oficio, requiera a la citada autoridad para que cumpla, apercibiéndola con la imposición de una multa de veinte a ciento cincuenta días de salario en caso de no hacerlo (artículo 169), y de no obtener respuesta favorable, además de aplicar la sanción señalada, el órgano jurisdiccional se encuentra facultado para hacer uso de los medios de apremio legalmente establecidos, e incluso para fincar la responsabilidad penal a que se refiere el artículo 209 del citado ordenamiento; actuaciones todas ellas que tienen su justificación en la necesidad de acatar el mandato constitucional de administrar justicia de manera pronta, como lo instituye el articulo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos."

"DEMANDA DE AMPARO DIRECTO. EN CONTRA DE LA RESOLUCIÓN DE LA AUTORIDAD RESPONSABLE  QUE  INDEBIDAMENTE  LA DESECHA LA TIENE POR NO INTERPUESTA O NIEGA REMITIRLA, NO PROCEDE RECURSO ALGUNO, SINO QUE EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEBE REQUERIR SU ENVÍO CON LOS APERCIBIMIENTOS LEGALES. - De la interpretación sistemática de lo dispuesto en los artículos 44, 163, 167, 168 y 169 de la Ley de Amparo, deriva que cuando la autoridad responsable que actúa como auxiliar del Poder Judicial de la Federación, en el inicio de la sustanciación del juicio de amparo directo, emite una resolución en la que desecha, tiene por no interpuesta o niega la remisión de una demanda de amparo al Tribunal Colegiado de Circuito, para  lo cual carece de atribuciones, procede que la parte interesada informe tal circunstancia al Tribunal Colegiado, para que éste, de inmediato, requiera, con apercibimiento de multa, a la autoridad responsable, en el sentido de que remita la demanda y sus anexos, pues ello constituye una obligación que se impone como carga procesal de aquélla, sin perjuicio de que,  si insiste en el incumplimiento, después de agotados los medios de apremio, se proceda en contra de la autoridad responsable, de conformidad con lo establecido en el artículo 209 del ordenamiento jurídico citado, para que se le sancione en la forma precisada en el Código Penal aplicable en materia federal para los delitos cometidos contra la administración de justicia; de tal manera, una vez que el tribunal federal reciba la demanda de amparo deberá, de oficio, dejar insubsistente la resolución relativa y proveer acerca de la procedencia del juicio de garantías, habida cuenta que no existe la necesidad de integrar  laguna  jurídica  alguna,  a  través  del razonamiento analógico, para crear un supuesto de procedencia de recurso, con la finalidad de que el interesado  pueda   combatir  esa   clase   de determinaciones, pues su interposición implicaría que existiera sustanciación y significaría una carga procesal para la parte interesada que, de no realizarse en los términos previstos por la ley, daría lugar al absurdo de que, por virtud del principio de preclusión, quedara firme una determinación de la autoridad responsable, para cuya emisión carece de atribuciones. Lo anterior, debido a que el articulo 169 de la Ley de Amparo es suficiente  para fundar el requerimiento de mérito, con el que el Tribunal Colegiado está en aptitud de proveer; en forma expedita y pronta, sobre la demanda de amparo directo, y evitar que la parte interesada quede en estado de indefensión."

Los trámites que los tribunales han venido realizando para requerir el envío de las demandas de amparo, con apercibimiento de aplicar medidas de apremio en caso de desacato, muestra la efectividad de la medida, y pone además de manifiesto las razones que las autoridades esgrimen como “justíficación" en el retardo del envio.

Sin embargo, el problema verdaderamente grave se presenta cuando no se cumple con el envío de la demanda y los autos, no comparecen los terceros perjudicados, ni se reciben informes de autoridades responsables ejecutoras: la suspensión del acto reclamado frecuentemente se encuentra surtiendo sus efectos y, por otra parte, el hacer de esta práctica un vicio tolerado sirve para que muchos quejosos encuentren una fácil vía para lograr sustraer de las autoridades de amparo competentes el pronunciamiento con relación a la suspensión, pues no obstante que son conscientes de que algún acto resulta combatible en la vía del amparo indirecto, sobre todo cuando se trata de resoluciones de segunda instancia que no son resoluciones definitivas para los efectos del amparo uniinstancial, ni ponen fin al procedimiento natural, deducen como amparo directo su reclamo, obteniendo la suspensión otorgada por la autoridad responsable (en algunos casos sin que la misma proceda), confiados en que, al advertir el Tribunal que carece de competencia legal para ocuparse de la demanda, deberá remitiría al Juzgado de Distrito que resulte competente, lo que, sumado al tiempo que se rezaga el envío de la demanda de amparo, constituye un vehículo eficaz para dilatar la administración de la justicia por parte de los Tribunales Federales.

Por lo anterior, deseo resaltar la necesidad de que en nuestro trámite ordinario, prestemos atención a circunstancias como la que destaco, que aparentemente tienen poca importancia, pero que constituyen un elemento relevante para demeritar la alta función  que nos ha sido encomendada.

III.- CONCLUSIONES.

Considero indispensable la necesidad de adecuar la Ley de Amparo a circunstancias prácticas que constantemente se presentan en nuestro quehacer cotidiano, pues sería conveniente dar al Tribunal Colegiado mayor margen de intervención en la tramitación inicial del juicio de amparo, pues es frecuente que cuando se reciben las demandas de amparo, quedando pendiente de recibo alguna constancia de emplazamiento al juicio de garantías, ello se debe a que se ha librado un exhorto o despacho a una autoridad jurisdiccional del fuero común del propio domicilio del Tribunal Colegiado, por lo que éste debe esperar hasta que la autoridad de su residencia devuelva el exhorto o despacho a la ordenadora y ésta, a su vez, informe el resultado al Tribunal de amparo, remitiéndole las constancias respectivas, para que el mismo actúe en consecuencia.

violaciones procesales son impugnables en amparo directo por regla general o por analogia.

El artículo 107 fracción III inciso a) de la Constitución General de la República establece:

"ART. 107.- Todas las controversias de que habla el "artículo 103 se sujetarán a los procedimientos y "formas del orden jurídico que determine la ley, de "acuerdo con las bases siguientes…III.-  Cuando se "reclamen actos de tribunales judiciales, "administrativos o del trabajo, el amparo sólo "procederá en los casos siguientes:…a).- Contra "sentencias definitivas o laudos y resoluciones que "pongan fin al juicio, respecto de las cuales no "proceda ningún recurso ordinario por el que "puedan ser modificados o reformados, ya sea que "la violación se cometa en ellos o que, cometida "durante el procedimiento, afecte a las defensas del "quejoso, trascendiendo al resultado del fallo; "siempre que en materia civil haya sido impugnada "la violación en el curso del procedimiento "mediante el recurso ordinario establecido por la "Ley e invocada como agravio en la segunda "instancia, si se cometió en la primera.  Estos "requisitos no serán exigibles en el amparo contra "sentencias dictadas en controversias sobre "acciones del estado civil o que afecten el orden y "a la estabilidad de la familia;…”

Por su parte, el artículo 158 de la Ley de Amparo en su primer párrafo señala:

Art. 158.- El juicio de amparo directo es competencia del Tribunal Colegiado de Circuito que corresponda, en los términos establecidos por las fracciones V y VI del artículo 107 constitucional, y procede contra sentencias definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, dictados por tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, respecto de los cuales no proceda ningún recurso ordinario por el que puedan ser modificados o revocados, ya sea que la violación se cometa en ellos o que, cometida durante el procedimiento, afecte a las defensas del quejoso, trascendiendo al resultado del fallo, y por violaciones de garantías cometidas en las propias sentencias, laudos o resoluciones indicados…

Igualmente el artículo 114 fracciones III, IV y V de la citada Ley de Amparo dice:

Art. 114.- El amparo se pedirá ante el Juez de Distrito: 
III.- Contra actos de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo ejecutados fuera de juicio o después de concluido.- Si se trata de actos de ejecución de sentencia, sólo podrá promoverse el amparo contra la última resolución dictada en el procedimiento respectivo, pudiendo reclamarse en la misma demanda las demás violaciones cometidas durante ese procedimiento, que hubieren dejado sin defensa al quejoso.- Tratándose de remates, sólo podrá promoverse el juicio contra la resolución definitiva en que se aprueben o desaprueben.- IV.- Contra actos en el juicio que tengan sobre las personas o las cosas una ejecución que sea de imposible reparación,… V.- Contra actos ejecutados dentro o fuera de juicio, que afecten a personas extrañas a él, cuando la ley no establezca a favor del afectado algún recurso ordinario o medio de defensa que pueda tener por efecto modificarlos o revocarlos, siempre que no se trate del juicio de tercería,…

La entonces Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación por contradicción de tesis sustentó la jurisprudencia que es consultable en la Jurisprudencia por contradicción Octava Epoca Tomo IV Primera Parte fojas 189, que dice:

AMPARO POR VIOLACIONES PROCESALES. CUANDO Y COMO PROCEDE.  La Constitución y la Ley de Amparo no establecen que el amparo proceda contra todas las violaciones que se puedan dar en el procedimiento judicial; por el contrario, la Constitución en el artículo 107, fracción III, inciso a), señala que para que proceda el amparo por violaciones en el procedimiento, éstas deben afectar las defensas del quejoso, trascendiendo al resultado del fallo. La Ley de Amparo, con las mismas palabras repite esta orden constitucional en su artículo 158, para determinar la procedencia del amparo directo. La propia Constitución señala a la anterior regla general, las excepciones: contra actos en juicio cuya ejecución sea de imposible reparación, fuera de juicio o después de concluido, una vez agotados los recursos que en su caso procedan y contra actos que afecten a personas extrañas a juicio. Así, para las violaciones en el procedimiento hay una regla general establecida en el artículo 107, fracción III, inciso a), de la Constitución y 158 de la Ley de Amparo y en estos casos procede el amparo directo; y una serie de excepciones que señala la propia Constitución en el artículo 107, fracción III, incisos b) y c) y que precisa el artículo 114, fracciones III, IV y V de la Ley de Amparo, procediendo en estos casos el amparo indirecto..

Como puede verse, la tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia interpretando los artículos 107 fracción III inciso A) de la Constitución, 158 primer párrafo y 114 fracciones III, IV y V de la Ley de Amparo sustentó el criterio de que, la regla general es que contra las violaciones al procedimiento procede amparo directo siempre que se afecten a las defensas del quejoso y trasciendan al resultado del fallo y que, por excepción, contra esas violaciones procede amparo indirecto en los casos señalados por el artículo 114 fracciones III, IV y V que se refieren, a actos fuera de juicio o después de concluido; a actos en juicio cuya ejecución pueda ser de imposible reparación, y a actos que afecten a personas extrañas al juicio.

De todo lo expuesto se concluye, que en tratándose de violaciones al procedimiento la regla general es que en su contra procede amparo directo y que por excepción procede amparo indirecto en los casos señalados anteriormente.

Ahora bien, relacionado con esta conclusión de decirse que los artículos 159 y 160 de la Ley de Amparo establecen, respectivamente, lo siguiente:

Art. 159.- En los juicios seguidos ante tribunales civiles, administrativos o del trabajo, se considerarán violadas las leyes del procedimiento y que se afectan las defensas del quejoso:- I.- Cuando no se le cite al juicio o se le cite en forma distinta de la prevenida por la ley;- II.- Cuando el quejoso haya sido mala o falsamente representado en el juicio de que se trate;- III.- Cuando no se le reciban las pruebas que legalmente haya ofrecido, o cuando no se reciban conforme a la ley;- IV.- Cuando se declare ilegalmente confeso al quejoso, a su representante o apoderado;- V.- Cuando se resuelva ilegalmente un incidente de nulidad;- VI.- Cuando no se le concedan los términos o prórrogas a que tuviere derecho con arreglo a la ley;- VII.- Cuando sin su culpa se reciban, sin su conocimiento, las pruebas ofrecidas por las otras partes, con excepción de las que fueren instrumentos públicos;- VIII.- Cuando no se le muestren algunos documentos o piezas de autos de manera que no pueda alegar sobre ellos;- IX.- Cuando se le desechen los recursos a que tuviere derecho con arreglo a la ley, respecto de providencias que afecten partes substanciales de procedimiento que produzcan indefensión, de acuerdo con las demás fracciones de este mismo artículo;- X.- Cuando el tribunal judicial, administrativo o del trabajo, continúe el procedimiento después de haberse promovido una competencia, o cuando el juez, magistrado o miembro de un tribunal del trabajo impedido o recusado, continúe conociendo del juicio, salvo los casos en que la ley lo faculte expresamente para proceder;- XI.- En los demás casos análogos a los de las fracciones que preceden, a juicio de la Suprema Corte de Justicia o de los Tribunales Colegiados de Circuito, según corresponda.- Art. 160.- En los juicios del orden penal se considerarán violadas las leyes del procedimiento, de manera que su infracción afecte a las defensas del quejoso:- I.- Cuando no se le haga saber el motivo del procedimiento o la causa de la acusación y el nombre de su acusador particular si lo hubiere;- II.- Cuando no se le permita nombrar defensor, en la forma que determine la ley; cuando no se le facilite, en su caso, la lista de los defensores de oficio, o no se le haga saber el nombre del adscripto al juzgado o tribunal que conozca de la causa, si no tuviere quien lo defienda; cuando no se le facilite la manera de hacer saber su nombramiento al defensor designado; cuando se le impida comunicarse con él o que dicho defensor lo asista en alguna diligencia del proceso, o cuando, habiéndose negado a nombrar defensor, sin manifestar expresamente que se defenderá por sí mismo, no se le nombre de oficio;- III.- Cuando no se le caree con los testigos que hayan depuesto en su contra, si rindieran su declaración en el mismo lugar del juicio, y estando también el quejoso en él;- IV.- Cuando el juez no actúe con secretario o con testigos de asistencia, o cuando se practiquen diligencias en forma distinta de la prevenida por la ley;- V.- Cuando no se le cite para las diligencias que tenga derecho a presenciar o cuando sea citado en forma ilegal, siempre que por ello no comparezca; cuando no se le admita en el acto de la diligencia, o cuando se la  coarten en ella los derechos que la ley le otorga;- VI.- Cuando no se le reciban las pruebas que ofrezca legalmente, o cuando no se reciban con arreglo a derecho;- VII.- Cuando se le desechen los recursos que tuviere conforme a la ley, respecto de providencias que afecten partes substanciales del procedimiento y produzcan indefensión, de acuerdo con las demás fracciones de este mismo artículo;- VIII.- Cuando no se le suministren los datos que necesite para su defensa;- IX.- Cuando no se celebre la audiencia pública a que se refiere el artículo 20, fracción VI, de la Constitución Federal, en que deba ser oído en defensa, para que se le juzgue;- X.- Cuando se celebre la audiencia de derecho sin la asistencia del Agente del Ministerio Público a quien corresponda formular la requisitoria; sin la del juez que deba fallar, o la del secretario o testigos de asistencia que deban autorizar el acto;- XI.- Cuando debiendo ser juzgado por un jurado, se le juzgue por otro tribunal;- XII.- Por no integrarse el jurado con el número de personas que determine la ley, o por negársele el ejercicio de los derechos que la misma le concede para la integración de aquél;- XIII.- Cuando se sometan a la decisión del jurado cuestiones de distinta índole de la que señale la ley;- XIV.- Cuando la sentencia se funde en la confesión del reo, si estuvo incomunicado antes de otorgarla, o si se obtuvo su declaración por medio de amenazas o de cualquiera otra coacción;- XV.- Cuando la sentencia se funde en alguna diligencia cuya nulidad establezca la ley expresamente;- XVI.- Cuando seguido el proceso por el delito determinado en el auto de formal prisión, el quejoso fuere sentenciado por diverso delito.- No se considerará que el delito es diverso cuando el que se exprese en la sentencia sólo difiera en grado del que haya sido materia del proceso, ni cuando se refiera a los mismos hechos materiales que fueron objeto de la averiguación, siempre que, en este último caso, el Ministerio Público haya formulado conclusiones acusatorias cambiando la clasificación del delito hecha en el auto de formal prisión o de sujeción a proceso, y el quejoso hubiese sido oído en defensa sobre la nueva clasificación, durante el juicio propiamente tal;- XVII.- En los demás casos análogos a los de las fracciones anteriores, a juicio de la Suprema Corte de Justicia o de los Tribunales Colegiados de Circuito, según corresponda.

Como puede verse, los artículos 159 y 160 de la Ley de la materia señalan una serie de casos en los que se estima que existen violaciones al procedimiento que deben impugnarse en amparo directo cuando haya sentencia definitiva, laudo o resolución que ponga fin a juicio, el primer precepto en materia civil en sentido amplio y el segundo en materia penal, pero estos mandamientos en sus fracciones XI y XVII se refieren a casos análogos al señalar:

En los demás casos análogos a los de las fracciones anteriores, a juicio de la Suprema Corte de Justicia o de los Tribunales Colegiados de Circuito, según corresponda..

Como puede verse, estas dos fracciones señalan que también deben estudiarse en amparo directo las violaciones al procedimiento que guarden analogía con cualquiera de las violaciones puntualizadas en las primeras diez fracciones del artículo 159 y las dieciséis primeras fracciones del artículo 160.  Ahora bien, esto originó que los Tribunales Colegiados de Circuito tratándose de violaciones al procedimiento que no encuadran específicamente en las diez primeras fracciones del artículo 159 y en las dieciséis primeras del artículo 160 de la Ley en cita, examinarán si la violación procesal encuadraba por analogía en cualquiera de tales fracciones y si había analogía  con alguna o algunas de ellas, se estudiaba la violación procesal aún cuando no encajara específicamente en las citadas primeras fracciones; y al efecto se razonaba porqué había analogía y acto seguido y si existía ésta, se procedía al examen de la violación, y si no, simplemente se señalaba que la violación procesal propuesta no era impugnable en amparo directo y así resultaba inoperante.  De ésta manera se dijo por los Tribunales federales del País, que cuando a la contraparte del quejoso se le admitía una prueba que no era de admitirse, afectando así las defensas del peticionario y trascendiendo al resultado del fallo, tanto agravio recibía el quejoso en este caso, como cuando a él mismo no le admitían sus pruebas, razonando de esta manera que por haber analogía tal violación era impugnable en amparo directo, véase entre otros el criterio de la otrora Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia consultable en la Octava Epoca, Tomo V, Primera Parte, Página 236, que dice:

PRUEBAS. SU ADMISION, COMO REGLA GENERAL, CONSTITUYE VIOLACION PROCESAL RECLAMABLE EN AMPARO DIRECTO.  Las fracciones III, VII y XI, del artículo 159 de la Ley de Amparo guardan estrecha relación entre sí, ya que en la primera se establece que en los juicios seguidos ante tribunales civiles, administrativos o del trabajo, se considerarán violadas las leyes del procedimiento y que afectan las defensas del quejoso, cuando no se le reciban pruebas que legalmente haya ofrecido, o cuando no se reciban conforme a la ley; en la segunda fracción cuando sin su culpa se reciban, sin su conocimiento, las pruebas ofrecidas por las otras partes, con excepción de las que fueren instrumentos públicos, y en la tercera, o sea en la fracción XI del mismo numeral, también se establece que son violaciones de esa índole los casos análogos a los de las fracciones que preceden, a juicio de la Suprema Corte de Justicia o de los Tribunales Colegiados de Circuito, según corresponda. Ahora bien, debe estimarse como caso análogo al previsto por las fracciones III y VII, la admisión de las pruebas ofrecidas por la parte contraria del quejoso, tomando en consideración que igual perjuicio recibe el agraviado cuando son rechazadas ilegalmente las pruebas que ofrece, como cuando a su contraparte se le reciben las que propone sin conocimiento del quejoso, en una forma contraria a lo establecido por la ley. En consecuencia, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 161 de la Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 Constitucionales, la violación de que se trata, sólo es reclamable mediante el amparo directo que se promueva contra la sentencia definitiva que se dicte en el juicio respectivo. Sin embargo, esta regla general sufre una excepción: cuando esa admisión y su consecuente desahogo puedan tener una ejecución de imposible reparación, ya que se viola una garantía individual que no podrá repararse, aunque la sentencia llegue a ser favorable al efecto, lo que sucede de acuerdo con la tesis jurisprudencial número 16 publicada en la página 81 del Informe de Labores del Presidente de este alto Tribunal, correspondiente al año de mil novecientos ochenta y nueve, con el rubro de EJECUCION DE IMPOSIBLE REPARACION. ALCANCES DEL ARTICULO 107, FRACCION III, INCISO B), CONSTITUCIONAL. Además, lo anterior queda claro con el criterio establecido en la Jurisprudencia número 3/90 Tercera Sala, en la que se considera que la admisión de la prueba pericial contable en los libros del quejoso, ofrecida por la contraparte, es una violación reclamable en amparo indirecto, por darse esa hipótesis.

Expuesto todo lo anterior se tiene, por un lado, que la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la Tesis de Jurisprudencia por Contradicción invocada al principio de este estudio, sustentó el criterio de que las violaciones procesales por regla general son impugnables en amparo directo y que sólo por excepción son impugnables en amparo indirecto, en los casos ya señalados;  y por otro lado se tiene que, para que éste tipo de infracciones pueda impugnarse en amparo directo deben encuadrar en materia civil en alguna de las diez primeras fracciones del artículo 159 y en materia penal en alguna de las dieciséis primeras fracciones del artículo 160, y que de no ser así sin embargo si existe analogía con cualquiera de ellas, la violación procesal puede reclamarse en la vía directa.

De todo lo anterior, yo advierto que así como lo entiende la tesis jurisprudencial no existe armonía entre los artículos 107 fracción III inciso a) de la Constitución, 158 primer párrafo, 114 fracciones III, IV y V y los artículos 159 y 160 de la Ley de amparo porque mientras conforme a los tres primeros la regla general es que las infracciones al procedimiento deben impugnarse en amparo directo y sólo por excepción en indirecto; conforme a los segundos 159 y 160 de la Ley de Amparo sólo son impugnables en esta vía las violaciones procesales que se indican y las que con ellas guardan analogía.

En otras palabras, encuentro que si atendemos a lo señalado por los artículos 159 y 160 de la Ley de Amparo sólo son impugnables en amparo directo las violaciones procesales que encuadren expresamente en cualquiera de las fracciones de los preceptos señalados o bien analógicamente, y en caso de no ser así no serían impugnables en tal vía.  Así incluso lo entendieron originalmente los Tribunales Federales tanto así, que se razonaba la analogía; y ahora se tiene que, conforme al criterio jurisprudencial mencionado las violaciones al procedimiento generalmente son impugnables en amparo directo y sólo por excepción lo son en la vía indirecta en los casos que señala el artículo 114 fracciones III, IV y V de la Ley de Amparo.

En la forma últimamente referida se abre más la puerta de las violaciones procesales que pueden impugnarse en amparo, y así va a proliferar aún más este juicio y los Tribunales Federales encargados de su conocimiento, y eso al parecer es lo que se trata de evitar.

Jesús R. Sandoval Pinzón

DEFICIENCIAS EN LA NORMATIVIDAD DE LA SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO

En el transcurso de mi vida como juzgador he advertido diversos aspectos prácticos relacionados con un tópico de tanta importancia en el juicio de amparo como lo es el  incidente de suspensión, los que, dado que carecen de solución en la  ley de la materia, se ha tenido que acudir a la interpretación hecha por la Suprema Corte o por los tribunales colegiados de circuito.

Esas soluciones deben quedar de una vez incorporadas a dicha ley a fin de que tanto los litigantes como a quienes  tenemos encomendada la administración en la impartición de la justicia, se nos facilite el trámite de la suspensión.

SUSPENSIÓN DE OFICIO

Como de todos es conocido, en atención a que el recurso de revisión  solamente procede en las diversas cinco fracciones de que está integrado el articulo 83 de la ley de la materia, hay interesados que, por tal motivo, interponen recurso de queja contra e! acuerdo que resuelve sobre la suspensión de plano.

Consiguientemente, si el pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 1/96, ya decidió que en la hipótesis indicada el procedente es el recurso de revisión, considero pertinente que para llenar la laguna existente debería adicionarse el artículo citado, en su fracción II (que es la que se refiere a los casos en que cabe revisión tratándose de la suspensión), con un inciso más en que se establezca precisamente que cabe dicho medio de defensa contra el acuerdo en que se niegue o conceda la suspensión de plano.

Dicha jurisprudencia aparece publicada en la novena época del Semanario Judicial de la Federación, tomo III, marzo, página 73, y es del tenor siguiente: 

"SUSPENSIÓN DE PLANO DEL ACTO  RECLAMADO.   PROCEDENCIA  DEL  RECURSO  DE REVISION CONTRA EL AUTO QUE LA NIEGA O CONCEDE.-  Si bien el artículo 83 de la Ley de Amparo no señala expresamente que proceda el recurso de revisión contra las resoluciones que concedan o nieguen la suspensión de plano de los actos reclamados, el artículo 89 de esta Ley, que regula el trámite de este recurso, en su tercer párrafo implícitamente establece su procedencia al disponer que “tratándose del auto en que se haya concedido o negado la suspensión de plano, interpuesta la revisión, sólo deberá remitirse al Tribunal Colegiado de Circuito copia certificada del escrito de demanda, del auto recurrido, de sus notificaciones y del escrito u oficio en que se haya interpuesto el recurso de revisión, con expresión de la fecha y hora del recibo.” La omisión en el artículo 83 deriva, indudablemente, de una deficiente redacción legislativa. No sobra abundar que la suspensión de plano, por sus características, es equiparable a la suspensión definitiva que se decreta en el incidente de suspensión, en tanto que surte sus efectos hasta que se decide en definitiva el juicio en lo principal, sin estar sujeta a una resolución interlocutoria".

SUSPENSIÓN A PETICIÓN DE PARTE.

1.-
De todos los que de una forma u otra están relacionados con el trámite del amparo, es de sobra conocido la importancia y trascendencia que tiene el incidente de suspensión.

Bástame decir que a un alto porcentaje de quejosos lo único que les interesa al promover los juicios de garantías no es obtener el otorgamiento de la protección federal (de antemano saben que les será negado), sino la concesión de la suspensión ya provisional ya definitiva.

Justo por tal relevancia es que resulta absurdo que el incidente respectivo se inicie con un escrito sin firma; ocurso que no deja de ser una verdadera demanda incidental.

Efectivamente,  la  generalidad  de  los  abogados postulantes acostumbran pedir a sus clientes que les firmen sólo el original de la demanda de garantías, comenzándose así la tramitación del incidente de suspensión con copias, por duplicado, de dicho libelo, pero, increíblemente, sin tener el respaldo de la firma del promovente.

Debido quizás a la urgencia del agraviado en la obtención de la medida, así como a la falta de costumbre del juzgador o para evitarse éste problemas, se ha accedido a dar curso a las peticiones, mas incorrectamente.

Tal como se encuentra redactada la ley de la materia (que no contempla a la firma del quejoso como uno de los requisitos de la demanda de amparo directo o indirecto), la única forma de dar respuesta a esas promociones sin respaldo, sería  denegando el trámite del incidente hasta que se subsanara la omisión de la firma, mas lo conveniente sería incluir a la firma como elemento tanto de la demanda principal como de la incidental, para lo cual deberían adicionarse los artículos 116, 124 y 166 de la ley referida, con una fracción mas.

2.- Muchos jueces de Distrito mandan aclarar las demandas de amparo por cuestiones que sólo tienen que ver con aspectos relacionados con el incidente de suspensión, lo que es objetivamente correcto,  pero lo indebido es que aperciben al promovente con tener la demanda por no interpuesta para el caso de incumplimiento. Nada más injusto.

Ejemplo: el juez apercibe al quejoso con no admitir el libelo para el caso de que éste no exprese el monto de las pensiones rentísticas, lo que, dice aquél, servirá para poder fijar la garantía para la suspensión en caso de que proceda.

Afirmo que es incorrecto el proceder del juzgador porque más valdría al quejoso no solicitar la medida si lo único que pasaría sería, en el peor de los casos, que se le lanzara del inmueble, pero si obtuviera en el fondo se le restituiría en la posesión. Esto es, podría llegar a serle favorable la sentencia aun sin incidente de suspensión.

Así, pues, debería existir un artículo en el capítulo de la suspensión que estableciera que cuando se ordena la aclaración de una demanda de amparo por cuestiones referentes a dicha medida, no se abrirá el incidente respectivo, mas no tener a aquélla por no interpuesta.

Corroboran lo que afirmo las dos tesis visibles en la novena época del semanario citado, la primera en el tomo III, abril, página 377, y la segunda en el tomo VIII, septiembre, página 1157, que en su orden dicen:  

"DEMANDA DE AMPARO. DESECHAMIENTO DE LA. NO DEBE LLEVARSE A CABO SI EL QUEJOSO NO CUMPLE CON EL APERCIBIMIENTO QUE SE LE HAGA, A FIN DE QUE PRECISE PARA QUE EFECTOS SOLICITA LA SUSPENSIÓN.- El artículo 146, de la Ley de Amparo, en modo alguno sanciona que debe tenerse por no interpuesta la demanda de garantías, cuando la parte quejosa, no establezca en la misma, en forma clara y precisa cuestiones relativas tanto de la suspensión provisional como de la definitiva, pues es claro que tales cuestiones de manera alguna se encuentran enunciadas en los artículos 116 y 146 de la ley de la materia; cuenta habida de que tampoco incide en la precisión del acto reclamado, y menos aún respecto a las copias que señala el artículo 120 de la Ley de Amparo, hipótesis éstas a que se refiere el artículo 146 del ordenamiento legal en cita" y,  "DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO. LA DEFICIENCIA DE ALGUN DATO RELACIONADO CON EL INCIDENTE DE SUSPENSION, NO ES MOTIVO PARA TENERLA POR NO INTERPUESTA SI EL QUEJOSO NO CUMPLIO CON LA ACLARACION - De la lectura de los artículos 116,120 y 146 de la Ley de Amparo, no se advierte que la deficiencia de algún dato para solicitar la suspensión del acto reclamado sea uno de los requisitos formales e indispensables de la demanda de garantías.  Es por ello que si un Juez de Distrito requiere al promovente para que aclare su libelo respecto de datos que tienen que ver con dicha. medida al no ser éstos de trascendencia, aquél no debe tener por no interpuesto el referido libelo".

3.- Hablando precisamente de las garantías en el incidente de suspensión, el artículo 125, párrafo segundo, de la Ley de Amparo, previene que: 

"En los casos en que es procedente la suspensión, pero pueda ocasionar daño o perjuicio a tercero, se concederá si el quejoso otorga garantía bastante para reparar el daño e indemnizar los perjuicios que con aquélla se causaren si no obtiene sentencia favorable en el juicio de amparo.- Cuando con la suspensión puedan afectarse derechos del tercero perjudicado, que no sean estimables en dinero, la autoridad que conozca del amparo fijará discrecionalmente el importe de la garantía".

De lo acabado de transcribir se advierte que la ley mencionada contempla un solo caso en que el juzgador está facultado para fijar “discrecionalmente" el monto de la fianza: cuando los reclamados sean actos no estimables en dinero.

Sin embargo, se ve con mucha frecuencia que los jueces de Distrito utilizan tal facultad discrecional en asuntos que sí  son estimables en dinero.

Una forma de solucionar lo anterior sería ampliando la facultad aludida a todos aquellos casos en que en el incidente no hubiera datos fehacientes para poder efectuar las correspondientes operaciones aritméticas, pero condicionándola a que el juzgador motive debidamente su proceder: esto es, si se tratara de una finca, por ejemplo, tomaría en cuenta su ubicación, su extensión, etcétera.

4.- Me ha tocado ver asuntos en que los promoventes del amparo son asesorados por abogados que casi no litigan en dicha clase de juicios o simplemente son desconocedores de la forma en que se tramitan.

Pues bien, en amparos promovidos por esos abogados una vez que el juez de Distrito concedió la medida suspensional, da término a los quejosos para la exhibición de la fianza respectiva, pero, en acatamiento lo que dispone el articulo 7o. de la Ley Orgánica de Nacional Financiera, les conmina a que la garantía sea exhibida mediante billete de depósito expedido por dicha institución. A pesar de ello los agraviados exhiben la fianza pero otorgada no por Nacional Financiera, sino por alguna Tesorería o Secretaría de Finanzas dependiente de las entidades federativas. Ante esa circunstancia  el juez de Distrito no tiene por presentada la garantía ocasionando con esa actitud que quizás se llegue a ejecutar el acto reclamado.

Si al final de cuentas lo que sucede es que Nacional Financiera obtendrá dividendos de una cantidad que, por decirlo así, sólo está en "depósito”, es injusto que el quejoso tenga que soportar las consecuencias graves de; proceder ignorante de su abogado.

Creo conveniente se facultara legalmente al juez federal para que aceptara billetes de depósito aunque no hayan sido expedidos por la sociedad aludida, corriendo a cargo de ésta la obligación de hacer el canje o el trámite necesario para que la cantidad le fuera enviada por quien expidió el billete.

5.- De la lectura de la tesis jurisprudencial 92/97, consultable en la novena época del Semanario Judicial de la Federación, tomo VI, diciembre, página 20, de la voz: “PRUEBAS EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO Y EN EL INCIDENTE DE SUSPENSION. SU OFRECIMIENTO Y DESAHOGO", se desprende que, dadas las reglas existentes en la Ley de Amparo para la propuesta de medios de convicción en esos diversos expedientes (principal e incidente), para que aquéllos sean tomados en cuenta en uno, estando agregados en el otro, es necesario que se solicite la compulsa respectiva, o bien que se pidan copias certificadas para que el interesado, una vez obtenidas, las lleve al otro expediente; e igualmente se deduce de dicha tesis que el único caso en que es viable analizar La misma probanza para "ambos cuadernos", es al momento de resolverse sobre la suspensión provisional,  ya que el juzgador está obligado a apreciar las pruebas que se acompañaron a aquélla" (a la demanda).

Me pregunto ¿en cuántas ocasiones promueve en el incidente de suspensión el autorizado para recibir notificaciones, ofreciendo pruebas por ejemplo, y el acuerdo relativo a su aceptación como tal se encuentra en el juicio principal? ¿qué acaso para proveer a la solicitud respectiva el juez de Distrito no se "asoma", por decirlo así, a dicho expediente principal?.

Aunque la audiencia incidental casi nunca se fila dentro de las setenta y dos horas siguientes a la admisión de la demanda, generalmente se señala para un día anterior a la fecha designada para la celebración de la audiencia constitucional.

Y como es usual que las autoridades responsables rinden conjuntamente los informes previo y justificado, sucede que casi siempre se acuerda sobre su llegada en autos de la misma fecha aunque, claro está, en sus respectivos expedientes.

Es más, hasta hay veces en que las referidas audiencias se  celebran el mismo día con diferencia de minutos.

No es posible, entonces, ignorar que el juzgador está consciente de lo que está sucediendo al mismo tiempo en ambos cuadernos, ni que aquél provee en el incidente con vista en las actuaciones del juicio principal.

Si la Suprema Corte ha determinado, según lo puse de relieve, que las pruebas deben exhibirse directamente en cada uno de los expedientes, o solicitarse su compulsa, ¿ por qué entonces cuando el amparo es promovido por un representante legal, habiendo quedado glosada  al juicio principal  la constancia que justifica tal carácter, de todas suertes se falla el incidente teniéndose por implícitamente reconocida tal personalidad aun cuando en dicho incidente no se hubiera allegado copia certificada de la referida constancia?.

Si todo eso hacemos, pues, los juzgadores federales, creo que no se puede continuar actuando de esa manera, es decir, para algunos casos ser estrictos en cuanto a que como ambos expedientes se tramitan en forma independiente, debe solicitarse la compulsa cuando se ofrezcan pruebas en uno de ellos y éstas se encuentren materialmente en el otro, en tanto que en diversos  asuntos se hace uno ignorante y accede a acordar sin dejar de tener presente las constancias del otro expediente.

Pienso que la forma de lograr una solución, cuando menos aparente, seria la de incorporar a la legislación de amparo o bien  adicionando  alguno  de  los  existentes,  un  artículo  que estableciera que el incidente de suspensión no se tramitará por cuerda separada del principal, sino en la misma pieza de autos.

6.- Que el juez incompetente pueda resolver sobre la suspensión (artículos 50 y 54 de la ley de la materia), sólo viene a robustecer lo ya conocido: la importancia y trascendencia de la medida.

Pero en lo que sí es confusa dicha ley es cuando previene, en su artículo 72, que, con la excepción que en el propio precepto se contempla, un juez que tenga impedimento también está facultado para decidir sobre la suspensión.

Voy a iniciar mi comentario partiendo de la conocida máxima que dice que lo actuado ante juez incompetente es nulo de pleno derecho, misma que me sirve para concluir que igualmente es nulo lo actuado ante juez que esté impedido.

Como la Ley de Amparo, sobre todo en el capítulo de la suspensión, jamás se vuelve a ocupar del punto que trato, y dado que en la generalidad de los casos tal medida se solicita desde con la demanda  misma,  me  pregunto  qué  sucederá  cuando  el  correspondiente tribunal colegiado resuelva el impedimento y lo declare fundado.

¿Acaso continuará vigente la suspensión?, o ¿no será nula   porque fue otorgada por alguien que no podía concederla?.

Para acabar con la incertidumbre pienso que en el propio artículo 72, o bien en alguno bis que se introdujera en el  capítulo relativo, se estableciera que en el supuesto a que aludo, la resolución nula porque sobre la medida (ya fuera que se hubiera negado  o concedido), seguirá firme aunque se declare fundado el impedimento y mientras no sea revocada a través del recurso correspondiente que se hubiera hecho valer.

7 -  Aunque  el  incidente  de  suspensión  puede promoverse en cualquier momento con tal que no se hubiera pronunciado sentencia ejecutoria (artículo 141 de la Ley de Amparo), es práctica generalizada que en la gran mayoría de los casos se hace desde la demanda misma, debido quizás a que, como lo mencioné antes, en bastantes ocasiones a los quejosos lo único que les interesa es obtener la suspensión.

 Como es sabido, en el trámite del juicio de garantías no existen documentos fundatorios, por lo que los agraviados no están obligados a exhibir documento alguno de esa naturaleza con sus demandas (pero sí los habilitantes).

Es por eso que algunas veces (quizás muchas) se niega a  aquéllos  la  suspensión  provisional  con  base  en  aquella jurisprudencia de la voz "SUSPENSION PEDIDA POR EXTRAÑOS A UN PROCEDIMIENTO", y que con toda justicia exige que los promoventes del amparo que tengan esa calidad deben justificar, aunque sea presuntivamente, su interés jurídico.

Esa tesis, sin embargo, de alguna manera se contradice con el texto del artículo 130 de la ley de la materia, al establecer que si hubiere peligro de que se ejecute el acto reclamado, el juez de Distrito, "con la sola presentación de la demanda de amparo", decretará la suspensión. Véase como la ley sólo exige para que se conceda la suspensión "la sola presentación de la demanda".

Para evitar' confusiones estimo conveniente que de una vez por todas se añadiera algún precepto al capítulo denominado "De la suspensión del acto reclamado" (podría serlo el mismo 130), que prescribiera que tratándose de terceros extraños deban presentar algún justificante que acredite presuntivamente su interés jurídico, a fin de que pueda otorgárseles la suspensión.

8 - El artículo 83, fracción II, inciso a), de la ley aludida, establece simplemente que procede el recurso de revisión contra  la resolución por la que el juez de Distrito conceda o niegue la suspensión definitiva.

Pero frecuentemente se da la circunstancia de que lo que se discute no es ya la negativa o el otorgamiento de dicha medida, sino el monto de la garantía fijada cuando se concede la aludida suspensión. Y aunque ese problema ha sido definitivamente resuelto por jurisprudencia firme del pleno de la Suprema Corte de Justicia (es la 521 del tomo VI del último Apéndice, de la voz "SUSPENSION DEFINITIVA. ES PROCEDENTE EL RECURSO DE REVISION Y NO EL DE QUEJA CONTRA LA INTERLOCUTORIA QUE LA CONCEDE, AUNQUE SOLO SE IMPUGNE LA GARANTIA A LA QUE SE SUJETO LA EFECTIVIDAD"), sería conveniente que se adicionara la mencionada fracción II, inciso a), del artículo  83 aludido, para quedar como sigue: "Procede el recurso de revisión: ... II. Contra las resoluciones de los jueces de Distrito o del superior del Tribunal responsable, en ese caso, en las cuales: a) Concedan o nieguen la suspensión definitiva, aun cuando sólo se impugne el monto de la garantía fijada".

9.- Por idénticas razones a las que expongo en el punto anterior, considero necesario se adicione la fracción Xl del artículo 95 de la Ley de Amparo, para quedar así:  "El recurso de queja es procedente : ... Xl. Contra las resoluciones de un juez de Distrito o del superior del Tribunal responsable, en su caso, en que concedan o nieguen la suspensión provisional, aun cuando sólo se reclame el monto de la garantía fijada”

En la inteligencia que sobre el tema que comento igualmente existe la jurisprudencia 527 del tomo VI del Apéndice 1917-1995, de La voz "SUSPENSIÓN PROVISIONAL. EL RECURSO DE QUEJA ES PROCEDENTE CONTRA LA DETERMINACIÓN QUE ESTABLECE LOS REQUISITOS PARA QUE SURTA EFECTOS".

10.- Abordaré ahora un tema que me parece bastante intrincado o, cuando menos, difícil de solucionar.  

Pongo de ejemplo un asunto del que me tocó conocer siendo juez de Distrito.

En materia civil son comunes los amparos indirectos que se promueven contra embargos.

En el caso se trató de un vehículo del que el quejoso afirmaba era su dueño y poseedor y sobre el que se trabó ejecución en un juicio al que dicho agraviado era ajeno.

Pero lo curioso del caso era que aunque aquél había adquirido el vehículo dos o tres años antes de que fuera embargado, toda la documentación oficial seguía apareciendo a nombre del dueño anterior. Y elIo es factible, además de frecuente, debido a que cuando se adquiere algún vehículo es común que, para no cubrir de inmediato los impuestos respectivos, el comprador, aun sin conocimiento del vendedor, sigue pagando la tenencia o tramitando el canje de placas a  nombre del dueño anterior.

Es claro que en el asunto que comento una vez que se embargó el vehículo, el verdadero propietario (o nuevo por así decirlo), de inmediato llenó el endoso de la factura (estaba en blanco) y en ella se apoyó para solicitar el amparo y la suspensión,  misma que se le concedió en forma provisional.

Mas cuando el actor en el juicio natural (tercero perjudicado en el amparo) fue emplazado, se apersonó al incidente  de suspensión y objetó en cuanto a su valor probatorio la factura susodicha por tratarse de un documento simple proveniente de terceros, e igual sucedió con cuanto documento privado exhibía el quejoso:   la factura por alguna refacción adquirida por dicho agraviado, por el pago de servicios hechos al vehículo en talleres mecánicos, etcétera.

Cuanto documento privado presentaba el promovente era objetado.

Si a lo anterior se suma el hecho de que tratándose de suspensión en amparo de materia civil únicamente pueden ofrecerse las pruebas de inspección judicial o las documentales, es claro que en el ejemplo que expongo (que en la práctica puede darse infinidad de veces) al quejoso le era difícil, por no decir imposible, obtener la suspensión definitiva.

Una forma sencilla de lograrla sería concediéndole la oportunidad de que aquél pudiera ofrecer una prueba testimonial.

Esto es, propongo se reforme la Ley de Amparo para que también se autorice el ofrecimiento y desahogo de pruebas que hasta ahora están proscritas en el incidente de suspensión.

Robustece mi propuesta esta otra circunstancia:

El artículo 136, último párrafo, de la ley de la materia, autoriza a las partes a que puedan objetar de falsos los informes previos. Si se objetara de falsa la firma de la autoridad  responsable contenida en dicho informe, no hay duda de que la única forma de justificar esa falsedad sería mediante pericial, es decir, otra prueba que también está prohibida en el incidente de suspensión.

Es claro que el ofrecimiento de las  pruebas no admisibles hasta ahora en dicho incidente podría hacerse desde que se promueve y en cualquier momento incluso en la audiencia respectiva donde se desahogarían.

11.- Reitero que como se encuentra redactado en la actualidad en la Ley de Amparo el capítulo relativo al incidente de suspensión, con excepción de los juicios de garantías en materia penal, sólo caben dos clases de pruebas:   la documental y la inspección judicial

Con ello se ha pretendido dar agilidad a dicho incidente y evitar, en lo posible, el diferimiento de la audiencia correspondiente.

Hay casos, sin embargo, en los que las partes se ven en la necesidad de ofrecer pruebas documentales existentes en archivos de autoridades no señaladas como responsables en los juicios de garantías, o siéndolo no se otorgan copias a los quejosos que son tercero extraños.

Estando tan limitadas las partes en cuanto a las pruebas que pueden ofrecerse en el incidente de suspensión, es claro que  de no accederse al diferimiento de la audiencia incidental para dar tiempo a las autoridades para que expidan las copias certificadas que aquéllas les tienen solicitadas para luego allegarías como pruebas en el aludido incidente, se les priva del derecho que tienen para defenderse.

Hasta artes de que se integrara la jurisprudencia a que luego haré referencia, eran relativamente muy pocos (por no decir que casi nadie) los jueces de Distrito que accedían a diferir la audiencia incidental con el objeto que menciono en el párrafo anterior.  Sobre ese punto existe una tesis visible en el Informe de 1974, tercera parte, página 227, que dice:  "DIFERIMIENTO DE LA AUDIENCIA EN EL INCIDENTIE DE SUSPENSION CUANDO TODAVIA NO SE HAN EXPEDIDO  LAS  COPIAS  QUE  EL  INTERESADO  HUBIESE SOLICITADO OPORTUNAMENTE, A FIN DE APORTARLAS COMO PRUEBAS DE SU PARTE.-  Este Tribunal Colegiado del Tercer Circuito sostiene que cuando el quejoso oportunamente solicite, de las responsables, la expedición de copias certificadas, con el objeto de exhibirías como prueba de su parte en el incidente de suspensión, y esas copias no se le expiden ni se le entregan para la fecha de la audiencia en el incidente de que se habla, debe celebrarse, si con apoyo en esa falta de expedición solicita, al Juez de Distrito, el diferimiento de la audiencia susodicha, tal diferimiento debe acordarse de conformidad: porque el artículo 131 de la Ley de Amparo, permite a las partes el ofrecimiento de las pruebas documental y de inspección ocular; porque al negarse el diferimiento de la audiencia incidental, en las condiciones arriba puntualizadas, equivale a privar al interesado del derecho de rendir la prueba documental de referencia, no obstante que el citado precepto le da justo el derecho de que se reciba, y porque en tales circunstancias, para no volver nugatorio el derecho de que se habla, por razones semejantes y por equidad, debe aplicarse el articulo 152 de la Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 Constitucionales (tanto más que siendo así en lo principal, no hay razón para que no sea igualmente en lo accesorio), que precisamente autoriza el aplazamiento de la audiencia a fin de lograr la expedición de las copias que los autorizados hubiesen pedido a las responsables, así como al C. Juez de Distrito a requerir a dichas responsables para que cumplan oportunamente con sus omisiones, concediéndoles inclusive la facultad de hacer uso de los medios de apremio y de hacer la consignación correspondiente en la hipótesis de que la susodicha autoridad omisa, insista en desobedecer su mandato".

La lectura del precedente transcrito pone de manifiesto que en aquellos rarisimos casos en que se accedía a posponer la audiencia incidental por falta de expedición de copias solicitadas por las partes para ofrecerlas en aquélla, se aplicaba analógicamente el artículo 152 de la ley de la materia, que alude a tal diferimiento pero para la audiencia constitucional.

Precisamente sobre  se precepto el pleno de la Suprema Corte (cuando ésta se encontraba integrada por veintiún ministros) llegó a sostener el criterio (justo para evitar continuos diferimientos) referente a que la petición de copias debería hacerse cuando menos con cinco días de anticipación a la celebración de la audiencia. Ese criterio se encuentra plasmado en la jurisprudencia 83 (que no es a la que me referí dos párrafos atrás, pues ésta la transcribiré más adelante) del tomo VI del Apéndice 1917-1995, del siguiente tenor: 

"AUDIENCIA CONSTITUCIONAL, DIFERIMIENTO DE  LA.  OPORTUNIDAD  PARA  SOLICITAR  COPIAS  O DOCUMENTOS PARA EL AMPARO.- Para solicitar al juez que opere el artículo 152 de la Ley de Amparo y que requiera a la autoridad que exhiba copias o documentos solicitados por las partes y difiera la audiencia, en principio la petición de esas copias o documentos debe hacerse a la autoridad por lo menos cinco días hábiles antes de la audiencia, sin contar el del ofrecimiento, ni el señalado para la propia audiencia, a fin de que dicha autoridad pueda disponer del tiempo razonable para atender la petición, a menos que en el caso haya circunstancias especiales que justifiquen la petición posterior."

Es indudable que si en la práctica se cumpliera fielmente con el mandamiento de que la audiencia incidental debe verificarse a más tardar en tres días (artículo 131 de la ley de la materia), jamás podría tener aplicación la tesis acabada de transcribir, dado que no se tendría tiempo para haber formulado la petición de copias.

La actual integración de la Suprema Corte al resolver la contradicción de tesis 4/94, formó jurisprudencia (ésta es ya la que he venido mencionando) en el sentido de que por razones analógicas y de equidad sí debe aplicarse al incidente de suspensión el artículo 152 mencionado.   Dicha tesis es visible en la novena época del Semanario Judicial de la Federación. tomo II, diciembre, página 41, y dispone: 

"AUDIENCIA EN EL INCIDENTE DE SUSPENSION. PROCEDE  DIFERIRLA  A  PETICION  DE  PARTE  CUANDO OPORTUNAMENTE SOLICITO DOCUMENTOS A UNA AUTORIDAD Y POR CAUSAS NO IMPUTABLES A AQUELLA NO HA SIDO POSIBLE PRESENTARLOS.- Si se parte de la base de que, atento al principio de supremacía constitucional establecido por el articulo 133 de la Ley Fundamental, cuando una norma jurídica admite varias interpretaciones debe adoptarse la que resulte más congruente con el Ordenamiento Supremo, se llega a concluir que lo dispuesto por el tercer párrafo del articulo 131 de la Ley de Amparo -según el cual no son aplicables al incidente de suspensión las disposiciones  relativas a la admisión de pruebas en la audiencia constitucional- no es obstáculo para que en el incidente de suspensión pueda aplicarse lo dispuesto por el articulo 152 de la misma Ley y, con apoyo en este precepto, se difiera la audiencia a petición de la parte que acreditó haber solicitado, oportunamente, copias certificadas a una autoridad y manifiesta que tal petición no le ha sido obsequiada o le fue ilegalmente rechazada. Es cierto que la prohibición contenida en el mencionado párrafo se refiere, en concreto, a la admisión de pruebas, pero no debe pasarse por alto, por un lado, que en el juicio de garantías se previenen además de esa etapa procesal, la de ofrecimiento y la de desahogo de probanzas, y, por otro, que el mencionado artículo 152 se refiere a la posibilidad real y efectiva de ofrecer la prueba documental, es decir, de presentarla (presupuesto necesario para que posteriormente el juez de Distrito esté en condiciones de examinarla y decidir su admisión o rechazo). De ahí que por analogía, y fundamentalmente. por razones de congruencia con lo establecido en la Carta Magna, así como por equidad, es posible aplicar las disposiciones de este precepto en el incidente, y así, de ser necesario, el juez difiera la audiencia, requiera de las responsables la expedición de las copias que le solicitó el quejoso y, en su caso, sancione a éste, si resulta que le informó la denegación de una copia o documento que no hubiese solicitado o que ya se le hubiese expedido. Tal interpretación concuerda con el mandato contenido en el articulo 14 constitucional, en cuanto concede al gobernado la garantía de audiencia, con la prerrogativa de defensa que la misma conlleva. En cambio, una interpretación contraria a la anterior, ocasionaría evidente indefensión al quejoso, a la par de propiciar abusos de las autoridades responsables, las que, impedirían la defensa del quejoso con omitir la expedición de constancias que demostrasen su interés jurídico respecto de la medida suspensional, circunstancia que no puede pensarse hubiera querido el legislador cuando estableció la posibilidad de suspender los actos reclamados, salvo casos de excepción, hasta en tanto se resolviera si son o no violatorios de garantías."

La jurisprudencia acabada de transcribir fue omisa en señalar el término con que el interesado debe hacer la solicitud de copias.

Lo que llevo dicho hasta ahora en el punto presente pone de manifiesto la necesidad de que en el capitulo relativo al incidente de suspensión se añada algún artículo en el que se establezca tanto la facultad de pedir el diferimiento de la audiencia incidental cuando se ha pedido a alguna autoridad la expedición de constancias que pretenden ofrecerse como pruebas en el incidente multicitado, como el término en que, en forma previa a la fecha señalada para la audiencia, debe hacerse la solicitud de copias.

12.-
He dejado para comentar en último lugar un tema que considero muy importante:  la impugnación de los acuerdos pronunciados en la audiencia incidental.

Hasta antes de que se aprobara la décimo quinta reforma hecha a la Ley de Amparo, por decreto de 29 de diciembre  de 1983, publicado en el Diario Oficial de 16 de enero de 1984 y en Vigor sesenta días después, el artículo 83, en su fracción II, al igual que ahora establecía que en el incidente de suspensión el recurso de revisión únicamente procedía tratándose de las resoluciones por las que se hubiese concedido o negado la suspensión definitiva, así como contra aquellas que hubiesen autorizado o negado la modificación o revocación de la misma clase de suspensión.

A su vez en la fracción IV del propio artículo 83, se establecía que procedía revisión contra las sentencias dictadas  en la audiencia constitucional por los jueces de Distrito. Así  simplemente.

Con  la  aludida  reforma  quince  quedó  igual  la mencionada fracción II del aludido artículo 83, pero a la fracción IV se añadió lo siguiente: 

"Al recurrirse tales sentencias podrán  impugnarse los acuerdos pronunciados en el curso de la citada audiencia".

Con posterioridad, en la reforma décimo sexta autorizada por decreto de 26 de abril de 1986, publicado en el Diario Oficial de 20 de mayo siguiente y en vigor a partir del 4 de junio del mismo año, a la frase copiada en el párrafo anterior sólo se cambió la palabra "podrán" por "deberán".

Desde entonces la ley de la materia, en el tema que comento, dispone: que en el incidente de suspensión únicamente cabe revisión, entre otros supuestos contra la interlocutoria que lo decida; que tratándose del juicio principal dicho recurso procederá también, entre otros casos, contra las sentencias dictadas en la audiencia constitucional, y que al hacerse valer dicho medio de defensa deberán atacarse asimismo los acuerdos que se hubieran pronunciado en dicha audiencia de fondo.

No  hay duda  que el  legislador omitió tomar en consideración los acuerdos tomados en la audiencia incidental.

Como el recurso de revisión está limitado a las hipótesis contempladas exclusivamente en las cinco fracciones que integran  el artículo 83 multicitado, es claro que las decisiones plasmadas en la referida audiencia incidental únicamente pueden ser atacadas a través del diverso recurso de queja, con base en el artículo 95, fracción VI, de la ley de la materia, toda vez que ésta dispone que tal recurso cabe “Contra las resoluciones que dicten los jueces de Distrito... durante la tramitación  del...  incidente  de  suspensión,  que  no  admitan expresamente el recurso de revisión conforme al artículo 83  ...”.

Lo expresado es obviamente lo legal y así lo han resuelto, si no todos, cuando menos la mayoría de los tribunales colegiados de circuito. Sólo citaré dos precedentes para corroborar lo que afirmo, localizables en el Informe de 1985, tercera parte, página 117, y en la octava época del Semanario Judicial de la Federación, tomo III, segunda parte 2, página 894, respectivamente de las voces "AUDIENCIA INCIDENTAL. LAS VIOLACIONES COMETIDAS EN LA,  DEBEN RECLAMARSE A TRAVES DEL RECURSO DE QUELA Y NO DEL DE REVISION" y "AUDIENCIA INCIDENTAL.  RECURSO DE REVISION.   NO  ES  PROCEDENTE  PARA  REMEDIAR  LAS VIOLACIONES COMETIDAS EN ELLA"  (aclaro que esta última aparece como jurisprudencia).

Inclusive la propia Suprema Corte de Justicia se pronunció en  el  mismo  sentido como  se desprende  de  la jurisprudencia por contradicción de tesis que aparece registrada bajo el número 446 en el tomo VI del Apéndice 1917-1995, que dice: 

"RECURSO  DE  QUEJA,  PROCEDE  EN  CONTRA  DE  LOS ACUERDOS DICTADOS EN EL TRAMITE DEL INCIDENTE DE SUSPENSION.- El artículo 83, fracción II, inciso a), de la Ley de Amparo, establece de manera limitada la procedencia del recurso de revisión en contra de las resoluciones de los jueces de Distrito que concedan o nieguen la suspensión definitiva. El contenido de este dispositivo se relaciona con lo dispuesto por el artículo 95, fracción VI, del mismo ordenamiento, en el cual se reserva el recurso de queja para impugnar las resoluciones dictadas durante la tramitación del juicio de amparo o del incidente de suspensión, que no admitan expresamente el de revisión; por ende, la interpretación correcta de tales preceptos es en el sentido de que el recurso de revisión, procede únicamente en contra de la concesión o negativa de la suspensión definitiva, y el de queja para impugnar los acuerdos dictados en el tramite del incidente de suspensión”.

¿Qué se deduce de todo lo anterior?   Simple y sencillamente que al parecer todo se ha maquinado de tal forma que se crió una verdadera trampa procesal para las partes o sus abogados, porque para combatir los acuerdos pronunciados en la audiencia constitucional lo deben hacer a través del recurso de revisión que interpongan hasta contra la sentencia definitiva, en cambio, si de los acuerdos adoptados en la audiencia incidental se trata, deben acudir de inmediato al recurso de queja, y si la interlocutoria respectiva también les es desfavorable habrán de atacarla mediante el recurso de revisión.

Hasta hoy, creo, el único tribunal colegiado que se ha atrevido a sostener que en la hipótesis que trato cabe revisión en similares términos a como está prescrito en la fracción IV del aludido artículo 83 (O sea, esperarse hasta el dictado de la interlocutoria que decida el incidente de suspensión y, en caso de ser ésta desfavorable, interponer tal medio de defensa en el que se impugnen tanto la propia sentencia interlocutoria como los acuerdos adoptados en la audiencia incidental), es el antiguo Primero del Segundo Circuito, como lo demuestra la ejecutoria que puede verse en el Informe de 1986, tercera parte, página 311, que dispone: 

"REVISIÓN, PROCEDENCIA DE LA, CONTRA LOS ACUERDOS DICTADOS EN LA AUDIENCIA INCIDENTAL.- Es dable examinar en revisión, las determinaciones dictadas en la audiencia incidental, pues aun cuando de manera expresa no se establece al respecto la procedencia del referido medio de  impugnación,  debe  hacerse  extensivo  en  ese  sentido,  lo preceptuado en la fracción IV, del articulo 83 de la Ley de Amparo. por cuanto a que del  numeral  invocado,  se desprende.  que  las infracciones cometidas en las resoluciones dictadas durante la diligencia constitucional  deben ser combatidas al impugnarse la resolución de fondo, cual da lugar a estimar que las violaciones cometidas durante  la  audiencia  suspensional,  también  pueden plantearse al inconformarse de la interlocutoria, ya que los recursos no han sido establecidos por el legislador. como trampas procesales que entorpezcan la defensa de los derechos de las partes, sino como instrumentos tendientes a preservar un marco de legalidad en la actuación de los funcionarios judiciales, por lo que es preciso unificar los criterios aludidos, a fin de otorgar seguridad jurídica a los intervenientes en la litis constitucional".

Si a lo expresado se añade que los incidentes de suspensión se fallan casi siempre en la audiencia incidental, no  queda duda de que el afectado con alguna resolución pronunciada durante su desarrollo nunca podrá hacer valer el recurso de queja, habida cuenta que, como ya se dictó la interlocutoria, al agotar dicho medio de defensa se le dirá que hubo un cambio de situación jurídica, y si al intentar la revisión contra aquella resolución planteara, en vía de agravio, la violación relativa al acuerdo recaído en la audiencia incidental se le manifestaría que no se puede estudiar porque era materia de recurso de queja.  ¡Una verdadera trampa procesal!.

Aunque no se relaciona con el tópico de la suspensión (yo sólo lo referí a guía de ejemplo en mi voto particular), de alguna manera tiene algo que ver con ese tema el siguiente problema que  se presentó en el tribunal al que estoy adscrito.

Antes de la audiencia constitucional se desecharon unas pruebas a la promovente del amparo. Contra la decisión respectiva  es indudable que procedía queja conforme lo estableció el pleno de la Suprema Corte en la jurisprudencia de la voz "PRUEBAS.  SU DESECHAMIENTO EN UN JUICIO DE AMPARO, MEDIANTE AUTO DICTADO POR UN JUEZ DE DISTRITO ANTES DE LA AUDIENCIA CONSTITUCIONAL, ES IMPUGNABLE EN QUELA Y NO EN REVISION" (novena época, tomo V, junio, página 87): recurso que  fue precisamente el que se hizo valer. No obstante que la actual Primera Sala del mencionado alto Tribunal sostiene que la suspensión del procedimiento a que alude el artículo 101 de la ley de la materia (relacionado a su vez estrechamente con el artículo 95, fracción VI, del mismo ordenamiento), debe decretaría, en todo caso, el propio juez de Distrito (así se dice en la ejecutoria visible en la  misma novena época, tomo IV,  julio, página 154), sucede que en el caso que comento el juzgador no lo hizo y en su oportunidad dictó sentencia definitiva. Muchos pensarán, como en la especie lo hizo la mayoría, que la queja quedó sin materia, pero ¿acaso podrá plantearse en la revisión  contra tal  fallo,  como violación del  procedimiento,  el desechamiento de las probanzas indicadas siendo que esa cuestión era propia de dicha queja?

En el asunto multicitado formulé voto particular (novena época, tomo IX, junio, página 969) en el siguiente sentido: "El auto recurrido es el pronunciado antes de que se celebrara la audiencia constitucional a través del que el Juez de Distrito desechó, a la  ahora recurrente, las pruebas testimonial y de inspección judicial que ofreció.- Contra ese acuerdo no hay duda de que procede el recurso de queja previsto en el articulo 95, fracción VI, de la ley de la materia, lo que inclusive estableció el Pleno de la Suprema Corte de Justicia en la jurisprudencia 37/97, visible en la Novena Epoca del Semanario Judicial de la Federación, Tomo V, junio, página 87, de la voz: "PRUEBAS SU DESECHAMIENTO EN UN JUICIO DE AMPARO, MEDIANTE AUTO DICTADO POR UN JUEZ DE D~STRITO, ANTES DE LA AUDIENCIA CONSTITUCIONAL,  ES  IMPUGNABLE EN QUEJA Y NO EN REVISION.". - Cada vez que se interpone el recurso aludido con apoyo en la citada fracción VI del artículo 95 mencionado, debe determinarse si la resolución que la decida influirá o no en  la sentencia definitiva, pues de aceptarse así, el procedimiento del  juicio de garantías debe suspenderse. Así lo dispone el artículo 101 de la ley invocada.- La actual integración de la Primera Sala de la Suprema Corte, interpretando dicho artículo 101, consideró que es al propio Juez Federal a quien corresponde dilucidar si suspende o no el trámite del juicio de garantías. Al respecto puede consultarse la ejecutoria visible en la Novena Epoca del Semanario invocado, Tomo IV, julio, página 154, cuyo título es el de: "SUSPENSION DEL PROCEDIMIENTO  EN  EL  JUICIO  DE  AMPARO  POR  LA INTERPOSICION DEL RECURSO DE QUEJA. CORRESPONDE DECRETARLA AL JUEZ DE DISTRITO".- Por razones obvias se entiende que un Juez Federal estará reacio a ordenar dicha suspensión, puesto que el asunto respectivo quedará estancado,  será un negocio más que acrecentara su estadística.- Todo eso me hace pensar que cuando, como en el caso, se plantea recurso de queja contra algún auto dictado antes de la celebración de la audiencia constitucional, luego que el Juez reciba el oficio por el que se le solicita el informe justificado con relación a la queja,  intencionalmente no decretará la suspensión del procedimiento y lo más pronto posible dictará la sentencia definitiva para así lograr que se quede sin materia (como se está resolviendo en la especie ) el aludido medio de defensa.- Lo expresado se corrobora con lo siguiente: El texto  original de la fracción IV del artículo 83 de la Ley de Amparo, decía así: 

"Procede el recurso de revisión:. .1V. Contra las sentencias dictadas en la audiencia constitucional por los Jueces de Distrito, o por el superior del tribunal responsable en los casos a que se refiere el artículo 37 de esta ley.".- Fue con motivo de la reforma publicada en el Diario Oficial de veinte de mayo de mil novecientos ochenta y seis (en vigor el cuatro de junio siguiente), que se adicionó la indicada fracción IV del articulo 83 para quedar como se encuentra en la actualidad, esto es, a lo copiado en el párrafo anterior se le agregó lo siguiente: "Al recurrirse tales sentencias deberán, en su caso, impugnarse los acuerdos pronunciados en la citada audiencia".- Antes de que se aprobara la adición aludida si a alguna de las partes en el juicio de garantías le afectaba alguna resolución adoptada al estarse celebrando la audiencia constitucional, procedía recurso de queja con base en la fracción  VI, del artículo 95, medio de defensa que en la mayoría de las veces e afectado no alcanzaba a interponer antes de que se dictara la sentencia definitiva, de suerte que si esta última le era desfavorabIe formulaba, casi al mismo tiempo, los dos recursos: queja contra lo resuelto en la audiencia constitucional y revisión contra el fallo (en los dos casos el término era de  cinco días).- Si en aquel entonces se hubiera sustentado el criterio sostenido por la mayoría, es claro que todas las quejas tendrían que haberse declarado sin materia. Lo que no ocurría así.- Pero no sólo me refiero al pasado, en el presente también puede suceder.- En efecto, sabido es que contra los acuerdos tomados en la audiencia incidental procede queja. Aunque sobre el particular existe criterio casi  uniforme por los Tribunales Colegiados, para muestra cito la jurisprudencia 644 del Tomo VI, del último Apéndice al Semanario aludido, que  dispone: "AUDIENCIA INCIDENTAL. LAS VIOLACIONES COMETIDAS EN LA. SON MATERIA DEL RECURSO DE QUELA Y NO DEL DE REVISION".- Si las transgreciones que se combaten fueron realizadas en la audiencia incidental y no en la interlocutoria suspensional, las mismas deben reclamarse por medio del recurso de queja a que se refiere la fracción VI del artículo 95 de la Ley de Amparo, puesto que ninguna de las fracciones del artículo 83 de la indicada ley dispone en forma expresa,  que las violaciones cometidas en la audiencia incidental podrán ser impugnadas por medio del recurso de revisión".- Es rara la ocasión en que un Juez de Distrito no dicta la interlocutoria correspondiente en el mismo momento de celebración de la audiencia incidental.- Luego, si a algunos les afecta la resolución pronunciada en el desarrollo de tal audiencia, jamás podrían interponer el recurso de queja, pues, reitero, como en el mismo acto se pronuncia la sentencia interlocutoria, contra la cual procede revisión, su dictado haría que quedara sin efectos el acuerdo emitido en la audiencia susodicha siguiendo el criterio de mis compañeros Magistrados.- Por todo lo anterior es que no comparto su opinión".

Se hace indispensable, pues, que se adicione el artículo 83, fracción II, inciso a), de la Ley de Amparo, para que quede así: "Procede el recurso de revisión: ... II. Contra las resoluciones de los jueces de Distrito o del superior del Tribunal responsable. en su caso, en las cuales: a) Concedan o nieguen la suspensión definitiva. Al recurrirse 'a correspondiente interlocutoria deberán, en su caso impugnarse los acuerdos pronunciados en la audiencia incidental".

Jorge Figueroa Cacho

EL OFENDIDO Y LA SUPLENCIA DE LA QUEJA.

1. El ofendido y la suplencia de la queja.

El artículo 107 Constitucional en su fracción II, segundo párrafo, establece que deberá suplirse la deficiencia de la queja de acuerdo con lo que disponga la Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 Constitucionales, y ésta en su artículo 76 bis, fracción II, establece que en materia penal, la suplencia operará aun ante la ausencia de conceptos de violación o de agravios del reo, o cualquier particular que reclame alguna violación de garantías contemplada en el artículo 37 de la Ley de Amparo. 

Ahora bien, la naturaleza del juicio de garantías permite al juzgador ampliar la intención del legislador en aras de la preservación de las garantías individuales de los gobernados, tal y como se consideró en la exposición de motivos del decreto que incorporó al artículo 107 vigente, la suplencia de la queja deficiente en amparos en revisión en materia penal, que expresa en lo conducente 

"El motivo que justifica la suplencia de la queja deficiente en amparos penales, ha consistido siempre en proteger, de la manera más amplia posible y apartándose del formalismo que muchas veces des plaza la justicia intrínseca del negocio jurídico del negocio jurídico de que se trate, valores e intereses humanos de la más alta jerarquía. como son la vida y libertad del individuo. Conforme a este desideratum, se ha estimado la Constitución por la Ley de Amparo y por la jurisprudencia de la Suprema Corte, que en el amparo penal puede existir mayor liberalidad en la apreciación de los conceptos de violación o de los agravios alegados por el quejoso, y que, en el supuesto de no haberlos expresado, el órgano jurisdiccional de control debe tener facultad para suplir su deficiente formulación o su total ausencia, toda vez que, atendiendo al ambiente económico en que vive la mayoría de la población de México, y que, sí no es de pobreza es de extrema miseria, y en el que se registra generalmente la delincuencia, los autores de un delito carecen del numerario suficiente para remunerar los servicios profesionales de un abogado que, mediante sólidos conocimientos jurídicos, habilidad técnica o influencia política o amistosa, los patrocine con éxito viable." 
De lo que se sigue, que si la tutela de la defensa del acusado por la comisión de un delito es de una cobertura tan amplia, y ante el evidente desequilibrio de los beneficios o garantías existentes entre el victimario probable y  la víctima del delito, por mayoría de razón tratándose de ésta última, se debe suplir la deficiencia de la queja como protección mínima de su derecho de impugnar las resoluciones del Ministerio Público de no ejercicio o del desistimiento de la acción penal, como de manera clara se expresa en el criterio sustentado por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que en lo conducente se transcribe: 

"la negativa sobre el ejercicio de la acción penal o el desistimiento de ésta, cuando resultan injustificados, violan en perjuicio del denunciante, querellante, víctima del delito o de los familiares de éste, o del interesado legalmente en la persecución del delito, la garantía de seguridad jurídica consagrada en la reforma al artículo 21, párrafo cuarto, de la Constitución Política. Además, es patente que tales determinaciones afectan los intereses jurídicos de la sociedad y por ende, del ofendido, persona que ha resentido directa o indirectamente la conducta calificada como delito, en especial, al privarle de la posibilidad de obtener la reparación del daño, por lo que éste, por sí, por medio de sus representantes o, en su caso, sus sucesores, el legitimado para ejercer al respecto la acción de garantías. Conforme a lo  anterior, si las determinaciones del Ministerio Público sobre el no ejercicio o desistimiento de la acción penal, pueden resultar directamente violatorias de las garantías individuales del ofendido, el juicio  de amparo es plenamente procedente para reclamarlas”. Amparo en revisión 32/197.- Luis Guillermo Bueno Ziaurriz.- 21 de octubre de 1997.- Unanimidad de once votos.- Ponente: Juan Díaz Romero.- Secretario: Armando Cortés Galván.
En suma, si el máximo Tribunal de la Nación estableció que el ofendido tiene el carácter de parte dentro de la relación jurídica procesal, aunque sea de manera limitada, pues sólo puede impugnar resoluciones de naturaleza administrativa dictadas por el Ministerio Público, deviene evidente que en sus exposiciones de agravios, cuando menos, procede suplir la deficiencia de la queja.

José Pérez Troncoso

EL CUMPLIMIENTO DE LAS SENTENCIAS DE AMPARO

PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA

Es un imperativo constitucional el debido cumplimiento de toda sentencia que conceda el amparo. Para la sociedad reviste singular importancia que dichas sentencias sean acatadas y cumplidas dentro del término que establece la ley, pues entraña la restauración del orden constitucional. Mayormente  tiene un interés especial para el quejoso pues no debe quedar en simple declaración la de restaurarlo en su derecho vulnerado, la de restituir las cosas al estado que tenían antes  de la violación de sus garantías individuales, sino que debe  materializarse dicha restitución mediante el cumplimiento correspondiente de la  ejecutoria de amparo.

DESARROLLO DEL TEMA.

De acuerdo con lo dispuesto por los artículos 105 y 106 de la Ley de Amparo, toda ejecutoria que conceda la protección federal debe cumplirse dentro del término de veinticuatro horas, contadas a partir de la notificación a la autoridad responsable y la recepción por ésta  del testimonio respectivo. cuando la naturaleza del acto lo permita, o encontrarse en vías de ejecución en hipótesis contraria, lo que le deberá informar por la autoridad responsable al órgano jurisdiccional de control. En caso de incumplimiento se requerirá, de oficio o a instancia de parte, al superior jerárquico de la responsable para que la obligue a  cumplir la ejecutoria de amparo, y si no obstante lo. requerimientos hechos no se obedeciere la ejecutoria se remitirá el expediente original a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para los efectos  del articulo 107, fracción XVI de la Constitución Federal de la República.

Por su parte el artículo 113 de la Ley de Amparo, dispone que no podrá archivarse ningún juicio de amparo sin que quede enteramente cumplida la sentencia en que le haya concedido al agraviado la protección constitucional, o apareciere que ya no hay materia para la ejecución. 

La citada fracción XVI del artículo 107 constitucional establecía, antes de la reforma publicada el 31 de diciembre de 1994,  en el  Diario Oficial de la Federación, lo siguiente:

"XVI. - Si concedido el amparo la autoridad responsable  "insistiere en la repetición del acto reclamado o tratare "de eludir la sentencia de la autoridad federal, será "inmediatamente separada de su cargo y consignada "ante el juez de Distrito que corresponda".

Resulta evidente el imperativo constitucional de que toda ejecutoria de amparo debe ser necesaria y absolutamente cumplimentada,  importa al orden social y al interés público, pues se trata precisamente de la salvaguardia de nuestra Carta Magna,  de  la preservación  de  la Constitución, del basamento y justificación de nuestro Estado de Derecho.

La reforma constitucional mencionada dio a la referida fracción una considerable, amplia y diversa redacción, ahora dice:

"XVI.- Si concedido al amparo la autoridad responsable "insistiere en la repetición del acto reclamado o tratare "de eludir la sentencia de la autoridad federal, y la "Suprema Corte de Justicia estima que es inexcusable el "cumplimiento, dicha autoridad será inmediatamente "separada de su cargo y consignada al juez de Distrito "que corresponda. Si fuera excusable, previa declaración "de incumplimiento o repetición, la Suprema Corte "requerirá a Ja responsable y le otorgará un plazo  "prudente para que ejecute la sentencia. Si la autoridad "no ejecuta la sentencia en el término concedido, la "Suprema Corte de Justicia procederá en los términos "primeramente señalados."

Cuando la naturaleza del acto lo permita, la Suprema Corle de Justicia, una vez que hubiera determinado el incumplimiento o repetición del acto reclamado, podrá disponer de oficio al cumplimiento substituto de las sentencias de amparo, cuando su ejecución afecte  gravemente a la sociedad o a terceros en mayor proporción que los beneficios económicos que pudiera obtener el quejoso. Igualmente, el quejoso podrá solicitar ante el órgano que corresponda, el cumplimiento substituto de la sentencia de amparo, siempre que la naturaleza del acto lo permita.

La inactividad procesal o la falta de promoción de parte interesada, en los procedimientos tendientes al cumplimiento de las sentencias de amparo. producirá su caducidad en los términos de la ley reglamentaria".

No tenemos ninguna objeción en Cuanto al contenido y redacción de los dos primeros párrafos de la indicada fracción XVI del  artículo 107 constitucional, nos parece conveniente y acertado que se establezcan sistemas acordes para el mejor cumplimiento de las ejecutorias de amparo, estimando cada caso en concreto y su afectación a la sociedad. 

Pero en cuanto se refiere al párrafo tercero lo consideramos contrario a la tradición jurídica mexicana y a la evolución y desarrollo que ha tenido nuestro juicio de amparo, que si bien tiene como  supuesto de procedencia la iniciativa o instancia de parte, su prosecución es oficiosa y en caso de que se dicto sentencia  concediendo al amparo, al causar ejecutoria, ésta debe cumplimentarse también de manera oficiosa,  pues de no proceder en esta forma sería una resolución simplemente declarativa, que no obstante haber establecido la existencia de una vulneración al orden constitucional y dispuesto que sea restaurado volviendo las cosas al estado que guardaban antes de la violación de garantías, se concreta sencillamente a declararlo pero sin restaurar materialmente el orden constitucional violentado.

Por otra parte, el referido párrafo tercero de la fracción XVI del articulo 107 constitucional, se presta a confusión, pues no aclara si la caducidad le refiere al juicio de amparo o al procedimiento de  ejecución de la sentencia de amparo queremos pensar que se refiere a este último pues tal es el espíritu de la fracción en general, por lo que el párrafo resulta confuso por lo impreciso, Pero declarar la caducidad por inactividad procesal o por falta de promoción de parte interesada únicamente producirá el efecto  de  que  la ejecutoria de amparo permanezca tal cual, en los términos en que fue pronunciada, en esa virtud ya no se exigirá su cumplimiento, lo que la convertirá en una sentencia meramente declarativa pero sin fuerza coactiva ni restitutoria.

Ahora bien, el segundo párrafo del artículo noveno transitorio del decreto de reformas constitucionales publicado en el Diario Oficial de la Federación el 31 de diciembre de 1994, estableció:

"Las reformas a la fracción XVI del artículo 107, entrarán "en vigor en la misma fecha en que entren en vigor las "reformas a la ley reglamentaria de los artículos 103y 107 "constitucionales".

De lo anterior se deduce que las reformas hechas a la fracción XVI del artículo 107 constitucional, aún no han entrado en vigor, pues la única reforma que ha tenido la Ley de Amparo, es la publicada en el Diario Oficial de la Federación, el 8 de febrero de 1999, que se refiere a temas e instituciones muy diversos al cumplimiento de las ejecutorias de amparo. Luego, si después de casi cinco años de estar plasmada en la Constitución la reforma a la fracción XVI del artículo 107, la misma todavía no entra en vigor, sino que debe seguir aplicándose tal y como se encontraba redactada antes de su reforma, lo mejor sería pugnar porque se derogara y se borrara de la Constitución el párrafo tercero de la indicada fracción, no solo por confuso y contrario a la salvaguardia constitucional,  sino también porque resulta innecesario, dado que no han sido reformados hasta hoy los artículos del 104 al 113 de la Ley de Amparo, con posterioridad a la reforma constitucional del 31 de diciembre de 1994.

Resulta pertinente destacar que no existe en la Ley de Amparo una instrumentación adecuada, lo suficientemente clara y explícita,  para obligar a una autoridad contumaz y rebelde a cumplir una ejecutoria de amparo, el procedimiento establecido en el articulo 111 resulta un tanto vago y muy general cuando se refiere al dictado de las "ordenes necesarias",  y lo mismo ocurre al mencionar el auxilio de la fuerza pública,  independientemente  de  las  excepciones  que  contempla. Posiblemente el Constituyente Permanente de 1994 hubiera pensado en alguna fórmula lo suficientemente efectiva y rápida, que se introdujera mediante una reforma substancial al capítulo XII del título primero de la Ley de Amparo, pero a la fecha el Legislativo Federal no lo ha realizado, y así la reforma constitucional en su parte aceptable de los dos primeros párrafos de la fracción XVI del artículo 107, aparece en nuestro Texto Político Supremo pero sin entrar en vigor.

CONCLUSIONES:

PRIMERA.- Toda ejecutoria que conceda la protección federal debe ser inexorablemente cumplida por importar al orden constitucional y a la sociedad en general.

SEGUNDA. Es preciso una reforma substancial al capítulo de ejecución de sentencias de la Ley de Amparo que establezca una  fórmula lo suficientemente efectiva y rápida para lograr el debido cumplimiento de las ejecutorias de amparo. 

TERCERA.-  La resolución ejecutoria que otorga la protección de la Justicia Federal no debe ser meramente declarativa, sin fuerza coactiva ni restitutoria, sino que debe cumplimentarse por importar a la salvaguardia constitucional.

CUARTA.-  El párrafo tercero de la fracción XVI del artículo 107 constitucional, introducido mediante la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 31 de diciembre de 1994, debe ser derogado y borrado de la Constitución Federal por ser confuso, innecesario y contrario al orden constitucional.

Rodolfo R. Ríos Vázquez

TRAMITE DE LA SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO EN MATERIA LABORAL.

De todos es conocido, pero no menos importante señalar que la figura jurídica de la suspensión en el juicio de garantías tiene las características de una providencia cautelar o precautoria, que permite conservar la materia del juicio de amparo y de duración limitada; tratándose del amparo indirecto la suspensión provisional tiene vigencia hasta en tanto se dicte la resolución sobre la definitiva y ésta, al dictado de la sentencia en el cuaderno principal de la demanda de amparo y cause ejecutoria; en relación a los amparos directos, subsiste y dura la medida suspensional concedida, hasta que se resuelva en definitiva el amparo propuesto.

 Es característico pues, de la medida cautelar, crear un estado jurídico provisional hasta que se resuelva el juicio de amparo en lo principal y, tiene por objeto prevenir o asegurar que el acto reclamado se suspenda o no se ejecute, por los posibles daños y perjuicios que puedan ocasionarse al quejoso.

Es sabido también, que la Ley de Amparo prevé varias formas de suspensión, como son: a) La de oficio; b) La de petición de parte y c) La llamada suspensión de plano, previstas cada una de ellas por los artículos 123,124,170, 173, 174 y 175, de la Ley de Amparo.

Para su concesión:

1).- Se tomará en cuenta la naturaleza del acto reclamado; 2).- La dificultad de la reparación de los daños y perjuicios que pueda sufrir el agraviado, con la ejecución del acto; 3.- Los daños y perjuicios que pueda sufrir el tercero perjudicado, con la suspensión del acto reclamado; 4).- Y, los daños y perjuicios que pueda sufrir el interés general; 5.- Si se trata de afectación al interés general, la suspensión se concederá o negará atendiendo a no causar perjuicios y sin otorgar fianza.

Al presente tema, interesa la tramitación de la suspensión que es a petición de parte, prevista por el artículo 174, la que procede tratándose de laudos o de resoluciones que pongan fin al juicio dictado por Tribunales del Trabajo. 

Igual de todos es conocido, que el marco jurídico para la procedencia del amparo directo en materia laboral y de la medida suspensional, está previsto por el artículo 107, fracciones III inciso a), V inciso d, VI, X  y XI, de la  Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y, por el referido artículo 174, de la Ley de Amparo. 

Que la tramitación de la medida suspensional se solicita ante las autoridades responsables acorde a lo dispuesto por los artículos 170 que prevé la Regla General y 174 que contempla la Regla especifica, ambos de la Ley de Amparo y, corresponde al presidente de las Juntas Locales o Federales de Conciliación y Arbitraje, y en su caso, a los presidentes de los Tribunales Federales de Conciliación y Arbitraje, resolver sobre la concesión o no, de la medida demandada.

Esto obedece a que la jurisdicción contenciosa concluye con el dictado del laudo por el cuerpo colegiado, en términos de lo dispuesto por los artículos 837, fracción III, 838, 839, 840, 841, 842 y 843, de la Ley Federal del Trabajo.

Mientras que la ejecución del laudo, corresponde a los presidentes de las Juntas de los Tribunales de Conciliación y Arbitraje, en los términos de lo previsto por los artículos 939 y 940 de la Legislación Laboral, quienes a la vez, conforme a lo dispuesto por los artículos 617, fracción IV, 618 fracción II, de la propia Ley Laboral, están facultados, entre otras cosas para ejecutar los laudos dictados por el Pleno y por las Juntas Especiales.

Ahora bien, en términos de lo dispuesto por el artículo 163, de la Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 Constitucionales, se tiene que la demanda de garantías contra un laudo o resolución que ponga fin al juicio dictado por los Tribunales del Trabajo, deberá presentarse por conducto de la autoridad responsable que lo emitió; quien tendrá la obligación de hacer constar al pie del escrito de la demanda, la fecha en que fue notificada la resolución combatida y la de presentación del escrito, e igual los días inhábiles que mediaron entre ambas fechas, a efecto de que el Tribunal Colegiado determine y se pronuncie sobre la presentación oportuna o extemporánea de la demanda.

También corresponde a la autoridad responsable, correr traslado con las copias de la demanda a cada una de las partes en el juicio, así como emplazarlas para que, dentro del término máximo de diez días, comparezcan ante el Tribunal Colegiado de Circuito a defender sus derechos.

El artículo 107, fracciones X y XI, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consigna la figura o institución de la suspensión de los actos reclamados, así como los procedimientos y formas de orden jurídico a que deberá sujetarse y, tratándose de amparo directo promovido ante los Tribunales Colegiados de Circuito, se pedirá la medida cautelar ante la autoridad responsable, la que decidirá al respecto.

En la fracción X, se alude a las sentencias definitivas en materia penal y civil y, en la fracción XI, se refiere en términos genéricos a la suspensión cuando se trata de amparos directos.

Se advierte pues que no hay disposición concreta y específica en relación a la suspensión tratándose de la materia laboral, es decir, del amparo directo en que se reclame un laudo dictado por cualquiera de las autoridades competentes Junta Local de Conciliación y Arbitraje, Junta Federal de Conciliación y Arbitraje o Tribunales Federales de Conciliación y Arbitraje, sino que correspondió a la Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107, Constitucionales, regular su trámite en el numeral 174, sin duda con apoyo en la fracción XI, citada.

A este respecto, si bien la Ley Reglamentaria de un precepto constitucional la constituye el conjunto de normas jurídicas de carácter abstracto e impersonal que facilitan la exacta observancia de la norma fundamental; aquéllas deben ajustarse al principio de la reserva de la ley la cual se cumple cabalmente.

Sin embargo, nada impide, es decir, no hay razón jurídica que obstaculice que el artículo 107, Constitucional en sus fracciones X y XI, se adicionen para hacer referencia específica a la suspensión en materia laboral y así, el citado artículo 174 de la Ley de Amparo, regula el procedimiento y forma de orden jurídico tratándose de la suspensión en materia laboral en el caso de amparo directo contra la ejecución de un laudo, con base en una norma fundamental concreta, no genérica; ya que si se encuentra normada la tramitación de la suspensión en relación a las sentencias definitivas civiles, no hay razón válida, para no hacer lo propio en los asuntos laborales, pues no hay duda de que el legislador equiparó aquéllas a los laudos, no obstante sus características propias, ya que en los asuntos laborales están en juego cuestiones, además del aspecto privado y patrimonial, el del interés colectivo que atañe a la justicia social, como son evitar a la parte obrera, por antonomasia la débil de la relación trabajo-capital,  los graves  perjuicios que  pudiera ocasionar la suspensión, tanto en lo personal como al núcleo familiar, al ponerla en trance de no subsistir durante la tramitación del juicio de amparo.

En especial, corresponde al Presidente del Tribunal del Trabajo, cuando se demanda la suspensión del laudo o de las resoluciones que pongan fin al juicio dictados por los Tribunales del Trabajo conceder, a su juicio, la suspensión y para ello deberá tomar en consideración que no se ponga a la parte que obtuvo, si es la obrera, en peligro de no poder subsistir mientras se resuelve el juicio de garantías y que, sólo se suspenderá la ejecución en lo que exceda de lo necesario para asegurar la subsistencia indicada; asimismo, se prevé que la suspensión surtirá efectos si se otorga caución en los términos indicados con antelación.

Se advierte, que para la tramitación de la demanda de garantías, es la Junta a la que corresponde llevarla a cabo, de ahí que debe considerarse que si el acto reclamado fundamental y toral lo es el laudo que resolvió la cuestión de fondo planteada, o bien la resolución que sin ocuparse de las acciones, excepciones o defensas y de las pretensiones deducidas oportunamente en el juicio laboral, ponen fin a éste y que son dictadas por los miembros que integran la Junta, o sea el representante del trabajo, el representante del capital y el representante del gobierno, debiera ser a este Cuerpo Colegiado, al que correspondiera resolver sobre la suspensión de la ejecución del acto, por ser quienes fallaron en definitiva sobre la condena en perjuicio del patrón y conocer los factores y circunstancias fácticas y jurídicas que los llevaron a tal determinación.

Así, debe estimarse que a dicho Cuerpo Colegiado toque resolver sobre la procedencia o no de la medida  suspensional de la ejecución del acto reclamado. 

No es obstáculo para arribar a la conclusión anterior, que la Legislación Laboral encomiende la ejecución del laudo al Presidente del Tribunal Obrero, toda vez que si para la tramitación de la demanda de garantías por lo que hace a su recepción y remisión al Tribunal Colegiado de Circuito, no hay razón jurídica para no ocuparse de la tramitación de la suspensión, pues en el caso de que únicamente se señalara como autoridad responsable al cuerpo colegiado y, se demandara la suspensión de la resolución definitiva dictada por éste, de todas maneras habría de tramitarse y sustanciarse la medida suspensional y, de concederse en los términos previstos por el artículo 174, de la Ley de Amparo, igual surtiría efectos,  aun  cuando  no  se  señalara  como  autoridad responsable al presidente de dicho Tribunal.

PROPOSICION:

1.-  Se  adicione  del  artículo  107,  fracciones  X  y XI, Constitucional, para que de manera concreta y específica  regule la suspensión del acto reclamado tratándose de laudos o resoluciones que pongan fin al juicio dictado por los Tribunales del Trabajo.

2.-
Que sea el cuerpo colegiado del trabajo, el que se encargue del trámite de la suspensión.

Jesús Rodolfo Sandoval Pinzón

IMPORTANCIA DE PRECISAR EL MOMENTO EN QUE SURTE EFECTOS LA CONCESIÓN DE LA SUSPENSIÓN, DECRETADA POR JUEZ DE DISTRITO O TRIBUNAL COLEGIADO, PARA EN SU CASO, PODER DETERMINAR SOBRE LA VIOLACIÓN A LA MISMA 

IMPORTANCIA DE  PRECISAR EL MOMENTO EN QUE SURTE EFECTOS LA CONCESION  DE LA SUSPENSION, DECRETADA POR JUEZ DE DISTRITO O TRIBUNAL COLEGIADO, PARA EN SU CASO, PODER DETERMINAR SOBRE LA VIOLACION A LA MISMA

I.-
PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA.

Se estima necesario que en las resoluciones dictadas en  el incidente de suspensión, tanto provisional como definitiva, se  precise el momento en que surte sus efectos, a fin de que el Juez de Distrito o el Tribunal Colegiado, en su caso, estén en aptitud de determinar si se violó o no dicha medida cautelar por la responsable, y por  ende, retrotraer los efectos de la suspensión a dicho momento. De modo que si la responsable ejecuta el acto reclamado con posterioridad  al momento en que se decreta, se estime que existe una violación a la suspensión,  y por tanto, será posible  retrotraer los efectos de  la suspensión al momento en que fue decretada, siempre que la naturaleza del acto lo permita.  El caso, reviste mayor relevancia cuando en la misma fecha en que se decreta la medida suspensional, se ejecuta el acto suspendido, pues surge el problema para  determinar que ocurrió primero. Para remediar esta incertidumbre, la ponencia propone, como alternativa, que el juez de Distrito y Tribunal  Colegiado, en su caso, incorpore a la resolución la hora, a la fecha en que  se emite, lo cual será determinante para esclarecer, en su momento,  si hay o no violación a la suspensión.

II.-
SITUACION LEGAL ACTUAL.

El artículo 139, primer párrafo, de la Ley de Amparo, vigente desde su publicación  en el Diario Oficial de la Federación (10 de enero de 1936), dispone: 

El auto en que un juez de Distrito conceda la suspensión, surtirá sus efectos desde luego, aunque se interponga el recurso  de revisión; pero dejará de surtirlo si el agraviado no llena, dentro de los cinco días siguientes al de la notificación, lo requisitos que  se le hayan exigido para suspender el acto reclamado

III.- INTERPRETACION.

Diversas tesis de la Corte Suprema (cuando el tema era de su competencia), de Tribunales Colegiados de Circuito e investigadores de la materia, al interpretar diversos artículos de la Ley de la materia y en particular el párrafo del artículo insertado, han dado por  sentado que tanto el acuerdo de suspensión provisional y la resolución definitiva, inician su vigencia a partir de que éstos se notifican a la responsable; y que cuando existe parte tercer perjudicada, la suspensión surtirá sus efectos hasta que se cumpla con el requisito de efectividad (exhibición de la garantía respectiva).

Sin embargo, aun cuando la redacción del párrafo citado de la Ley en comento no ha sido  reformado desde su expedición, en la última década diversos Tribunales de Circuito han reinterpretado  el momento en que surte efectos la suspensión. Se han pronunciado en el sentido de que, el artículo 139 referido, al utilizar el modo adverbial "desde luego", significa que es "inmediatamente", es decir,  desde que el juez de Distrito  resuelve sobre la suspensión  provisional o definitiva; o, en su caso, el Tribunal Colegiado cuando resuelve el incidente en revisión. Pues, lo que determina su obligatoriedad de la resolución, es el haberse concedido y no su notificación, por  tratarse de una excepción al artículo 33 de la Ley de la Materia. Todo ello a la luz de una teoría que vela más porque se cumpla cabalmente con el objeto esencial de la medida cautelar, que es suspender, cuando proceda, el acto de autoridad que se estima violatorio de  garantías.

Se arriba a la anterior conclusión con apoyo, entre otras tesis, en la publicada en la página 375,  Tomo X, Diciembre de 1992, Octava Epoca, del Semanario Judicial de la Federación, cuya sinopsis establece:

SUSPENSION, EL AUTO EN EL QUE SE CONCEDE SURTE EFECTOS DESDE LUEGO, DE CONFORMIDAD CON EL PRIMER PARRAFO DEL ARTICULO 139 DE LA LEY DE AMPARO.  POR  LO TANTO,  EL ACTO QUE  SE  EJECUTE  CON POSTERIORIDAD A LA FECHA EN QUE SE CONCEDIO LA MEDIDA CAUTELAR, ES VIOLATORIO  DE  LA  MISMA  Y  DEBE  DECLARARSE  INEXISTENTE,  CON INDEPENDENCIA DE QUE EN LA FECHA EN QUE SE EJECUTO EL ACTO, LAS RESPONSABLES AUN NO HABÍAN SIDO NOTIFICADAS. El primer párrafo del artículo 139 de la Ley de Amparo, es claro y contundente al señalar el  momento en que surte efectos la suspensión, pues establece; 'El auto en que un juez de  Distrito conceda la suspensión surtirá sus efectos desde luego', disposición tajante, en virtud de que el legislador utilizó el modo adverbial 'desde luego', que significa 'inmediatamente, sin tardanza' (Diccionario de la Lengua Española, décima novena edición, 1970, página 821, bajo la voz 'luego... desde luego'), así resulta claro que  el momento en que surte efectos la suspensión es cuando, una vez solicitada la medida  cautelar, o bien, si procede de oficio, el juez de Distrito o la autoridad que conozca del  juicio, examinando las constancias que tenga, determina que la medida suspensiva  procede, y dicta el acuerdo o resolución en el que ordena se mantengan las cosas en el estado que guardan. De esta manera, es en la fecha en que se dicta o emite el auto concediendo la suspensión (considerándose que el ideal es que sea la misma fecha en que se  solicitó o que se reclamó la violación), cuando surte sus efectos paralizadores,  debiendo ser acatadas por cualquier autoridad e incluso por cualquier persona que no  obstante no teniendo el carácter de autoridad, tenga alguna ingerencia en la ejecución de  los actos. En la práctica se presenta el problema de que el acuerdo o resolución en que se  concede la suspensión, desafortunadamente ya no es notificado el mismo día en que se dicta, como fue el deseo del legislador sino que ahora media un tiempo, en ocasiones largo, entre la fecha del acuerdo en el que se concede la suspensión al quejoso, y la fecha  en que se notifica éste a las autoridades responsables, sucediendo que en este lapso se  llegan a ejecutar los actos suspendidos por el juez de Distrito, actos que son violatorios de la suspensión concedida, por haberse ejecutado con posterioridad a la fecha en que se emitió el auto de suspensión, por consiguiente, atendiendo a que la violación a la  suspensión tiene dos consecuencias que son: el volver las cosas al estado que tenían  al momento de decretarse la suspensión, y el determinar la responsabilidad en  que incurre la autoridad que desacató lo ordenado por un juez de Distrito, estas  consecuencias pueden darse la una sin la otra, o bien, las dos juntas. Respecto a la primera consecuencia, esto es, el volver las cosas al estado que tenían al momento de decretarse la suspensión provisional, encontramos dos requisitos: el primero, que la naturaleza del acto ejecutado lo permita, y  el segundo, que respecto a dicho acto se haya concedido la suspensión definitiva, en el supuesto de que ésta ya se hubiere resuelto, como es el caso que  nos ocupa, en virtud de que la suspensión definitiva va a sustituir a la provisional, dejándola sin efecto en el caso de que se niegue la medida cautelar en contra del acto suspendido con la provisional; el primer requisito de la especie si se da, toda vez, el acto ejecutado después de concedida la suspensión provisional, es la clausura del negocio de la quejosa, acto que por su naturaleza puede dejarse sin electos y ordenar el levantamiento  del estado de clausura ejecutado cuando la quejosa ya disfrutaba de la medida cautelar concedida por la juez de Distrito. y el segundo requisito, relativo a que, de haberse resuelto sobre la suspensión definitiva, ésta se haya concedido por el acto cuya ejecución se  reputa violatoria de la suspensión provisional, pues de negarse la definitiva, esto haría jurídicamente imposible volver las cosas al estado que tenían cuando se otorgó la  provisional, también se surte, puesto que la juez a quo concedió la suspensión definitiva para el efecto de que no se clausure la negociación que defiende la quejosa. Por consiguiente, al darse los dos requisitos necesarios para que se actualice la primera consecuencia de resultar fundada la denuncia de violación a la suspensión provisional, consistente en que vuelvan las cosas al estado que tenían al decretarse la suspensión provisional, procede declarar inexistente la clausura ejecutada y ordenar que las cosas vuelvan al estado que tenían al decretarse la suspensión provisional. Por lo que hace a la segunda consecuencia que se deriva de la violación a la suspensión, consistente en determinar la  responsabilidad en que incurre la autoridad que desacató lo ordenado por un juez de Distrito, no se  da, es decir, no es el caso de determinar la responsabilidad en que incurrieron las  autoridades denunciadas, toda vez que, ésta no existe de conformidad con el artículo 206 de la Ley de Amparo, el cual señala que será sancionada la autoridad que no obedezca un auto de suspensión debidamente notificado, lo que interpretado a contrario sensu significa que una autoridad que no se encuentra debidamente notificada de un auto de suspensión, al momento de ejecutar el acto suspendido o desobedecer lo ordenado en aquél,  no será sancionada, esto es, no incurre en el delito de abuso de autoridad, por lo  que de no darse exactamente los supuestos que prevé este numeral (que exista una suspensión concedida por el juez de Distrito, que esté debidamente notificada a la autoridad y que ésta la desobedezca), no es el caso de determinarle responsabilidad a esa autoridad, y en el caso a estudio no se dan los tres supuestos jurídicos mencionados, en virtud de que el acto violatorio de la suspensión provisional se ejecutó antes de que el auto que la concedió fuera debidamente notificado a las responsables. Es de concluirse que el hecho de que la autoridad ejecute un acto suspendido por un juez de Distrito, con  desconocimiento de que existía tal medida cautelar con anterioridad a su ejecución, no impide que dicho acto se declare nulo de pleno derecho por ser violatorio de la determinación del juez de Distrito y se ordene volver las cosas al estado que tenían cuando se concedió la suspensión, pues el desconocimiento de la medida cautelar, por no haberse notificado legalmente a la autoridad denunciada, el auto suspensivo, sólo trae como efecto el salvar su responsabilidad para que no se le sancione, pero no el que subsistan los actos violatorios de la suspensión concedida.

Organo que lo emitió y precedentes:

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Queja 283/92. Marlene Mendoza Portillo. 24 de septiembre de 1992. Unanimidad de votos. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Secretaria:  María Guadalupe Robles Denetro."

En el mismo sentido, se emitió la tesis publicada en la página 573, Tomo II, Segunda Parte-21 de la Epoca y Semanario en consulta, que establece:

SUSPENSON PROVISIONAL. SURTE EFECTOS DESDE LUEGO Y NO HASTA QUE SE NOTIFIQUE EL AUTO EN QUE LA DECRETA. El artículo 139 de la Ley de Amparo, en su parte conducente dice: el auto en que un juez de Distrito concede la suspensión surtirá efectos desde luego. Por tanto, el hecho de que a la autoridad se le haya notificado la resolución que concede la suspensión provisional con posterioridad a la fecha en que ejecutó el acto que se le reclama, no la exime de su cumplimiento si la concesión de la de la suspensión provisional se decretó con  anterioridad, pues lo que determina su obligatoriedad es el haberse concedido y no su notificación.

Organo que lo emitió y precedentes:

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Queja 292/88. Eugenia Lilia Gómez Suárez. 27 de octubre de 1988. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Amado Yáñez. Secretaria:  Alejandra de León González.

Queja 182/88. Delegado del Departamento del Distrito Federal en Cuauhtémoc y otras. 14 de noviembre de 1988. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Amado Yáñez. Secretario: Mario Sosa Escudero.

Similar criterio lo sostiene la tesis publicada en la página 283, Tomo VIII, Octubre de 1991, Epoca y Semanario referido, que es del tenor literal siguiente: 

SUSPENSION EN EL AMPARO. INTERPRETACION DEL ARTICULO 139, PARRAFO PRIMERO, EN RELACION CON EL 33, AMBOS DE LA LEY DE  AMPARO. El artículo 139, párrafo primero, de la ley de materia determinada  que el auto en que un juez de Distrito concede la suspensión surtirá sus efectos desde  luego, por lo que desde su fecha, las autoridades están obligadas a respetar la medida ya que el texto legal no sujeta su obligatoriedad a la notificación del auto respectivo. Lo que entraña una excepción al artículo 33 de la Ley de Amparo.

Organo emisor y precedente:

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Queja 164/91. Delegado del Departamento del Distrito Federal en Gustavo A. Madero. 20 de junio de 1991. Unanimidad de votos. Ponente: Hilario Bárcenas Chávez. Secretario: Oscar Germán Cendejas Gleason.

IV.- CONSIDERACIONES.

Así pues,   cuando el juez de Distrito resuelve sobre la suspensión provisional, ésta  debe notificarse de inmediato, y la definitiva a más tardar al día siguiente. Sin embargo, tratándose  de la suspensión definitiva, la práctica  general  indica que ésta no es notificada en la fecha en que se decreta, sino que transcurren varios días, particularmente cuando la definitiva es resuelta por Tribunal Colegiado. Lo que resulta evidente cuando el Tribunal Colegiado y el Juzgado de Distrito no residen en la misma ciudad; y más aún cuando las responsables residen en una tercera ciudad. De modo de que  entre el momento en que el Tribunal Colegiado resuelve revocar y  conceder la suspensión definitiva, y la fecha en que se hace del  conocimiento al Juez de Distrito, y éste a su vez lo comunica a la responsable, es notorio que transcurren varios días.

No presenta mayor problema determinar si hubo violación o no a la suspensión, cuando se ejecuta el acto reclamado en fecha  posterior a aquella en que se decretó la suspensión. Sin embargo, si el acto suspendido se ejecuta en la misma fecha en que ésta se decretó, y  la parte quejosa ocurre denunciando la violación a la medida cautelar, el Juez de Distrito o el Tribunal Colegiado, al resolver la queja,  no podrá determinar si se actualiza o no tal violación, porque no tiene los elementos para ello. Que en este caso es la hora exacta en que se concedió la medida referida. De ahí, que resulte conveniente incorporar ese dato adicional a la  resolución  respectiva, que es precisamente la hora en que ésta se decreta. Esto es necesario e importante para estar en posibilidades de determinar si se violó o no la suspensión, y en su caso, proveer lo necesario, para retrotraer los efectos de la medida suspensiva. 

Lo que además de ser útil y necesario, no resulta un problema práctico, pues los ordenadores o computadoras con que actualmente cuentan los órganos judiciales,  contienen programas que generan documentos en formato ("machotes") a los que por sistema se pueden programar para que automáticamente agreguen la fecha y hora en que se generan.

Asimismo, resulta conveniente destacar, que la suspensión provisional y la definitiva surten sus efectos desde que se  decreta, porque aún cuando la primera parte del primer párrafo del  artículo 139 de la Ley de Amparo, dispone que el  "El auto que conceda la suspensión, surtirá sus efectos desde luego, aunque se interponga el recurso de revisión"; no debe interpretarse en forma limitada a la suspensión definitiva,  sino también a la provisional, ya que  debe considerarse que éste precepto data desde que se publicó la Ley de Amparo (D.O.F. de 10 de enero de 1936), la cual no contemplaba el recurso de queja contra la suspensión provisional. Por lo que al adicionarle al artículo 95 de  la ley de la materia,  la fracción Xl (publicada en el D. O. F. de 16 enero de 1984) que prevé el recurso de queja contra la resolución que concede o niega la provisional, debe ahora interpretarse el citado precepto 139 en forma extensiva, sistemática y en integración con la adición aludida; para concluir que los efectos a que hace referencia el artículo 139 mencionado, también debe considerarse que rigen para la provisional,  pues ambas son medidas cautelares.

Por último, cabe advertir que  el artículo 206 de la Ley de Amparo, señala que la autoridad responsable que no obedezca un auto de suspensión debidamente notificado, será sancionado en los términos que señala el Código Penal para el delito de abuso de autoridad; y  que por ende, la medida cautelar solo surte efectos hasta que se notifique a la responsable; sin que ello signifique que la medida cautelar surte sus efectos cuando se notifica a la  responsable, ya que ésta exigencia y   su comprobación es sólo  para responsabilizar a la autoridad que no obstante que conoce la  medida suspensional ejecuta el acto reclamado suspendido.

V.-  CONCLUSIONES
1.- Para que se cumpla cabalmente con la esencia de la suspensión, que consiste en detener  la ejecución de los actos reclamados,  cuando su naturaleza lo permita, debe precisarse el momento en que se decreta la medida cautelar. Tanto en la  provisional como en la definitiva.

2.- Para precisar ese momento, en tales resoluciones debe agregarse la hora en que éstas se decretan.

3. Esa adición es necesaria para que el juez de Distrito o el Tribunal Colegiado, en su caso, puedan determinar si con la  ejecución del acto suspendido en la misma fecha en que se decretó,  se actualiza o no la  violación a la de la medida suspensional. Con independencia de que a la responsable no se le sancione por desacato, por no habérsele notificado. 

VI.- PROPUESTAS
QUE SE DECIDA:

Aprobar la ponencia en sus términos, o aprobar la ponencia  con las modificaciones que se estimen necesarias.

José Luis Sierra López

MODIFICACION DE ALGUNOS TERMINOS EN ASUNTOS DE COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO.

El artículo 184 de la Ley de Amparo dispone:

"Para la resolución de los asuntos en revisión o en materia de amparo directo, los Tribunales Colegiados de Circuito observarán  las siguientes reglas: 

El Presidente turnará el expediente dentro del término de cinco días al Magistrado relator que corresponda, a efecto de que formule por escrito, el proyecto de resolución redactado en forma de sentencia, y 

El auto por virtud del cual se turne el expediente  al magistrado relator tendrá efectos de citación para sentencia,  la que se pronunciará, sin discusión pública, dentro de los quince días siguientes, por unanimidad o mayoría de votos."

En lo que se refiere a la Fracción I del precepto, me parece  insuficiente el término de cinco días que se concede al Presidente para turnar el expediente al Magistrado relator, porque el artículo 179 ordena que una vez admitida la demanda, debe mandarse notificar a las partes el acuerdo relativo; en tanto que el artículo 181 establece que cuando el Ministerio Público solicite los autos para formular pedimento, cuenta término cuando el Tribunal Colegiado debe mandar recoger el expediente sino es regresado. Tales preceptos ponen de manifiesto que los trámites que disponen los mismos, impiden que el turno al Magistrado relator, en muchos casos, pueda efectuarse en cinco días. En efecto, la entrega de los autos al actuario notificador, la notificación en sí, la devolución a la Secretaría de Acuerdos y la vista al Agente del Ministerio Público, pueden abarcar mayor cantidad de tiempo que los cinco días en los que se ordena hacer el turno.

Por consiguiente, en relación a esa fracción propongo que se amplíe el plazo para el turno a diez días.

Respecto a la fracción II, la razón que esgrimo para modificarla, es la falta de concordancia con la realidad. Me baso para afirmarlo en la gran cantidad de asuntos que actualmente se manejan en los Tribunales Colegiados de Circuito, lo que hace imposible que a partir de la fecha de turno se resuelvan dentro de los quince días siguientes.

Poniendo como parámetro la estadística del Tribunal en el que presto servicios, puedo expresar que durante el mes de agosto ingresaron 162 asuntos. En septiembre ingresaron 106. En agosto  en cada una de las ponencias teníamos pendientes de resolver entre 136 y 141 expedientes; y en septiembre, tuvimos en cada ponencia de 124 a 129.

Los datos anteriores son exponentes claros de la imposibilidad de resolver en quince días los asuntos turnados.

Por consiguiente, atendiendo a la experiencia, en relación al tiempo en que se sesionan los casos propongo que se cambie a tres meses el plazo para dictar sentencia, a partir del turno al  Magistrado relator.

En los casos del recurso de queja a que se refieren los tres primeros párrafos del artículo 99 de la ley de amparo, se señala  un término de 10 días para que el tribunal colegiado de circuito  dicte la resolución que corresponda, plazo que al igual que los anteriores  es demasiado breve, por la cantidad de asuntos que se manejan y por consiguiente, propongo que se amplíe al doble, o sea 20 días. 

El artículo 34 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación dispone: "Los magistrados listarán los asuntos con tres días de anticipación cuando menos, y se resolverán en su orden. Los proyectos desechados o retirados para mejor estudio deberán  discutirse en un plazo menor a quince días, no pudiendo retirarse un mismo negocio por más de una vez". 

Me referiré en primer término a la última parte del mismo, en cuanto ordena que los proyectos desechados o retirados para mayor estudio deben discutirse en un plazo menor a quince días. Si bien  es verdad que así lo hacemos cumpliendo la disposición legal,  reconozco que es muy apresurada la forma como se hace el nuevo proyecto, por las mismas razones anteriormente expresadas en relación a la  premura del tiempo y a la cantidad de negocios que se están manejando.

Estimo que un buen estudio en un asunto complicado, como son los que se desechan o retiran, requiere de mayor tiempo y que el  plazo puede ampliarse a un mes.

Pasando a otra cuestión, los artículos 104 y 105 de la Ley de Amparo al referirse al cumplimiento de las sentencias, obligan  a hacerlo dentro de un término de 24 horas a partir de la fecha en  que se les comunique, plazo que me parece es demasiado breve basándome también en el cúmulo de asuntos que manejan muchas de esas autoridades, especialmente las judiciales y, en muchos otros casos, la falta de medios para la ejecución.

En relación a esto, propongo la modificación de ese término, a cinco días.

Ya transcribí con anterioridad el contenido del artículo 34 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, y omití referirme a la primera parte del precepto relativo a que la lista para resolver debe fijarse con tres días de anticipación cuando menos. 

Al respecto, se nos ha presentado el problema de que cuando resolvemos las quejas previstas en la fracción XI del artículo 95  de la Ley de Amparo, no es posible  listarlas con esa anticipación, y lo hacemos el día antes de su resolución atendiendo a la brevedad del plazo a que se refiere el último párrafo del artículo 99 de la misma ley, que nos da 48 horas para resolver, contadas a partir de la fecha en que se recibe el asunto.

Por consiguiente, tal vez tenga que hacerse una excepción en el artículo 34 de la Ley Orgánica del Poder Judicial Federal. 

Además,  en relación al tema de la Queja de que he venido haciendo mención de la fracción XI del artículo 95 de la Ley de Amparo, también sugiero se amplíe el plazo de 48 horas para resolverla, cuando menos a 24 horas más, ya que en el breve lapso que se otorga, no hay mucho tiempo para la debida reflexión del asunto.

Espero que la experiencia de los compañeros magistrados que acuden a esta reunión me den la razón en lo que propongo y se acuerde mandar a trámite legislativo, las reformas   necesarias para la ampliación de los plazos y términos a los que me he venido aplicando.

María de Los Angeles Eduwiges Chavira Martínez.

TÉRMINOS EN EL JUICIO DE AMPARO

INTRODUCCION 

El artículo 188 de la Ley de Amparo, regula los términos en los que las ejecutorias o sentencias dictadas por los Tribunales  Colegiados de Circuito deben ser firmadas, Una vez que hayan sido aprobadas en la sesión, sin embargo, del resultado de las visitas de inspección que lleva a cabo el Consejo de la Judicatura, se advierte que no existe un criterio unificado entre los magistrados visitadores, respecto de los términos que rigen los distintos procedimientos de engrose, debido a una omisión en el precepto mencionado.

Asimismo,  dicho  artículo  se  encuentra  en  aparente contradicción con el 27 de la misma ley, que es el relativo a los  términos para notificar una ejecutoria o sentencia, dictada por los  Tribunales Colegiados, ya que por un lado, una disposición establece que las resoluciones se deben notificar al día siguiente de aquél en que  se hubiesen pronunciado, y por el otro, se otorgar plazos de cinco y quince días para el engrose respectivo.

En esa virtud, los Magistrados integrantes de este Tribunal Colegiado, propusimos el tratamiento del tema relativo a los términos en los asuntos que son de la competencia de los Tribunales Colegiados,  por considerar diversos aspectos que en la actualidad inciden en la interpretación de los artículos 27,184,187 y 188, de la Ley de Amparo, y que han dado lugar a que, además de propiciar el desacuerdo de trámite con relación a la firma y la notificación de las sentencias y ejecutorias correspondientes, se plantean posibles discrepancias en la valoración de las visitas de inspección, con el consecuente deterioro de la imagen de la administración de justicia, por tanto, consideramos necesario plantear la reforma a la Ley de Amparo, con relación a los artículos que ya se mencionaron, con el fin de adecuar a la realidad jurídica y a las necesidades de la vida moderna, los términos de firma, notificación y resolución de los asuntos que competen a estos Tribunales.

El tema que se analizará, consta de tres problemas:

a).- De los términos para la firma de las sentencias y ejecutorias pronunciadas por los Tribunales Colegiados de Circuito.

b).- Del momento a partir del cuál debe comenzar a correr el término para notificar las sentencias y ejecutorias pronunciadas  por los Tribunales Colegiados.

c).- De los términos para que un Tribunal Colegiado dicte ejecutoria de amparo directo.

Por ello, de acuerdo con una interpretación integral de la Ley de propuesta final del presente trabajo será:

1.- La derogación del artículo 188 de la Ley de Amparo.

2.- La modificación del artículo 187 de la misma ley, para quedar en los siguientes términos:

"Artículo 187.- Toda ejecutoria  o sentencia que "pronuncien las salas o los Tribunales Colegiados "deberá ser firmada por el Ministro o Magistrado Presidente y por el ponente, con el secretado que dará fe, dentro de los cinco días siguientes a la aprobación del proyecto correspondiente, siempre que se hubiese aprobado sin adiciones, ni reformas. Si no fuere aprobado el proyecto, pero el Ministro o Magistrado ponente aceptare las adiciones o reformas propuestas en la sesión, procederá a redactar la sentencia con base en los términos de la discusión. En este caso, así como cuando deba designarse un Ministro o un Magistrado de la mayoría para que redacte la sentencia de acuerdo con el sentido de la votación y con base en los hechos probados y fundamentos legales que se hayan tomado en consideración, la ejecutoria o sentencia deberá ser firmada por todos los Ministros o Magistrados que hubiesen estado presentes en la votación, dentro del término de quince días" 

"Una vez hecho lo anterior, se procederá en los términos del artículo 27 de esta misma Ley."

Esta modificación, se refiere a los problemas señalados con los incisos a) y b).

3.-
La modificación del artículo 184 fracción III de la Ley de Amparo, para quedar: 

"... II. - El auto por virtud del cual se turne el expediente al magistrado relator tendrá efectos de citación para sentencia, la que se pronunciará, sin discusión pública, dentro de los treinta días siguientes, por unanimidad o mayoría de votos."

1.-
DE LA FIRMA DE LAS EJECUTORIAS Y SENTENCIAS DICTADAS POR LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO.

PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA

El artículo 188 de la Ley de Amparo, que se refiere a los términos en que deben firmarse las ejecutorias y sentencias dictadas por un Tribunal Colegiado, una vez que han sido aprobadas en la sesión correspondiente,  no contempla  todos  los  supuestos,  que  pueden presentarse, lo que ha ocasionado que en casos de visitas de inspección, los criterios de los distintos magistrados visitadores, no se encuentren unificados, y puede dar lugar a sanciones.

DESARROLLO DEL TEMA 

El artículo 187 de la Ley de Amparo, establece los términos máximos en los que una ejecutoria pronunciada por alguna de las  salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, debe ser firmada, una vez que la misma ha sido aprobada: 

"Artículo 187 - Toda ejecutoria que pronuncien las salas deberá ser firmada por el Ministro Presidente y por el ponente, con el secretario que dará fe, dentro de los cinco días siguientes a la aprobación del proyecto correspondiente, siempre que se hubiese aprobado sin adiciones, ni reformas. 

"Si no fuere aprobado el proyecto, pero el Ministro ponente aceptare las adiciones o reformas propuestas en la sesión, procederá a redactar la sentencia con base en los términos de la discusión. En este caso, así como cuando deba designarse un Ministro de la mayoría para que redacte la sentencia de acuerdo con el sentido de la votación y con base en los hechos probados y fundamentos legales que se hayan tomado en consideración, la ejecutoria deberá ser firmada por todos los Ministros que hubiesen estado presentes en la votación, dentro del término de quince días."

Esto es, que el mencionado precepto contempla tres supuestos:

a).- Si el proyecto se aprueba sin adiciones ni reformas, entonces la ejecutoria deberá ser firmada dentro de los siguientes cinco  días; 

b).- Si no se aprueba el proyecto, pero el Ministro ponente acepta as  adiciones y reformas, y él procede a redactar la ejecutoria, deberá ser firmado dentro de los siguientes quince días; y, 

c).- Cuando se designe un Ministro de la mayoría para que redacte la ejecutoria, la misma se deberá  firmar en el término de quince días.

Lo anterior, tal como ha quedado establecido, se refiere únicamente a ejecutorias dictadas por alguna de las Salas de la  H. Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Por su parte, el numeral 188 de la misma Ley, que contempla los supuestos de sentencias y ejecutorias dictadas por los Tribunales Colegiados de Circuito, establece los términos en los que se debe realizar lo que comúnmente se denomina como engrose, es decir, el trámite que siguen las resoluciones una vez que son aprobadas:

"Artículo 188. - Si el proyecto del magistrado relator fue aprobado sin adiciones ni reformas, se tendrá como sentencia definitiva y  se firmará dentro de los cinco días siguientes.

"Si no fuera aprobado el proyecto se designará a uno de los de la mayoría para que redacte la sentencia de acuerdo con los hechos probados y los fundamentos legales que se hayan tomado en consideración al dictada, debiendo quedar firmada dentro del término de quince días."

De la lectura del artículo anterior, se advierte que existe una omisión en él, toda vez que no están regulados expresamente todos los supuestos que pueden ocurrir para el engrose de una ejecutoria o sentencia dictada por los Tribunales Colegiados de Circuito, sino que únicamente se refiere a dos: 

a).- Cuando el proyecto del magistrado relator fue aprobado sin adiciones ni reformas, entonces se deberá firmar dentro de los siguientes cinco días; y 

b).- Si no es aprobado el proyecto, se designará un magistrado de la mayoría para que redacte la sentencia, la cual deberá ser firmada dentro del término de quince días, lo que implica que en este caso, el ponente podrá formular voto particular en términos del artículo 35 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.

Es decir, el artículo 188 es omiso respecto del supuesto en el que un proyecto no es aprobado en los términos en los que lo presenta el magistrado ponente, pero él mismo está de acuerdo con las  adiciones y reformas propuestas en la sesión correspondiente, y en consecuencia, no se designa un magistrado de la mayoría para la redacción de la ejecutoria o sentencia, sino que el relator original, es quien procede a redactarla.

Tal  omisión  puede  ocasionar graves  perjuicios  a  los magistrados que integran un Tribunal Colegiado de Circuito, máxime que la regla general es que sea precisamente el magistrado ponente quien se encargue de redactar la ejecutoria o sentencia definitiva, en caso de que en la sesión se hayan realizado adiciones o reformas al proyecto original, y la excepción es que se designe a uno de la mayoría, para efectuar tal encomienda.

En las apuntadas condiciones, si el artículo 188 en comento no indica el término en el que una ejecutoria o sentencia deberá ser firmada en el caso de que el magistrado relator acepte las adiciones y reformas, por analogía, debe atenderse a lo que el diverso 187, párrafo segundo establece, respecto de las ejecutorias dictadas por las Salas de la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación, toda vez que la propia Ley de Amparo señala un término específico para el mismo supuesto, a pesar de que se refiera a distinta autoridad, y en tal sentido, hasta en tanto no sea modificada la ley para regular expresamente ese supuesto, el fundamento, como ya se dijo, es el segundo párrafo del artículo 187, en relación con el segundo párrafo del 188, ambos de la Ley de Amparo, dado que la naturaleza del trámite de engrose es la misma, ya sea de Salas o de Tribunales Colegiados, que consiste en una revisión y firma sucesiva por cada uno de los ministros o magistrados.

En ese orden de ideas, la conclusión es que el término en el que se debe firmar una ejecutoria o sentencia, cuando existen adiciones y reformas, pero el magistrado relator sí está de acuerdo con las mismas, y él es el encargado de redactarla, es de quince días, con fundamento en el párrafo segundo del artículo 188, en relación con el 187 párrafo segundo, ambos de la Ley de Amparo.

La conclusión que contiene el párrafo que antecede, se alcanza realizando una interpretación integral de la Ley de Amparo,  atendiendo a la naturaleza de las disposiciones que regulan un mismo aspecto; sin embargo, la omisión referida, ha causado confusiones, sobretodo  en las visitas de inspección, ya que no existe un criterio unificado  respecto de la aplicación analógica del artículo 187, que se ha venido  estudiando.

La aparente incongruencia, como se dijo,  se advierte principalmente en los casos en que un magistrado visitador  considere que en virtud de que el artículo 188 de la Ley de Amparo no contempla el supuesto de que un magistrado acepte las modificaciones a su  proyecto inicial y, en consecuencia, proceda a efectuar el engrose, sólo tiene un término de cinco días para efectuarlo.

Considerarlo así, sería contrario al sentido del artículo 187 de la propia Ley de Amparo, máxime que cinco días es un lapso muy reducido para proceder a la redacción de una nueva sentencia o ejecutoria, esto es, redactar de nueva cuenta el proyecto tal como fue modificado en la sesión, con las adiciones y reformas propuestas, y recabar las firmas de los magistrados de manera sucesiva, por ello, debe estimarse que el término es quince días.

El problema que se suscita en el caso a estudio, puede subsanarse derogando el artículo 188, y modificando el 187, para que en su redacción se incluyan también los casos de ejecutorias y  sentencias dictadas por los Tribunales Colegiados de Circuito, y de este modo no se suscitarían confusiones ni interpretaciones contrarias.

CONCLUSIONES

En tanto no se reforme la Ley de Amparo, para el efecto de que incluya el supuesto en el que se realicen adiciones y reformas a  un proyecto, y el mismo magistrado ponente acepte las mismas, y a él  le corresponda realizar el engrose, debe atenderse a lo dispuesto en  el segundo párrafo del artículo 187, que si incluye dicho supuesto. 

Es necesario derogar el citado precepto 188, e incluir los casos que regula, en el 187, reformando tal artículo para quedar como  sigue:

"Artículo 187. - Toda ejecutoria o sentencia que pronuncien las salas o los Tribunales Colegiados deberá ser firmada por el Ministro o Magistrado Presidente y por el ponente, con el secretario que dará fe, dentro de los cinco días siguientes a la aprobación del proyecto correspondiente, siempre que se hubiese aprobado sin adiciones, ni reformas. 

"Si no fuere aprobado el proyecto, pero el Ministro o Magistrado ponente aceptare las adiciones o reformas propuestas en la sesión, procederá a redactar la sentencia con base en los  términos de la discusión. En este caso, así como cuando deba designarse un Ministro o un Magistrado de la mayoría para que redacte la sentencia de acuerdo con el sentido de la votación y con base en los hechos probados y fundamentos legales que se hayan tomado en consideración, la ejecutoria o sentencia deberá ser firmada por todos los Ministros o Magistrados que hubiesen estado presentes en la votación, dentro del término de quince días."

2.-
DE LAS NOTIFICACIONES DE LAS EJECUTORIAS Y SENTENCIAS DICTADAS POR LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO.

PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA

Los artículos 27, 29 y 30 de la Ley de Amparo, establecen que las resoluciones deben notificarse dentro del día siguiente al en  que se hubiesen pronunciado; sin embargo, los diversos artículos 187 y  188 de la misma Ley, otorgan a los Tribunales Colegiados, términos de cinco y quince días, a partir de que dicte sentencia o ejecutoria, para su engrose, lo que implica que existe una aparente contradicción entre las disposiciones relativas a las notificaciones, y las que se refieren a los términos para firmar una ejecutoria, ya que por un lado se impone la obligación a los  actuarios de notificar el día siguiente de que se apruebe una resolución, cuando lo correcto sería notificar, en caso de sentencias o ejecutorias, al día siguiente de terminado su engrose, esto con relación a las posibles sanciones a las que se pudieran hacer acreedores los notificadores, al realizarse las visitas de inspección.

DESARROLLO DEL TEMA

En la práctica de la administración de justicia, ha sido un problema grave el relativo a las notificaciones, en cuanto al  término en el que deben realizarse, toda vez que existe una contradicción que aún no se corrige, a saber:

Es necesario, para entender el problema, precisar qué es lo que se entiende por resoluciones, y toda vez que la Ley de Amparo no  lo define, en términos de su artículo 2, que se refiere a la supletoriedad  de esta Ley, tenemos que atender a lo que establece el Código Federal de Procedimientos Civiles, que en su artículo 220, dice: "Las  resoluciones judiciales son decretos, autos o sentencias: decretos, sí se refieren a simples determinaciones de trámite; autos, cuando decidan  cualquier punto dentro del negocio, y sentencias, cuando decidan el fondo del  negocio"

Ahora bien, el numeral de referencia distingue tres especies de resoluciones: decretos, autos y sentencias; de las cuales las dos primeras, son dictadas dentro del procedimiento que siguen los asuntos en un Tribunal Colegiado, por el Presidente del mismo Tribunal, dado que se trata de actos procesales que le dan inicio y continuidad a la solicitud de amparo, tajes como el de admisión, el que turna el expediente, la expedición de copias, archivo del expediente, etcétera, los cuales pueden considerarse como simples determinaciones de trámite; por otro lado, existen los que  desechan la demanda, formulan requerimiento a alguna de las partes dentro del procedimiento, por citar algunos, y que deciden un punto dentro del negocio; y finalmente, aquéllos que necesariamente son dictados por el Tribunal, como órgano colegiado, esto es, que requieren la discusión y  aprobación de cuando menos dos magistrados, y que deciden el negocio en lo  principal, es decir, la sentencia que pone fin al procedimiento.

De lo anterior, resulta lógico establecer que las dos primeras resoluciones mencionadas en el párrafo que antecede, sí pueden ser notificadas en los términos precisados en el artículo 27 de la  Ley de Amparo, es decir, dentro del día siguiente al en que se  pronuncien, dado que no necesitan discutirse ni mayor trámite que el de su emisión  por parte del Presidente del Tribunal Colegiado, en cambio, tratándose de  las sentencias, que si bien son parte del género resoluciones, pero  como ya se dijo, son pronunciadas por el Tribunal funcionado como órgano colegiado, tienen un tratamiento especifico, en virtud de que pueden ser  susceptibles de modificarse o adicionarse en la sesión correspondiente.

Resulta necesario precisar, que en el lenguaje común, se conoce como "engrose" el trámite que en forma interna, se sigue para que sea firmada, o en su caso redactada y firmada, una ejecutoria o  sentencia pronunciada por los Tribunales Colegiados de Circuito, a partir de que en la correspondiente sesión, se falló un asunto; los términos que establece la ley para ello, en su artículo 188, son de cinco y quince días,  atendiendo a si hubo o no adiciones y reformas propuestas por la mayoría, a partir de que se resolvió el caso en consideración.

Sin embargo, en el capítulo respectivo a los plazos en que las resoluciones deben ser notificadas, se establece que es de un día  a partir de que se dicten, sin hacer distinción respecto de si se trata de  decretos, autos o sentencias, ni si las mismas son pronunciadas por Jueces de Distrito, magistrados de Tribunales Unitarios o magistrados  de Tribunales Colegiados, más aún si ante los órganos colegiados, la sentencia debe ser aprobada, autorizada y firmada por los integrantes del propio Tribunal, quienes lo hacen en forma sucesiva, no conjunta.

Por lo anterior, dada la naturaleza de la resolución colegiada que reviste la ejecutoria o sentencia dictada por un Tribunal  Colegiado de Circuito, debe considerarse que el artículo que establece el  procedimiento para que sea firmado o, en su caso redactada, y esté en estado de ser notificada, debe ser congruente con el  relativo a las  notificaciones en general.

Ahora bien, el hecho de que exista una regulación específica para un trámite interno del Tribunal Colegiado, para los casos en que se resuelva el fondo de un negocio, y otra genérica respecto del momento en que comienza a contarse el término para notificar resolución,  parecería ser razón suficiente para considerar que se debe atender a la especie, atendiendo al principio de que la norma especial aplica sobre la norma  general, sin embargo, en las visitas realizadas por el Consejo de la Judicatura, se ha advertido que algunos magistrados visitadores, consideran que todo tipo de resoluciones deben ser notificadas a más tardar, al día siguiente de aquél en que se pronuncian, sin distinguir de qué clase de resoluciones se trata, o de si éstas deben seguir o no, un  procedimiento establecido en Ley, para que puedan ser notificadas.

Por lo anterior es inconcuso que es jurídicamente imposible notificar tal resolución colegiada, si ésta aún  se encuentra en trámite de "engrose", lo que pone de manifiesto la aparente contradicción e incongruencia de las disposiciones contenidas en los artículos 27 y 188 de la Ley de Amparo.

En este orden de ideas, para evitar posibles sanciones injustas a los actuarios de los Tribunales Colegiados, es indispensable  que se reforme el artículo 137, en el sentido que quedó expuesto en el  primer problema analizado, y posteriormente, se adicione al mismo, que una vez  que se haya firmado la sentencia o ejecutoria correspondiente, se proceda en términos del artículo 27 de la misma Ley de Amparo.

CONCLUSIONES

Debe considerarse que a tener las sentencias de los Tribunales Colegiados de Circuito un tratamiento específico dentro de la Ley Amparo, ello lleva a estimar que el término para que sean notificadas  dichas sentencias, debe ser congruente con el mismo, esto es, que deberá contarse a partir de que concluya el trámite conocido como engrose.

Una solución práctica a tal problema, es que se adicione el artículo 187 de Ley de Amparo, ya reformado en los términos propuestos anteriormente, para establecer que una vez que la sentencia se encuentre firmada, deberá procederse en términos del artículo 27 de la misma ley, adicionando lo siguiente:

"...Una vez hecho lo anterior, se procederá en los "términos del artículo 27 de esta misma ley."

3.- DE LA RESOLUCIóN DE LOS AMPAROS DIRECTOS

En el presente trabajo, se plantea la necesidad de que el término con el que cuente un magistrado para realizar el proyecto de ejecutoria de amparo directo, una vez que le ha sido turnado un asunto para su estudio, se amplíe, considerando la importancia de este juicio constitucional, el incremento de la carga de trabajo de los Tribunales Colegiados y la desproporción que guarda ésta, respecto del número de Tribunales que existe.

Es conveniente destacar, que sólo se exponen argumentos respecto de la naturaleza del juicio de amparo, y de estadísticas de los últimos siete años, sin considerar las reformas sustanciales que ha sufrido el Poder Judicial de la Federación, respecto de los asuntos que sobre legalidad, eran competencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ya que consideramos que los razonamientos que se expresan, son suficientes para destacar la necesidad de que los términos para resolver los asuntos referidos, se incrementen; máxime que en un foro como el presente, los tiempos para exponer un tema son muy reducidos, y estudiar todos los aspectos de este problema, implicarían reducir la participación de otros ponentes.

PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA

Actualmente, el término en el que un magistrado debe realizar el proyecto de un amparo directo que le fue turnado para su resolución, es de quince días, sin embargo, dada la importancia que reviste este juicio constitucional, al ser la última instancia en materia de legalidad, y a la vez, el número de asuntos que se turnan a cada Tribunal es cada vez mayor, es insuficiente dicho plazo, por lo que es necesario ampliarlo.

DESARROLLO DEL TEMA

Una de las más importantes y prestigiadas instituciones de nuestro sistema jurídico, es, sin lugar a dudas, el juicio de amparo.

Su importancia es fundamental, sea amparo indirecto o directo, dado que es el mecanismo jurisdiccional cuya finalidad es restituir a los gobernados en el goce de sus derechos fundamentales consagrados en la Constitución, cuando estos han sido violados por alguna autoridad, es decir, que tiene por objeto principal, la protección de las garantías individuales que toda persona goza en nuestro país.

Ahora bien, hablando específicamente de los juicios de amparo directo que se ventilan ante los Tribunales Colegiados, aquéllos adquieren mayor relevancia por el hecho de que las ejecutorias que se lleguen a dictar, no son recurribles por ningún medio, de ahí que se conozca a este tipo de juicios, como amparos uniinstanciales, es decir, que las resoluciones en materia de legalidad que resuelvan el fondo del negocio, emitidas respecto de un juicio de amparo directo, no admiten ulterior recurso.

En esta tesitura, al tratarse del último medio jurídico que determina el resultado de un conflicto, los magistrados integrantes de un Tribunal Colegiado, al estudiar un juicio de amparo directo puesto a su consideración, deben ser cuidadosos en extremo para resolver, atendiendo a todos los planteamientos de la demanda (incluso, en materias como la laboral, no sólo con los conceptos de violación hechos valer en el escrito de demanda, ya que existe la suplencia por la queja deficiente) con total apego a derecho, conscientes de la trascendencia de sus determinaciones, pues éstas fijan en definitiva el derecho de quien promueve este juicio constitucional, por lo que es menester que realicen todas las investigaciones jurídicas relativas al caso de que se trate, y que le dediquen el tiempo que sea necesario para estar en aptitud de determinar el derecho aplicable en ese particular conflicto.

Ahora bien, el artículo 184 fracción II, consigna el término de quince días contados a partir de que se le turne un negocio al magistrado relator, para que lo resuelva, sin embargo, es conveniente destacar, que en dicho lapso, deben pronunciar las sentencias de todos los juicios de amparo que se hayan turnado a cada magistrado.

En nuestra opinión, dicho término resulta insuficiente, ya que, como ha quedado establecido, al ser un juicio de tal alta importancia, no es factible que únicamente se cuente con quince días para resolverlo, dada la especial naturaleza del mismo, pues en principio, es fundamental la técnica con la que debe estudiarse, y la ejecutoria que llegue a pronunciarse, se convierte en la verdad legal, y en consecuencia, cualquier detalle que se haya omitido estudiar por falta de tiempo, puede acarrear consecuencias perjudiciales para la impartición de justicia; asimismo, debe tomarse en cuenta que el Tribunal Colegiado no se pronuncia únicamente sobre juicios de amparo directos, ya que también son de su competencia los recursos de revisión relativos a los amparos indirectos (que en muchas ocasiones toma más tiempo que un amparo directo, cuando se deben estudiar los agravios hechos valer, y una vez que se determina que son fundados, se retoma la jurisdicción del juez de distrito, y debe pronunciarse respecto del amparo indirecto de que se trate); también conocen de los recursos de queja y de reclamación, por ello se propone la modificación del artículo 184 fracción II, que dice: "II. - El auto por virtud del cual se turne el expediente al magistrado relator tendrá efectos de citación para sentencia, la que se pronunciará, sin discusión pública, dentro de los quince días siguientes, por unanimidad o mayoría de votos."; a fin de que en término para pronunciar la sentencia se amplíe a treinta días; incluso, tal modificación tiene su antecedente en la fracción III del artículo 182 de la misma ley, que se refiere a los casos en que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ejerce la facultad de atracción para resolver un juicio de amparo directo, en los cuales, se cuenta con treinta días a partir de que se haya turnado el expediente al ministro relator, para que éste redacte el proyecto respectivo, e incluso, puede solicitar la ampliación de dicho plazo por el tiempo que estime necesario, tomando en cuenta la importancia del negocio o a lo voluminoso del expediente.

Por otra parte, es bien sabido, que gran parte de los juicios y arbitrajes no terminan necesariamente con el pronunciamiento de una sentencia o laudo, sino que la mayoría de las partes que  intervienen en ellos, acuden al juicio de amparo directo en contra de la  resolución  que puso fin al proceso, ya que existe una practica muy arraigada en el proceder de los litigantes, consistente en que acuden a juicio constitucional, incluso a pesar de que no les asiste la razón, ya que se considera que toda contienda termina hasta que la Justicia Federal se pronuncia sobre ella.

Lo anterior, ha implicado que exista una sobrecarga de trabajo en los Tribunales Colegiados, ya que el número de juicios de amparo promovidos es muy grande.

Por mencionar algunas cifras que ponen de manifiesto la necesidad de ampliar el término para resolver los juicios de amparo directo, según la Estadística de 1998, de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el año de mil novecientos noventa y uno, existía una carga de trabajo de cincuenta y cinco mil quinientos veintiocho juicios; mientras que en el año de mil novecientos noventa y ocho, aumentó a ciento veinticinco mil doscientos treinta y dos asuntos, es decir, en más de un ciento veinticinco por ciento; el aumento de los asuntos que egresaron en el mismo periodo, fue de cuarenta y seis mil ciento treinta y seis, a noventa y un mil setecientos once, esto es, casi un noventa y nueve por ciento; y en dicho lapso, los juicios pendientes de resolución incrementaron de nueve mil trescientos noventa y dos, a treinta y tres mil quinientos veintiuno, es decir, un doscientos cincuenta y siete por ciento. 

En contraste, el número de Tribunales Colegiados sólo aumentó de setenta y siete que existían en el año de mil novecientos  noventa y uno, a noventa y ocho, en mil novecientos noventa y ocho, lo que  implica que se incrementaron en un veintisiete por ciento; de ahí que la carga  proporcional por cada uno de los Tribunales, se ha incrementado en un setenta  y siete por ciento, únicamente en los últimos siete años.

Lo mencionado en párrafos anteriores, denota la excesiva carga de trabajo de los Tribunales, ello, sin considerar los adelantos  tecnológicos con los que hoy se cuenta, los que permiten agilizar los trámites, realizar transcripciones, efectuar búsquedas e investigaciones, corregir escritos, etcétera, de una manera mucho más rápida y eficiente; esto es, que no obstante que la ciencia moderna ha permitido un mejor aprovechamiento del personal humano y técnico, el rezago se ha visto incrementado de una manera considerable, situación que apoya aún más la ampliación del término que se propone.

De los argumentos anteriormente expuestos, se colige que, en primer lugar, dado que el juicio de amparo es una de las instituciones jurídicas más importantes, pues el sentido del fallo implica la fijación definitiva del derecho, el estudio que merece cada asunto debe ser exhaustivo, por lo que un término tan reducido como el que se otorga para resolverlo en el artículo 184, que consiste en quince días, es insuficiente.

Por otra parte, existe una desproporción entre el aumento de la carga de trabajo de los Tribunales Colegiados, en lo que respecta a los juicios de amparos directos, con relación al número de Tribunales que se han creado; y por ello, es necesario que se otorgue más tiempo para  la resolución de estos juicios de garantías.

CONCLUSIONES

Actualmente, es insuficiente el término de quince días para resolver un juicio de amparo directo, por lo que es necesario ampliarlo tomando en consideración, la importancia de dicho juicio, y el aumento de la carga de trabajo para los Tribunales Colegiados, por tanto, el plazo para que se dicte sentencia en un amparo directo, debe ser de treinta días a partir de que le sea turnado un negocio al magistrado relator.

Se propone por tanto, la reforma del articulo 184 fracción II, para quedar como sigue:

".. .11.- El auto por virtud del cual se turne el expediente al magistrado relator tendrá efectos de citación para sentencia, la que se pronunciará, sin discusión pública, dentro de los treinta días siguientes, por unanimidad o "mayoría de votos."

María del Rosario Mota Cienfuegos
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1.
Introducción.


La función que tiene encomendada el Poder Judicial Federal, a través del juicio de amparo, es fundamentalmente la de garantizar la vigencia del orden constitucional, ajustando los actos de autoridad a los principios que derivan de la Carta Magna para la defensa de los derechos de la persona y de la salvaguarda de la esfera de competencia de las autoridades federales o locales, cuando se quebrante en perjuicio de algún gobernado; labor en la que deja sin eficacia jurídica las leyes y los actos estatales que contraríen el marco constitucional. 

Se señala que esa es la función más importante del juicio de garantías, pero no es la única. En una diversa función, que tiende a crear seguridad jurídica frente a los actos de autoridad, los principios y figuras procesales que persiguen ese propósito y que derivan del artículo 107 de la Constitución General de la República o de su ley reglamentaria, constituyen un verdadero impedimento para la realización de la primera y trascendental función. Es el caso, precisamente, de la forma en que se encuentran estructurados los medios de defensa frente a los actos de autoridad, y de los recursos que para la impugnación de las resoluciones que se emiten en las diversas etapas del juicio de garantías o del incidente de suspensión prevé la ley. 

Este trabajo tiene por objeto realizar un breve análisis de los imponderables a que se enfrenta el orden constitucional, y el propio juicio de garantías en su función de defensa de los derechos del individuo y de la estructura  federal;  así  como  proponer  diversas reformas a la Ley de Amparo y a la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación con el objeto de que el juicio constitucional resulte más accesible y efectivo en la realización de su función más importante. 

2.
La finalidad del juicio de amparo:

Con la influencia de los principios del liberalismo, el juicio de amparo se concibió como una forma de defensa de los derechos del hombre, lo que ha sido la constante en las Constituciones que han regido a lo largo de nuestra historia independiente. 

Tal preocupación ya se contenía en la Constitución de 1824 y en el Acta de Reformas de 1847, que sin embargo no crearon el medio procesal para hacer efectivos esos derechos ni se referían a todo acto de autoridad;  carencia  que  fue  superada  en  las Constituciones de 1857 y 1917 al crearse el juicio de amparo en los artículos 102 y 103, respectivamente, precedidas en ese aspecto por la Constitución Yucateca  de 1841. Además el campo de protección abarcó todo tipo de actos de autoridad, incluidas las judiciales, y se extendió el amparo a los actos de invasión de esferas de los Poderes Federales en los Estados y viceversa, con lo que se le asignó el papel de preservar el federalismo, si bien se supeditó la procedencia del amparo a la existencia de una violación a las garantías individuales.

El artículo 14 de la Constitución de 1857 instituyó la garantía de exacta aplicación de la ley al caso concreto, tanto de carácter sustantivo como procesal, con lo que quedaron sometidos al juicio de amparo los actos judiciales, aun cuando por reforma al artículo 102, en 1908, se estableció el principio de definitividad del acto reclamado, determinándose la procedencia del amparo sólo contra la sentencia definitiva, es decir, la que pusiera fin al juicio y contra la que no procediera recurso por el cual pudiera ser modificada o revocada. 

La garantía de legalidad en materia penal es similar a la anterior, pero se distingue por el hecho de que se incorporaron a la Constitución una serie de normas de legalidad, que por ese hecho adquirieron el rango de garantías individuales para el proceso penal. En este caso el amparo vuelve a su papel de defensor de los derechos de la persona; en tanto que respecto de las normas que prescribe la ley secundaria, las mismas deben observarse en el proceso por virtud de la garantía de legalidad. 

Posteriormente, la garantía de legalidad se hizo extensiva a la materia administrativa, respecto de la que se pueden impugnar las resoluciones definitivas del Tribunal Fiscal de la Federación a través del recurso de revisión si se trata de la autoridad emisora del acto declarado nulo, puesto que no es titular de derechos individuales, impugnación que se daba anteriormente ante la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y ahora ante los Tribunales Colegiados, ámbito en el que el recurso hace las veces de segunda instancia con funciones contencioso-administrativas. En cambio, si la parte agraviada es un particular, entonces la impugnación se da a través del juicio de amparo, en el que el órgano de control vigila la observancia de la garantía de legalidad consagrada en el artículo 14 constitucional.

Finalmente, el amparo se instituyó como un medio de defensa de garantías sociales, a fin de preservar los derechos de las capas  más desprotegidas de la población: los trabajadores y los campesinos 

En  materia  laboral  el  artículo  123  de  la Constitución Federal encomendó la solución de los conflictos obrero patronales a las Juntas de Conciliación y Arbitraje, que realizan una función jurisdiccional. Se trata de tribunales de conciencia, alejados de los  tecnicismos de los tribunales de derecho, regidos por normas flexibles sobre estimación de pruebas que, sin embargo, no les eximen de expresar los motivos y fundamentos legales en que apoyen sus resoluciones. Y es precisamente esta última obligación por la que la jurisdicción laboral queda sometida al artículo 14 constitucional, por vía de la vigilancia de la exacta aplicación de la ley en las controversias de trabajo. 

En materia agraria se destinó todo el libro Segundo de la Ley de Amparo a la protección de los núcleos de población comunal y ejidad, de los comuneros y ejidatarios en lo individual y de los aspirantes de la clase campesina en su pretensión de derechos agrarios; dándose una amplísima protección a través de reglas especiales, que tienden a hacer efectiva la defensa de ese grupo social también a través de la garantía de legalidad consagrada por el artículo 14 de la Carta Magna.

En términos de la evolución anotada, el juicio de amparo ha desempeñado las siguientes funciones: 

A) AMPARO GARANTÍAS, PARA LA DEFENSA DE LOS DERECHOS HUMANOS: Es la más añeja función, que consiste en preservar las garantías individuales consagradas en el texto constitucional. 

B) AMPARO SOBERANÍA, PARA LA DEFENSA DEL SISTEMA FEDERAL: Impide la invasión de esferas de competencia de la Federación a los Estados y viceversa, siempre y cuando se de en perjuicio de las garantías individuales. 

C) AMPARO CONTRA LEYES, PARA LA DEFENSA DE LA PARTE ORGANICA DE LA CONSTITUCION: Siempre y cuando la violación  infrinja una garantía individual.

D) AMPARO LEGALIDAD, PARA LA DEFENSA DE LA CORRECTA APLICACIÓN DE LA LEY: En juicios civiles y penales, por virtud de la garantía de legalidad consagrada en los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal. 

E) AMPARO GARANTÍAS, PARA LA DEFENSA DE   LAS   GARANTIAS   INDIVIDUALES   EN MATERIA PENAL: Las garantías procesales  que consagra la Constitución de manera directa en los artículos 19 y 20. 

F)  AMPARO  CONTENCIOSO,  PARA  LA DEFENSA   FRENTE A LA ADMINISTRACION PUBLICA: Defiende al individuo en proceso sustituto del contencioso-administrativo, mediante las garantías de los artículos 14 y 16 constitucionales. 

G) AMPARO SOCIAL, PARA LA DEFENSA DE GARANTÏAS DE CLASE. Defiende los derechos de la clase trabajadora y de los núcleos de población agrarios e individuos pertenecientes a la clase campesina,

elevados a garantías constitucionales en los artículos 123 y 27, y esa defensa se da a través de los artículos 14 y 16, para vigilar la exacta aplicación de las leyes relativas. 

3.
Principios que obstaculizan esa finalidad.

Sintetizando lo anterior, se puede decir que el juicio  de  amparo  tiene  asignadas  las  siguientes funciones: 

La defensa del orden constitucional 

2. La defensa de la estructura federal

3. La defensa de las garantías individuales

No obstante ello, existen diversos principios y figuras procesales que en gran medida obstaculizan la realización de los objetivos fundamentales del juicio de amparo, pues constituyen un impedimento para el estudio de la constitucionalidad o legalidad del acto reclamado; su finalidad es otorgar seguridad jurídica frente a los actos de autoridad, lo que se da en detrimento de la vigencia del orden constitucional y de las garantías individuales, pues tienden a establecer una barrera que impide el acceso a la justicia constitucional.  Los plazos para promover el amparo, las formalidades que deben cumplirse, la personalidad, la caducidad, el estricto derecho y la relatividad de la sentencia apuntan en ese sentido.

Pues bien, si la encomienda constitucional al Poder Judicial Federal con la creación del juicio de amparo, fue el someter los actos de autoridad al imperio de la Carta Magna, se requiere una reforma en la que pasen a ser actor principal el orden constitucional y las garantías individuales. Para ello es conveniente la revisión de algunos de esos principios y figuras procesales, por ejemplo tratándose de leyes, pues las que han  sido  declaradas  inconstitucionales  por – la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia, no obstante continúan vigentes y son aplicadas a quienes no acudieron al juicio de amparo o, aun cuando lo hayan hecho, tuvieron algún tropiezo de carácter procesal que impidió el estudio de fondo y, por ende, la concesión del amparo por aplicación de la jurisprudencia; situación que en forma similar se da respecto de otro tipo de actos de autoridad y que relegan a un plano secundario las garantías individuales y el orden constitucional. 

4.   El problema del rezago.

La evolución del Poder Judicial Federal a partir de la Constitución de 1917 se ha dado, en cuanto a su estructura, en los siguientes términos: 

En ese año la Suprema Corte de Justicia se integraba con 11 ministros y funcionaba en Pleno. Además, de acuerdo con el artículo 94,   existían Tribunales de Circuito y de Distrito. Por reforma de 20 de agosto de 1928,  se aumentó a 16 el número de ministros y se crearon 3 Salas, integradas por 5 ministros cada una, en  materias Penal, Civil y Administrativa. El 15 de diciembre de 1934 se creó la Cuarta Sala de la Suprema Corte de Justicia para el conocimiento de los amparos en materia laboral, y se aumentó a 21 el número de ministros. Una nueva reforma, ahora de 19 de febrero de 1951, por una parte dio paso a la creación de la Sala Auxiliar, integrada por 5  ministros  supernumerarios, y  por  otra  a  la especialización  de  los  Tribunales  de  Circuito, instalándose Colegiados en materia de Amparo y Unitarios en materia de apelación. La más reciente reforma redujo el número de ministros a 11 y a dos el de las Salas; habiendo crecido a la fecha de manera considerable el número de juzgados de Distrito y Tribunales de Circuito. 

Atrás de cada una de esas reformas al Poder Judicial Federal se encuentra como justificación el fantasma del rezago; y a pesar del enorme crecimiento determinado en gran medida por el ahondamiento de la crisis social con repercusiones en lo económico, en lo político y en lo social, lo que a la vez se refleja en el crecimiento exorbitante de las cargas de trabajo tanto en los tribunales ordinarios como en los federales, no se ha logrado terminar con ese problema, en cuyo combate se han utilizado, además, diversos mecanismos que van desde la limitación del amparo a fin de que sólo proceda cuando se hayan agotado los medios ordinarios de defensa; la distribución de competencias entre la Suprema Corte de Justicia y los Tribunales Colegiados en razón de la cuantía del negocio, y a partir de 1988 en razón  de la  materia, en  términos  generales de constitucionalidad para la primera y de legalidad para los segundos; hasta la creación de  figuras como la caducidad de la instancia y el sobreseimiento por inactividad procesal, ambas en atención al principio de seguridad jurídica. 

Sin embargo, al no haber sido suficientes tales medidas, es claro que el abatimiento del rezago pasa por la desaparición del principio de relatividad de la sentencia de amparo cuando se reclame una ley que haya  sido  declarada  inconstitucional  por  la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia; por la atribución de la facultad para que los tribunales decidan de qué asuntos conocerán en el amparo; y por la elevación de la Suprema Corte de Justicia de la Nación a Tribunal Constitucional, esto es, encargado de los asuntos estrictamente constitucionales, para lo que se requiere de la creación de una Sala auxiliar que tenga a su cargo el conocimiento de los asuntos de legalidad, tales como las contradicciones de tesis, las competencias, los reconocimientos de inocencia, los asuntos de atracción y los recursos vinculados con la ejecución de las sentencias que hayan concedido el amparo. 

Además de esas medidas cuyo análisis rebasa el ámbito del tema aquí desarrollado, pero que deben tenerse en mente para una reforma estructural del Poder Judicial Federal, por lo pronto se requiere poner en práctica algunas reformas a la Ley de Amparo y a la Ley Orgánica del Poder Judicial Federal, que hagan más accesible el juicio de garantías y más efectivo el medio de defensa constitucional frente a los actos de autoridad, precisamente ante los problemas de índole social que provocan que los gobernados acudan al amparo como última esperanza para salvaguardar los derechos que dicen detentar en los conflictos suscitados en las diversas ramas del derecho. Ello será materia de estudio en los siguientes capítulos.

5.  Simplificación del amparo.

a)
Los medios de defensa.

No son pocos los asuntos en que por una errónea interpretación o una simple equivocación en la elección del medio para impugnar una resolución, se ve frustrado el derecho de defensa de los gobernados; o en su caso se propicia tanto el retardo en la solución de las controversias de amparo como la duplicidad de trámites para llegar a esa solución, lo que ahonda el problema del rezago en los tribunales. En cualquier caso, la consecuencia puede ser que el acto de autoridad que afecte el orden constitucional, la estructura federal o las garantías individuales, a pesar de ello quede subsistente.

El problema se presenta con cierta frecuencia cuando el acto reclamado deriva de la ejecución de la sentencia que otorgó la protección de la Justicia Federal, pues según la autoridad cuente o no con libertad de jurisdicción para la emisión de la nueva resolución, la impugnación de ésta puede darse a través de un recurso de queja o mediante un nuevo juicio de amparo; y aun se dan casos en los que la impugnación pretende  hacerse  por  medio  del  recurso  de inconformidad previsto por el artículo 105 o del incidente de repetición del acto reclamado que prevé el artículo 108, ambos de la Ley de Amparo. 

Pues bien, si la elección del quejoso o recurrente es equivocada, puede ya no ser reparable la afectación en función de los plazos con que se cuenta para la interposición del medio adecuado de defensa. Es precisamente la situación que se da cuando lo que procede es un nuevo juicio de amparo y se promovió un recurso de queja, situación en la que cuando el tribunal de amparo determine la improcedencia del recurso, seguramente ya transcurrió el término de ley para enderezar la impugnación a través del amparo. 

Algo similar sucede tratándose de los recursos previstos para el juicio de amparo o el incidente de suspensión,  pues  el sistema  resulta  complejo  al contemplarse distintos recursos para impugnar actos que son similares. Toda vez que los plazos para la presentación del recurso son breves por lo general, la 
equivocación en la elección del recurso puede traer como consecuencia que no se logre la reparación que se pretende.

Adicionalmente, en otro aspecto revestido de excesiva formalidad, la ley obliga a la exhibición de copias, y el incumplimiento de esa disposición podrá traer como consecuencia el que se tenga por no interpuesta la demanda o el recurso. Tan es excesiva esa exigencia, que la propia ley exceptúa de esa obligación a los promoventes en los casos del amparo penal y el amparo agrario, según se advierte de los artículos 168, segundo párrafo; 221 y 229.

b)
La reforma necesaria.

Con el antecedente de la función principal del juicio de amparo, es necesario ajustar a ella su procedencia y tramitación y la de los recursos, lo que se lograría con la reforma de los siguientes preceptos de la Ley de Amparo.

(se subrayan los cambios propuestos)

PRIMERA PROPUESTA DE REFORMA: Adición de un artículo 26 bis, en los siguientes términos. 

Artículo 26. No se computarán dentro de los términos a que se refiere el artículo 24 de esta ley, los días hábiles en que se hubiesen suspendido las labores del juzgado o tribunal en que deban hacerse las promociones. 

Se exceptúan de lo previsto en el párrafo anterior, los términos relativos al incidente de suspensión.

Artículo 26 bis. Los términos a que se refiere este capítulo se interrumpirán por la sola presentación de la demanda o del recurso. aunque la misma se haga ante autoridad incompetente o en vía improcedente.

SEGUNDA PROPUESTA DE REFORMA: modificar el segundo párrafo del artículo 86.

Artículo 86. El recurso de revisión se interpondrá por conducto del Juez de Distrito, de la autoridad que conozca del juicio, o del Tribunal Colegiado de Circuito en los casos de amparo directo. El término para la  interposición del recurso será de diez días, contados desde el siguiente al en que surta sus efectos la notificación de la resolución recurrida. 

La interposición del recurso. en forma directa. Ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación o ante el Tribunal Colegiado de Circuito. según corresponda. No interrumpirá el transcurso del término a que se refiere el párrafo anterior.

En caso de que la interposición del recurso se haga directamente ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación o el Tribunal Colegiado, dichos tribunales, de oficio, remitirán el escrito de agravios al tribunal que conoció del juicio de amparo, para que realice el trámite que corresponda. 

TERCERA PROPUESTA DE REFORMA: Derogar los dos últimos párrafos del artículo 88.

Artículo 88. El recurso de revisión se interpondrá por escrito, en el cual el recurrente expresará los agravios que le cause la resolución  o sentencia impugnada.

Si  el  recurso  se pronunciada  en  amparo Colegiados  de  Circuito, transcribir, textualmente, en sentencia   que   contiene inconstitucionalidad  de  la  interpretación  directa  de Constitución. intenta  contra  resolución directo  por  Tribunales el  recurrente  deberá su escrito, la parte de la  una   calificación   de  ley  o  establece  la un  precepto  de  la  Constitución.

Con el escrito de expresión de agravios. El  recurrente deberá exhibir una copia de él para el expediente v una para cada una de las partes. 

Cuando falten total o parcialmente las copias a que se refiere el párrafo anterior. se requerirá al recurrente para que presente las omitidas. dentro del término de tres días; si no las exhibiere. el juez de Distrito,   la  autoridad que conozca del juicio de amparo o el Tribunal Colegiado de Circuito. si se trata de revisión contra la resolución pronunciada por éste en amparo directo. tendrán por no interpuesto el recurso. 

CUARTA PROPUESTA DE REFORMA: Derogar los artículos 120 y 121.

Artículo 120. Con la demanda se exhibirán sendas copias para las autoridades responsables. el tercero  perjudicado si lo hubiere. el Ministerio Público. v dos para el incidente de suspensión si se pidiera ésta v no tuviera que concederse de plano conforme a esta ley. 

Artículo 121  Cuando el amparo se pida en comparecencia. el juez de Distrito. o la autoridad ante quien se haya promovido. mandará expedir las copias a que se contrae el artículo anterior. 

QUINTA PROPUESTA DE REFORMA: Adicionar un segundo párrafo al artículo 145, en los siguientes términos:

Artículo 145. El Juez de Distrito examinará ante todo, el escrito de demanda; y si encontrare motivo manifiesto e indudable de improcedencia, la desechará de plano, sin suspender el acto reclamado. 

No obstante lo anterior el juez. de oficio,  deberá  regularizar el trámite cuando advierta que en lugar de un nuevo juicio de amparo procede un recurso, y   adoptará las medidas pertinentes para tramitar el medio de impugnación que sea procedente.

SEXTA PROPUESTA DE REFORMA: Suprimir del artículo 146 las siguientes partes:

Párrafo primero: o no se hubiesen  exhibido las copias que señala el artículo 120 .

 Párrafo segundo: o no presentare las copias 
SÉPTIMA PROPUESTA DE REFORMA: Adicionar un artículo 158-bis, con el siguiente texto:

Artículo 158 bis. En los casos del artículo anterior. la parte que obtuvo resolución favorable a sus intereses. puede adherirse al amparo interpuesto por e! quejoso. dentro del término de diez días. contados a partir de la fecha en que se le notifique la admisión del amparo. expresando los conceptos de violación correspondientes; en este caso. la adhesión al amparo sigue la suerte procesal de éste.

OCTAVA PROPUESTA DE REFORMA: Derogar el artículo 165.

Artículo 165. La presentación de la demanda en forma directa. ante autoridad distinta de la responsable. no interrumpirá los términos a que se refieren los artículos 21 v 22 de esta ley. 

NOVENA PROPUESTA DE REFORMA: Modificar el primer párrafo del artículo 167

Artículo 167. Con la demanda de amparo deberá exhibirse una copia para el expediente de la autoridad responsable y una para cada una de la partes en el juicio  constitucional;  copias  que  la  autoridad responsable entregará a aquéllas, emplazándolas para que, dentro de un término máximo de diez días, comparezcan ante el Tribunal Colegiado de Circuito a defender sus derechos. 

MODIFICACION:

Artículo 167. La autoridad responsable emplazará a las partes para que dentro de un término máximo de diez días. comparezcan ante el Tribunal Colegiado de Circuito a defender sus derechos. 

DÉCIMA PROPUESTA DE REFORMA:  Derogar el artículo 168.

Artículo 168. Cuando no se presentaren las copias a que se refiere el artículo anterior. o no se presentaren todas las necesarias en asuntos del orden civil. administrativo o del trabajo. la autoridad responsable se abstendrá de remitir la demanda al Tribunal Colegiado de Circuito. v de proveer sobre la suspensión. v mandará prevenir al promovente que presente las copias omitidas dentro del término de cinco días.  Transcurrido  dicho  término  sin  presentarlas, la  autoridad responsable remitirá la demanda. con el informe relativo sobre la omisión de las copias. a dicho  tribunal. quien tendrá por no interpuesta la demanda. 

En asuntos del orden penal. la falta de exhibición de las copias de la demanda de amparo no será motivo para tenerla por no interpuesta. En este supuesto,  el tribunal que conozca del amparo mandará sacar las copias oficiosamente. 

DECIMAPRIMERA PROPUESTA DE REFORMA: Modificar el párrafo primero del artículo 169. 

Articulo 169. Al dar cumplimiento la autoridad responsable a lo dispuesto en el primer párrafo del artículo anterior, remitirá la demanda, la copia que corresponda al Ministerio Público Federal y los autos originales al Tribunal Colegiado de Circuito, dentro del término de tres días. Al mismo tiempo rendirá su informe con justificación, y dejará copia en su poder de dicho informe.  

MODIFICACION:

Artículo 169. La autoridad responsable remitirá la demanda v los autos originales al Tribunal Colegiado de Circuito. dentro del término de tres días. Al mismo tiempo rendirá su informe con justificación y dejará copia en su poder de dicho informe.

'

DECIMASEGUNDA PROPUESTA DE REFORMA: Adicionar un párrafo al artículo 177, en los siguientes términos.

Artículo 177. El Tribunal Colegiado de Circuito examinará, ante t()do, la demanda de amparo; y si encuentra motivo¿. manifiestos de improcedencia, la desechará de plano y comunicará su resolución a la autoridad responsable.

No obstante lo anterior el tribunal, de oficio, deberá regularizar el trámite cuando advierta que en lugar de  un nuevo juicio 4~e amparo procede un recurso,  y adoptará las medidas pertinentes para tramitar el medio de impugnación que sea procedente.

DECIMATERCERA PROPUESTA DE REFORMA: Derogar el artículo 221.

Artículo 221  Con la demanda de amparo, el promovente acompañará copias para las partes que intervengan en el juicio.  No será obstáculo para la admisión de la demanda la falta de cumplimiento de este requisito, el cuyo caso el juez oficiosamente mandará sacarlas.

DÉCIMA CUARTA PROPUESTA DE REFORMA: Derogar el articulo  229.

Artículo 229. La falta de las copias a que se refiere el artículo 88 de esta ley, no será causa para que se tenga por no interpuesto el recurso de revisión que hagan valer los núcleos de población. o los ejidatarios o comuneros en lo particular. sino que la autoridad judicial mandará expedir dichas copias. 

6. Reestructuración de los recursos en el amparo.

La promoción de los recursos de revisión y queja presenta algunas dificultades al momento de decidir cuál de ellos utilizar para la impugnación del auto o resolución relativos; y la complicación deriva del hecho de que ante actos  que guardan cierta similitud, sin embargo el recurso que prevé la ley para combatirlos es distinto. A manera de ejemplo, las resoluciones de admisión y desechamiento de la demanda de amparo, los autos relativos a la suspensión y los que se dictan en el trámite del amparo o del incidente de suspensión, a pesar de tratarse de la misma materia, sin embargo son impugnables en algunos casos mediante la queja y en otros mediante la revisión. 

Por tanto, a fin de facilitar la promoción de los recursos, se requiere establecer un sistema que de una manera lógica agrupe las resoluciones y los actos que sean recurribles, evitando medios de defensa distintos para combatir resoluciones similares. 

El factor que puede servir para la conformación de un sistema más lógico es el del origen de la resolución o acto, esto es, determinar la procedencia del recurso en función de la naturaleza del órgano que lo haya emitido.  El recurso de revisión implica que dentro del mismo juicio se revisen los actos del órgano inferior a fin de que sean revocados o modificados o, de no prosperar, tengan la consecuencia de que se confirmen por el tribunal superior. Por tanto, todas las resoluciones dictadas por un juez de distrito deberían ser revisadas por el tribunal superior mediante el mismo recurso. Esto  sucede  igualmente  cuando  la  autoridad responsable o su superior actúan como auxiliares de la Justicia Federal iniciando el trámite del juicio de amparo  o  resolviendo  cuestiones  relativas  a  la suspensión del acto reclamado, en los casos en que la ley lo permite, por lo que también deberían impugnarse por medio del recurso de revisión, ya que la relación que guardan respecto al tribunal que analizará la legalidad de sus actos, por actuar como órganos auxiliares de la  Justicia Federal, es similar a la que se da entre Tribunales Colegiados y Juzgados de Distrito. 

Esta característica no se da en la queja, pues el propósito de ésta es el de revisar la legalidad de los actos de las autoridades emitidos dentro del ámbito de su competencia ordinaria, o en su caso determinar si han dado cumplimiento a lo que les ha ordenado alguna resolución dictada en el juicio de amparo o en el incidente de suspensión, es decir, los actos tendientes a la ejecución de la sentencia de amparo o de las resoluciones de suspensión, en las que las autoridades no fungen como auxiliares de la Justicia Federal. 

Con base en esas ideas se pueden agrupar las resoluciones impugnables mediante la revisión, cuando deriven de un órgano inferior o de la autoridad responsable como auxiliar de la Justicia Federal; y para su impugnación por medio de la queja, cuando las emita la  autoridad  responsable  en  el  ámbito  de  sus atribuciones ordinarias, o en el de la ejecución de las resoluciones y autos derivados del juicio de amparo o del incidente de suspensión.

Al efecto se proponen las siguientes reformas: 

Reforma al artículo 83.

TEXTO VIGENTE:

Artículo 83. Procede el recurso de revisión:

1. Contra las resoluciones de los Jueces de Distrito o del superior del tribunal responsable, en su caso, que desechen o tengan por no interpuesta una demanda de amparo; 

II. Contra las resoluciones de los Jueces de Distrito o del superior del tribunal responsable, en su caso, en las cuales: 

a)  Concedan o nieguen la suspensión definitiva.;
b)  Modifiquen o revoquen el auto en que concedan o nieguen la suspensión definitiva; y

c) Nieguen la revocación o modificación a que se refiere el inciso anterior;

III.-   Contra los autos de sobreseimiento y las interlocutorias que se dicten en los incidentes de reposición de autos;

IV:-  Contra las sentencias dictadas en la audiencia constitucional por los Jueces de Distrito, o por el superior del tribunal responsable, en los casos a que se refiere el artículo 37 de esta Ley.  Al recurrirse tales sentencias deberán, en su caso, inpugnarse los acuerdos pronunciados en la citada audiencia;  y.

         V  Contra las resoluciones que en materia de amparo directo pronuncien los Tribunales Colegiados de Circuito, cuando decidan sobre la constitucionalidad de leyes federales o locales, tratados internacionales, reglamentos expedidos por el Presidente de la República de acuerdo con la fracción I del artículo 89  constitucional y reglamentos de leyes locales expedidos pro los gobernadores de los Estados  o cuando establezcan la interpretación directa de un precepto de la Constitución.

La materia del recurso se limitará,  exclusivamente, a la decisión d de las cuestiones propiamente constitucionales, sin poder comprender otras.

En todos los casos a que se refiere este artículo, la parte que obtuvo resolución favorable a sus intereses, puede adherirse a la revisión interpuesta por el recurrente, dentro del término de cinco días, contados a partir de la fecha en que se le notifique la admisión del recurso,   expresándolos agravios correspondientes, en este caso, la adhesión al recurso sigue la suerte procesal  de éste.

                    PROPUESTA DE REFORMA

(Se subrayan las propuestas de adición):

Artículo 83.  Procede el recurso de revisión:

Contra las resoluciones de los Jueces de Distrito o del superior del tribunal responsable, en su caso, que admitan, desechen o tengan por no interpuesta una demanda de amparo:

Contra las resoluciones de los Jueces de Distrito  o del superior del tribunal responsable, en su caso, en las cuales:

Concedan o nieguen la suspensión provisional;

Concedan o nieguen la suspensión definitiva.

Modifiquen o revoquen el auto en que concedan o nieguen la suspensión definitiva;  y

Nieguen la revocación o modificación a que se refiere el inciso anterior;

III.-  Contra las autoridades responsables, con relación a los juicios de amparo de la competencia de los Tribunales Colegiados de Circuito, en amparo directo, cuando no provean sobre la suspensión dentro del término legal o concedan o nieguen ésta;  cuando rehusen la admisión de fianzas o contrafianzas;  cuando admitan las que no  reúnan  los requisitos legales o que puedan resultar insuficientes;  cuando nieguen al quejoso su libertad caucional en el caso a que se refiere el artículo 172 de esta ley, o cuando las resoluciones que dicten las autoridades sobre la misma materia, causen dañoso perjuicios notorios a alguno de los interesados.

.IV.-  Contra los autos de sobreseimiento y interlocutorias que se dicten en los incidentes reposición de autos. 

  V.-  Contra las resoluciones que dicten los Jueces de Distrito, o el superior del tribunal a quien se impute la violación en los casos a que se refiere el artículo 37 de esta ley, durante la tramitación del juicio de amparo o del incidente de suspensión y que, pro su naturaleza trascendental y grave, puedan causar daño o perjuicio  a alguna de las partes, no reparable en la sentencia definitiva;  o contra las que se dicten después de fallado el  juicio en primera instancia, cuando no sean reparables por las mismas autoridades o por la Suprema Corte de Justicia con arreglo a la ley;
  VI.  Contra las sentencias dictadas en la audiencia constitucional por los Jueces de Distrito, o por el superior del tribunal responsable, en los casos a que se refiere el artículo 37 de esta ley. Al recurrirse tales sentencias deberán, en su caso, impugnarse los acuerdos pronunciados en la citada audiencia; y 

VII. Contra las resoluciones que en materia de amparo directo pronuncien los Tribunales Colegiados de Circuito, cuando decidan sobre la constitucionalidad de leyes federales o locales, tratados internacionales, reglamentos expedidos por el presidente de la República de  acuerdo  con  la  fracción  1  del  artículo  89 constitucional y reglamentos de leyes locales expedidos por los gobernadores de los Estados, o cuando establezcan la interpretación directa de un precepto de la Constitución.
La   materia   del   recurso   se   limitará exclusivamente,  a  la  decisión  de  las  cuestiones propiamente constitucionales, sin poder comprender otras. 

 VIII.   Contra las resoluciones que dicten los Jueces de Distrito, el Tribunal que  conozca o haya conocido del juicio conforme al artículo 37, o los Tribunales Colegiados de Circuito  en los casos a que se refiere la fracción IX del artículo 107 de la Constitución Federal, respecto de las quejas interpuestas ante ellos conforme al artículo 98;

IX.-    Contra las resoluciones que pronuncien los Jueces de Distrito en el caso previsto en la parte final del artículo 105 de este ordenamiento.
En todos los casos a que se refiere este artículo, la parte que obtuvo resolución favorable a sus intereses, puede adherirse a la revisión interpuesta por el recurrente, dentro del término de cinco días, contados  a partir de la fecha en que se le notifique la admisión del recurso, expresando los agravios correspondientes; en este caso, la adhesión al recurso sigue la suerte procesal  de éste. 

Se propone adicionar el siguiente artículo:

Artículo 83 bis. Cuando el Tribunal revisor advierta que en lugar de la revisión procede un diverso medio de impugnación, de oficio adoptará las medidas pertinentes  para  tramitar  el  que  legalmente corresponda.

Reforma al artículo 86.

TEXTO VIGENTE:

Artículo 86. El recurso de revisión se interpondrá por conducto del Juez de Distrito, de la autoridad que conozca del juicio, o del Tribunal Colegiado de Circuito en los casos de amparo directo. El término para la interposición del recurso será de diez días, contados desde el siguiente al en que surta sus efectos la notificación de la resolución recurrida.

 La interposición del recurso, en forma directa, ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación o ante el Tribunal Colegiado de Circuito, según corresponda, no interrumpirá el transcurso del término a que se refiere el párrafo anterior. 

REFORMA PROPUESTA

Suprimir el segundo párrafo del art. 86 y en su lugar incluir como tal el último del artículo 99, ajustado al supuesto de procedencia de la revisión que se propone incluir en la fracción II del artículo 83 de la Ley de Amparo. 

Artículo 86. El recurso de revisión se interpondrá por conducto del Juez de Distrito, de la autoridad que conozca del juicio, o del Tribunal Colegiado de Circuito en los casos de amparo directo. El término para la interposición del recurso será de diez días, contados desde el siguiente al en que surta sus efectos la notificación de la resolución recurrida. 

 En el caso de la fracción II, inciso a), del artículo 83, la revisión deberá interponerse ante el Juez de Distrito, dentro del término de veinticuatro horas contadas a partir del día siguiente a la fecha en que para la parte recurrente surta efectos la notificación que conceda o niegue la suspensión provisional. Los Jueces de Distrito o el superior del tribunal remitirán de inmediato los escritos en los que se formule la queja al tribunal que deba conocer de ella, con las constancias  pertinentes. Dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes el Tribunal Colegiado de Circuito que corresponda resolverá de plano lo que proceda. 

Adicionar un artículo 86 bis, con el mismo texto del actual artículo 101, ajustando únicamente la fracción al caso de procedencia de la revisión, que se propone incluir en la fracción V del artículo 83. 

Artículo 86 bis. En los casos a que se refiere el artículo 83, fracción V, de esta ley. la interposición del recurso de queja suspende el procedimiento en el juicio de amparo, en los términos del artículo 53, siempre que la resolución que se dicte en la queja deba influir en la sentencia, o cuando de resolverse el juicio en lo principal se hagan nugatorios los derechos que pudiera hacer valer el recurrente en el acto de la audiencia, si obtuviere resolución favorable en la queja. 

Reforma al artículo 88.

TEXTO ORIGINAL:

Artículo 88. El recurso de revisión se interpondrá por escrito, en el cual el recurrente expresará los agravios que le cause la  resolución o sentencia impugnada. 

Si  el  recurso  se intenta contra resolución pronunciada en  amparo directo por Tribunales Colegiados de Circuito, el recurrente deberá transcribir, textualmente en su escrito, la parte de la sentencia que contiene   una calificación de inconstitucionalidad  de la ley o  establece la interpretación directa de un precepto de la Constitución.

Con el escrito de expresión de agravios, el recurrente deberá exhibir una copia de él para el expediente  y una para cada una de las otras partes.

Cuando falten total o parcialmente las copias a que se refiere el párrafo anterior, se requerirá al recurrente para que presente las omitidas, dentro del término de tres días; si no las exhibiere, el Juez de Distrito, la autoridad que conozca del juicio de amparo o el Tribunal Colegiado de Circuito, si se trata de revisión contra resolución pronunciada por éste en amparo directo, tendrán por no interpuesto el recurso.

REFORMA PROPUESTA

Suprimir los dos últimos párrafos del artículo 88, con lo que su texto quedaría en los siguientes términos. 

Artículo 88. El recurso de revisión se interpondrá por escrito, en el cual el recurrente expresará los agravios que le cause la resolución o sentencia impugnada. 

Si  el  recurso  se  intenta contra resolución pronunciada en amparo directo por Tribunales Colegiados de Circuito,  el recurrente deberá transcribir textualmente en su escrito, la parte de la sentencia que contiene una calificación de inconstitucionalidad de la ley o establece la  interpretación directa de un precepto de la Constitución.

Reforma al artículo 89.

TEXTO VIGENTE


Artículo 89.  Interpuesta la revisión y recibidas en tiempo las copias del escrito de expresión de agravios conforme al artículo 88, el Juez de Distrito o  el  superior del tribunal que haya cometido la violación reclamada en los casos a que se refiere el artículo 37, remitirán el expediente original a la Suprema Corte de Justicia o al Tribunal  Colegiado  de  Circuito,  según  que  el conocimiento del asunto competa a aquélla o a éste, dentro del término de veinticuatro horas, así como el original del propio escrito de agravios y la copia que corresponda al Ministerio Público Federal.

En los casos de la fracción II del artículo 83 de esta ley. el expediente original del incidente de suspensión deberá remitirse, con el original del escrito de expresión de agravios, dentro del término de veinticuatro horas al Tribunal Colegiado de Circuito.

Tratándose del auto en que se haya concedido o negado la suspensión de plano, interpuesta la revisión, sólo deberá remitirse al Tribunal Colegiado de Circuito, copia certificada del escrito de demanda, del auto recurrido, de sus notificaciones y del escrito u oficio en que se haya interpuesto el recurso de revisión con expresión de la fecha y hora del recibo.

Cuando la revisión se interponga contra sentencia pronunciada en materia de amparo directo por un Tribunal Colegiado de Circuito, éste remitirá el expediente original a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, así como el original del escrito de agravios y la copia que corresponda al Ministerio Público dentro del término de veinticuatro horas, y si su sentencia no contiene decisión sobre constitucionalidad de una ley ni interpretación directa de un precepto de la Constitución Federal, lo hará así constar expresamente en el auto relativo y en el oficio de remisión del expediente.

REFORMA PROPUESTA

Modificar el artículo 89 suprimiendo las referencias a copias en sus párrafos primero y cuarto.

 Artículo 89. Interpuesta la revisión, el Juez de Distrito o el superior del tribunal que haya cometido la violación reclamada en los casos a que se refiere el artículo 37, remitirán el expediente original a la Suprema Corte de Justicia o al Tribunal Colegiado de Circuito, según que el conocimiento del asunto competa a aquélla o a éste, dentro del término de veinticuatro horas, así como el original del propio escrito de agravios.

En los casos de la fracción II del artículo 83 de esta ley, el expediente original del incidente de suspensión deberá remitirse, con el original del escrito de expresión de agravios, dentro del término de veinticuatro horas al Tribunal Colegiado de Circuito. 

Tratándose del auto en que se haya concedido o negado la suspensión de plano, interpuesta la revisión, sólo deberá remitirse al Tribunal Colegiado de Circuito, copia certificada del escrito de demanda, del auto recurrido, de sus notificaciones y del escrito u oficio en que se haya interpuesto el recurso de revisión con expresión de la fecha y hora del recibo.

Cuando la revisión se interponga contra sentencia pronunciada en materia de amparo directo por un Tribunal Colegiado de Circuito, éste remitirá el expediente original a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, así como el original del escrito de agravios dentro del término de veinticuatro horas, y si su sentencia no contiene decisión sobre constitucionalidad de una ley ni interpretación directa de un precepto de la Constitución Federal, lo hará así constar expresamente en el auto relativo y en el oficio de remisión del expediente.

Para el recurso de queja se proponen las siguientes reformas:

TEXTO VIGENTE:

TEXTO VIGENTE:

Artículo 95. El recurso de queja es procedente:

1. Contra los autos dictados por los Jueces de Distrito o por el superior del tribunal a quien se impute la violación reclamada, en que admitan demandas notoriamente improcedentes;

II. Contra las autoridades responsables, en los casos a que se refiere el artículo 107, fracción VII, de la Constitución Federal, por exceso o defecto en la ejecución del auto en que se haya concedido al quejoso la  suspensión  provisional  o  definitiva  del  acto reclamado;

III.
Contra las mismas autoridades, por falta de cumplimiento del auto en que se haya concedido al quejoso su libertad bajo caución conforme al artículo 136 de esta ley;

IV.
Contra las mismas autoridades, por exceso o defecto en la ejecución de la sentencia dictada en los casos a que se refiere el artículo 107, fracciones VII y IX, de la Constitución Federal, en que se haya concedido al quejoso el amparo;

V.
Contra las resoluciones que dicten los Jueces de Distrito, el tribunal que conozca o haya conocido del juicio conforme al artículo 37, o los Tribunales Colegiados de Circuito en los casos a que se refiere la fracción IX del artículo 107 de la Constitución Federal, respecto de las quejas interpuestas ante ellos conforme al artículo 98;

VI.
Contra las resoluciones que dicten los Jueces de Distrito, o el superior del tribunal a quien se impute la violación en los casos a que se refiere el artículo 37 de esta ley, durante la tramitación del juicio de amparo o del  incidente  de  suspensión,  que  no  admitan expresamente el recurso de revisión conforme al artículo 83 y que, por su naturaleza trascendental y grave, puedan causar daño o perjuicio a alguna de las partes, no reparable en la sentencia definitiva; o contra las que se dicten después de fallado el juicio en primera instancia, cuando no sean reparables por las mismas autoridades o por la Suprema Corte de Justicia con arreglo a la ley;

VII.
Contra las resoluciones definitivas que se dicten en el incidente de reclamación de daños y perjuicios a que se refiere el artículo 129 de esta ley. siempre que el importe de aquéllas exceda de treinta días de salario;

VIII.
Contra las autoridades responsables, con relación a los juicios de amparo de la competencia de los Tribunales Colegiados de Circuito, en amparo directo, cuando no provean sobre la suspensión dentro del término legal o concedan o nieguen ésta; cuando rehusen la admisión de fianzas o contrafianzas; cuando admitan las que no reúnan los requisitos legales o que puedan  resultar insuficientes;  cuando  nieguen  al quejoso su libertad caucional en el caso a que se refiere el artículo 172 de esta ley, o cuando las resoluciones que dicten las autoridades sobre la misma materia, causen daños o perjuicios notorios a alguno de los interesados;

IX.
Contra actos de las autoridades responsables, en los casos de la competencia de los Tribunales Colegiados de Circuito, en amparo directo, por exceso o defecto en la ejecución de la sentencia en que se haya concedido el amparo al quejoso;

X.
Contra las resoluciones que pronuncien los Jueces de Distrito en el caso previsto en la parte final del artículo 105 de este ordenamiento; y 

XI.
Contra las resoluciones de un Juez de Distrito o del superior del tribunal responsable, en su caso, en que concedan o nieguen la suspensión provisional.

PROPUESTA DE REFORMAS:

Artículo 95. El recurso de queja es procedente:

I.- Contra las autoridades responsables, en los casos a que se refiere el artículo 107, fracción VII, de la Constitución Federal, por exceso o defecto en la ejecución del auto en que se haya concedido al quejoso la  suspensión  provisional  o  definitiva  del  acto reclamado;

II.- Contra las mismas autoridades, por falta de cumplimiento del auto en que se haya concedido al quejoso su libertad bajo caución conforme al artículo 136 de esta ley; 

III.
Contra las mismas autoridades, por exceso o defecto en la ejecución de la sentencia dictada en los casos a que se refiere el artículo 107, fracciones VII y IX, de la Constitución Federal, en que se haya concedido al quejoso el amparo;

IV.
Contra las resoluciones definitivas que se dicten en el incidente de reclamación de daños y perjuicios a que se refiere el artículo 129 de esta ley, siempre que el importe de aquéllas exceda de treinta días de salario;

V.
Contra actos de las autoridades responsables,  en los casos de la competencia de los Tribunales Colegiados de Circuito, en amparo directo, por exceso o defecto en la ejecución de la sentencia en que se haya concedido el amparo al quejoso;

ADICIÓN DE UN ARTÍCULO 95 bis

Artículo 95 bis. Cuando el Tribunal advierta que en lugar de la queja procede  un diverso medio de impugnación, de oficio adoptará las medidas pertinentes para tramitar el que legalmente corresponda.

Reforma al artículo 97.

TEXTO ORIGINAL

Artículo 97. Los términos para la interposición del recurso de queja serán los siguientes: 

I. En los casos de las fracciones II y III del artículo 95 de esta ley podrá interponerse en cualquier tiempo,  mientras se falle el juicio de amparo en lo principal, por resolución firme;

II. En los casos de las fracciones 1, V, VI, VII, VIII y X del mismo artículo, dentro de los cinco días siguientes al en que surta sus efectos la notificación de la resolución recurrida;

III.  En los casos de las fracciones IV y IX del propio artículo 95, podrá interponerse dentro de un año, contando desde el día siguiente al en que se notifique al quejoso el auto en que se haya mandado cumplir la sentencia, o al en que la persona extraña a quien afecte su ejecución tenga conocimiento de ésta; salvo que se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal, deportación, destierro o de alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución, en que la queja podrá interponerse en cualquier tiempo; y 

IV. En el caso de la fracción XI del referido artículo 95, dentro de las veinticuatro horas siguientes a la en que surta sus efectos la notificación de la resolución recurrida.

REFORMA AL ARTÍCULO 97

Artículo 97. Los términos para la interposición del recurso de queja serán los siguientes:

I. En los casos de las fracciones I y II del artículo 95 de esta ley podrá interponerse en cualquier tiempo, mientras se falle el juicio de amparo en lo principal, por resolución firme;

II. En los casos de la fracción IV del mismo artículo, dentro de los cinco días siguientes al en que surta sus efectos la notificación de la resolución recurrida;

III.
En los casos de las fracciones III y V del propio artículo 95, podrá interponerse dentro de un año, contando desde el día siguiente al en que se notifique al quejoso el auto en que se haya mandado cumplir la sentencia, o al en que la persona extraña a quien afecte su ejecución tenga conocimiento de ésta; salvo que se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal, deportación, destierro o de alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución, en que la queja podrá interponerse en cualquier tiempo; y

Reforma al artículo 98.

TEXTO ORIGINAL.

Artículo 98. En los casos a que se refieren las fracciones II, III y IV del artículo 95, la queja deberá interponerse ante el Juez de Distrito o autoridad que conozca o haya conocido del juicio de amparo en los términos del artículo 37, o ante el Tribunal Colegiado de Circuito si se trata del caso de la fracción IX del artículo 107 de la Constitución Federal, precisamente por escrito, acompañando una copia para cada una de las autoridades responsables contra quienes se promueva y para cada una de las partes en el mismo juicio de amparo.

Dada entrada al recurso, se requerirá a la autoridad contra la que se haya interpuesto para que rinda informe con justificación sobre la materia de la queja, dentro del término de tres días. Transcurrido éste, con informe o sin él, se dará vista al Ministerio Público por igual término, y dentro de los tres días siguientes se dictará la resolución que proceda.

PROPUESTA DE REFORMA

Ajustar el texto a la reforma propuesta para el artículo 95, con lo que las fracciones relativas son la I, II y III; suprimiendo al final la referencia a la exhibición de copias.

Artículo 98. En los casos a que se refieren las fracciones I, II y III del artículo 95, la queja deberá interponerse ante el Juez de Distrito o autoridad que conozca o haya conocido del juicio de amparo en los términos del artículo 37, o ante el Tribunal Colegiado de Circuito si se trata del caso de la fracción IX del artículo 107 de la Constitución Federal, precisamente por escrito.

Dada entrada al recurso, se requerirá a la autoridad contra la que se haya interpuesto para que rinda informe con justificación sobre la materia de la queja, dentro del término de tres días. Transcurrido éste, con informe o sin él, se dará vista al Ministerio Público por igual término, y dentro de los tres días siguientes se dictará la resolución que proceda. 

Reforma al artículo 99.

TEXTO ORIGINAL

Artículo 99. En los casos de las fracciones I, VI y X del artículo 95, el recurso de queja se interpondrá por escrito directamente ante el Tribunal Colegiado de Circuito que corresponda, acompañando una copia para cada una de las autoridades contra quienes se promueva.

En los casos de las fracciones V, VII, VIII y IX del mismo artículo 95, el recurso de queja se interpondrá por escrito, directamente ante el tribunal que conoció o debió conocer de la revisión, acompañando una copia para cada una de las autoridades contra quienes se promueva y para cada una de las partes en el juicio. 

La tramitación y resolución de la queja en los casos previstos en las fracciones I a X, se sujetará a lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo anterior, con la sola salvedad del término para que el Tribunal Colegiado  de  Circuito  dicte  la  resolución  que corresponda, que será de diez días. 

En el caso de la fracción XI, la queja deberá interponerse ante el Juez de Distrito, dentro del término de veinticuatro horas contadas a partir del día siguiente a la fecha en que para la parte recurrente surta efectos la notificación que conceda o niegue la suspensión provisional, acompañando las copias que se señalan en el artículo anterior. Los Jueces de Distrito o el superior del tribunal remitirán de inmediato los escritos en los que se formule la queja al tribunal que deba conocer de ella, con las constancias pertinentes. Dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes el Tribunal Colegiado de Circuito que corresponda resolverá de plano lo que proceda.

REFORMA PROPUESTA

Ajustar la redacción a la reforma propuesta al artículo 83, con lo que sólo quedarían comprendidos en la queja los casos previstos en la nueva redacción con las fracciones I a V.

Artículo 99. En los casos de las fracciones IV y V del mismo artículo 95, el recurso de queja se interpondrá por escrito, directamente ante el tribunal que conoció o debió conocer de la revisión.

La tramitación y resolución de la queja en los casos previstos en las fracciones I a V, se sujetará a lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo anterior, con la sola salvedad del término para que el Tribunal Colegiado  de  Circuito  dicte  la  resolución  que corresponda, que será de diez días. 

Reforma al artículo 101.

TEXTO VIGENTE:

Artículo 101. En los casos a que se refiere el artículo 95, fracción VI, de esta ley, la interposición del recurso de queja suspende el procedimiento en el juicio de amparo, en los términos del articulo 53, siempre que la resolución que se dicte en la queja deba influir en la sentencia, o cuando de resolverse el juicio en lo principal se hagan nugatorios los derechos que pudiera hacer valer el recurrente en el acto de la audiencia, si obtuviere resolución favorable en la queja.

REFORMA PROPUESTA:

Suprimir el artículo 101 para pasar a ser el número 86 bis.

El trámite en el amparo directo.

Una de las actividades que representan mayor cúmulo de trabajo en la Suprema Corte de Justicia, actuando en  Pleno o en Salas, y en los Tribunales Colegiados, es la relativa al trámite de los asuntos que se encomienda a los presidentes en turno de esos tribunales. Resulta evidente que el tiempo que dichos funcionarios  deben  destinarle  al  conocimiento  y resolución del trámite, reduce considerablemente el que deben emplear en el estudio de los proyectos de sentencia que serán vistos en cada sesión.

Por otra parte, no parece conveniente que a través del recurso de reclamación, el presidente del tribunal respectivo participe en el análisis y resolución de un asunto en el que está siendo cuestionado uno de los actos que emitió en materia de trámite; participación que en ocasiones se da incluso a título de ponente al haberle tocado en turno la elaboración del proyecto en el recurso previsto por el artículo 103 de la Ley de Amparo.

Ante tal  panorama,  resulta  conveniente  una reforma legal que por una parte libere al presidente de esos tribunales de la carga extra de trabajo derivada del trámite de asuntos, que por cierto no le es remunerada; y por otra parte convierta a ese recurso en una verdadera instancia revisora de actos de una autoridad inferior.

Estimo que la solución a esos dos problemas puede darse a través de investir al secretario de acuerdos de la Suprema Corte de Justicia, de las Salas de la misma y de los Tribunales Colegiados de Circuito, de la facultad de resolver los asuntos de trámite, supeditado a la vigilancia del presidente y controlado en sus actividades mediante el recurso de reclamación.

Para ello se propone la reforma a los siguientes artículos de la Ley de Amparo.

PRIMERA PROPUESTA: Reforma al primer párrafo del artículo 103.

Artículo  103. El recurso de reclamación es procedente contra los acuerdos de trámite dictados por el presidente de la Suprema Corte de Justicia o por los presidentes de sus Salas o de los tribunales Colegiados de Circuito.

REFORMA:

Artículo 103. El recurso  de reclamación  es procedente contra los acuerdos de trámite dictados por el secretario de acuerdos de la Suprema Corte de Justicia o por los secretarios de acuerdos de sus Salas o de los Tribunales Colegiados de Circuito.

SEGUNDA PROPUESTA: Reforma a la fracción I del artículo 184.

I.
El presidente turnará el expediente dentro del término de cinco días al Magistrado relator que corresponda, a efecto de que formule por escrito, el proyecto de resolución redactado en forma de sentencia; y

REFORMA:

I. El secretario de acuerdos turnará el expediente dentro del  término de cinco días al Magistrado relator que corresponda, a efecto de que formule por escrito, el proyecto de resolución redactado en forma de sentencia; y

TERCERA PROPUESTA: Reforma al artículo 185.

Artículo 185. Atraído, en su caso, un amparo directo por la Suprema Corte de Justicia, y hecho el estudio del asunto en los términos del articulo 182, el presidente de la Sala citará para la audiencia en que habrá de discutirse y resolverse, dentro del término de diez días contados desde el siguiente al en que se haya distribuido el proyecto formulado por el Ministro relator.

REFORMA:

Artículo 185.  Atraído, en su caso, un amparo directo por la Suprema Corte de Justicia, y hecho el estudio del asunto en los términos del artículo 182, el secretario de acuerdos listará el asunto para la audiencia en que habrá de discutirse y resolverse, dentro del término de diez días contados desde el siguiente al en que se haya distribuido el proyecto formulado por el Ministro relator.

PROPUESTAS  DE  REFORMA  A  LA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL FEDERAL.

(Lo subrayado es lo que propone derogar):

PRIMERA  PROPUESTA: Reformar el artículo 14 para derogar la fracción II y modificar la fracción III. 

Artículo 14. Son atribuciones del Presidente de la Suprema Corte de Justicia:

II.
Tramitar los asuntos de la competencia del Pleno de la Suprema Corte de Justicia, y turnar los expedientes entre sus integrantes para que formulen los correspondientes proyectos de resolución.

En caso de que el Presidente estime dudoso o trascendente algún trámite, designará a un ministro ponente para que someta un proyecto de resolución a la consideración de la Suprema Corte de Justicia, a fin de que esta última determine el trámite que deba corresponder.

III.
Autorizar las listas de los asuntos, dirigir los debates y conservar el orden en las sesiones del Pleno de la Suprema Corte de Justicia;

SEGUNDA PROPUESTA: Adicionar un artículo 14 bis, en los siguientes términos.

Artículo 14 bis. Son atribuciones del subsecretario de acuerdos de la Suprema Corte de Justicia:

I. Tramitar los asuntos de la competencia del Pleno de la  Suprema  Corte de Justicia. v  turnar los expedientes entre sus integrantes para que formulen los correspondientes proyectos de resolución. En caso de que el Subsecretario estime dudoso o trascendente algún trámite.   solicitará al Presidente que designe un ministro ponente para que someta un proyecto de resolución a la consideración de la Suprema Corte de Justicia. a fin de que esta última determine el trámite que deba corresponder.

II. Autorizar las listas de los asuntos que deban ser resueltos por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia. 

TERCERA PROPUESTA: Reformar el artículo 25 para derogar las fracciones I y II.

Artículo 25. Son atribuciones de los Presidentes de las Salas:

I. Dictar los trámites que procedan en los asuntos de la competencia de la Sala respectiva. En caso de que el Presidente de una Sala estime dudoso o trascendente algún trámite, designará a un ministro para que someta un proyecto a la misma Sala. a fin de que ésta decida lo que corresponda:

II. Regular el turno de los asuntos entre los ministros que integren la Sala, y autorizar las listas de los propios asuntos que deban resolverse en las sesiones;

CUARTA PROPUESTA: Adicionar un artículo 25 bis, en los siguientes términos:

Artículo  25  bis.  Son  atribuciones  de  los subsecretarios de acuerdos de las Salas:

I.- Dictar los trámites que procedan en los asuntos de la competencia de la Sala respectiva. En caso de que el subsecretario de acuerdos de una Sala estime dudoso o trascendente algún trámite solicitará al Presidente de la misma designe a un ministro para que someta un proyecto a la misma Sala a fin de que ésta decida lo que corresponda;

II.
Regular el turno de los asuntos entre los ministros que integren la Sala y autorizar las listas de los propios asuntos que deban resolverse en las sesiones;

QUINTA PROPUESTA: Reformar el artículo 41 para derogar las fracciones II y III.

Artículo 41. Son atribuciones de los Presidentes de los Tribunales Colegiados de Circuito:

II.
Turnar los asuntos entre los magistrados que integren el tribunal;

III.
Dictar los trámites que procedan en los asuntos de la competencia del tribunal hasta ponerlos en estado de resolución.  En caso de que estime dudoso o trascendente algún trámite, dispondrá que el secretario respectivo dé cuenta al tribunal para que éste decida lo que estime procedente;

SEXTA PROPUESTA: Agregar una sección cuarta y un artículo 41-bis, en los siguientes términos.

SECCION CUARTA

Del Secretario de Acuerdos.

Artículo 41-bis. Son atribuciones de los Secretarios de Acuerdos de los Tribunales Colegiados de Circuito:

I. Dictar los trámites que procedan en 105 asuntos de la competencia del tribunal, hasta ponerlos en estado de resolución. En caso de que estime dudoso o trascendente algún trámite, dará cuenta al Pleno del Tribunal para que éste decida lo que estime procedente. 

II. Turnar los asuntos entre los magistrados que integren el tribunal.

III. Listar los asuntos que le remita el magistrado ponente, para la sesión en que habrán de discutirse y resolverse.

Estimo que para los objetivos que se persiguen con este trabajo, se requiere el análisis concatenado de los diferentes temas que se abordan en este trabajo; y, seguramente, junto con otras propuestas que serán motivo de estudio de conformidad con el temario repartido para la celebración del Congreso Nacional de Magistrados, contribuirán a elaborar un proyecto de reformas a la Ley de Amparo y a la Ley Orgánica del Poder Judicial Federal, que propicie la simplificación en el trámite del juicio de amparo y de los recursos correspondientes y, por ende, el más fácil acceso al medio de defensa con que cuentan los gobernados para impugnar los actos de autoridad, con lo que, por consecuencia, será factible la convivencia social bajo el estado de derecho al imperio de la Constitución.

Sergio Pallares Y Lara

EXPEDITEZ EN LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA

PROPUESTA PARA ESTABLECER UN SISTEMA PARA RESOLVER CON MAYOR BREVEDAD LOS ASUNTOS COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO.

Definitivamente  que   el  número de asuntos que ingresan a los Tribunales  Colegiados  se incrementan considerablemente año con  año,  por lo tanto su solución no es posible realizarla con la prontitud que se deseara.

Una    gran    cantidad   de   dichos  asuntos requieren un estudio meticuloso que es necesario realizarlo  con cierto tiempo, pero también se presentan muchos asuntos cuya  solución es sencilla,  porque existe jurisprudencia    claramente    aplicable    al caso, porque se desistió el quejoso   o   el   recurrente, porque existe criterio reiterado del Tribunal, etcétera.

El    trámite    normal  de  todo asunto, como ya sabemos, consiste en su admisión - radicación,  el   turno al Magistrado Ponente, se lista el asunto, se reparte el proyecto y se aprueba, previa discusión, en sesión plenaria del Tribunal Colegiado.

Para   efectos de lograr una solución más expedita de los   asuntos, previa   reforma a  la   Ley de   Amparo   y de la Ley Orgánica del Poder Judicial   de la   Federación,   se   podría   autorizar  la resolución de los asuntos   de  manera  unitaria,   esto   es,   que los Magistrados integrantes de los Tribunales     Colegiados,    designados    Ponentes  en  los asuntos,   en   forma   unitaria   emitieran   la    solución del asunto, bajo   su    más     estricta    responsabilidad,      en    todos    aquellos    casos,   como   ya   se     indicó, que  no requieran   de   una   discusión   plenaria,   esto     es,     en   las  siguientes hipótesis; a).- porque claramente se advierte que   se   trata de aplicación    de un criterio jurisprudencial,    b).-  porque   el    Tribunal   es incompetente, c).- porque se desistió   el   quejoso  o   el   recurrente, d).-  porque el acto reclamado es  concreto  y  existe criterio reiterado unánime del Tribunal, e).- porque se está confirmando  un   sobreseimiento  decretado por un Juez de Distrito, f).- porque   se  advierte  una causal de improcedencia.

Con   lo    anterior   se    obtendría una solución más rápida de un gran  número  de  asuntos,   sin   necesidad  de tener que agregarlos a la lista de asuntos, ni  de repartir los respectivos proyectos, sin que sea  menester   discutirlos   en   la    sesión    plenaria    del   Tribunal  y    se aprovecharía   ese    tiempo   para    analizar    casos   que  si requieren una mayor atención.

Si un Juez de Distrito puede determinar   el   sobreseimiento en un  juicio,    un    Magistrado    de  Colegiado, unitariamente, también puede determinar la confirmación de   ese sobreseimiento o aplicar otra causal de improcedencia.

Ricardo Rivas Pérez

DEFICIENTE REGULACION LEGAL Y CONSTITUCIONAL  DEL AMPARO  DIRECTO  DE  LA COMPETENCIA  DE  LOS  TRIBUNALES  UNITARIOS  DE  CIRCUITO.


El articulo I07 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su fracción VIII, relativa al recurso de revisión, dice:

 "VIII.- Contra las sentencias que pronuncien en el amparo los Jueces de Distrito o los Tribunales Unitarios de Circuito procede revisión. De ella conocerá la Suprema Corte de Justicia;...  el,  y en  la fracción  XII, del  mismo precepto constitucional,  aludiendo  concretamente  a  la  materia  penal,  expresa lo que sigue:  XII.- La violación de las garantías de los artículos 16, en materia penal, 19 y 20 se reclamará ante  el  superior del  tribunal  que la  cometa,  o ante el  Juez de  Distrito  o Tribunal  Unitario de Circuito,  que  corresponda, pudiéndose recurrir, en uno y otro caso, las resoluciones que se  pronuncien,  en  los  términos  prescritos  por  la  fracción - - - Si el Juez de Distrito o el Tribunal Unitario de Circuito,  no respondieron  en el  mismo  lugar  en  que reside  la autoridad responsable la ley determinará el juez o tribunal ante el que se ha de presentar el escrito de amparo, el que podrá suspender provisionalmente el  acto reclamado,  en  los casos y términos que la misma ley establezca".

Pero nada se dice respecto a los tribunales unitarios,  sobre  los casos específicos competenciales y  la tramitación para el  amparo indirecto,  a que alude  la  fracción VII  del propio artículo 107 constitucional en cita, pues ahí únicamente se menciona al juez de distrito, en los términos siguiente:

"VII.- El amparo contra actos en juicio,  fuera de juicio o después de concluido, o que afecten a personas extrañas al juicio, contra leyes o contra actos de autoridad administrativa  se  interpondrá  ante  el  juez  de  distrito  bajo  cuya jurisdicción se encuentre el lugar en el que el acto reclamado se ejecute o trate de ejecutarse,   y    su   tramitación   se limitará al informe de   la   autoridad,   a   una audiencia para la que se citará   en   el   mismo   auto   en    el que  se  mande pedir  el  informe  y  se   recibirán  las   pruebas   que   las   partes   interesadas  ofrezcan y oirán los alegatos, pronunciándose  en   la   misma audiencia la  sentencia";   

y la Ley de Amparo, que en el mismo artículo 107 de la Constitución es señalada como su ley reglamentaria, en ninguna parte alude al Tribunal Unitario de Circuito respecto a  su  competencia  en  los  casos  que  de  esa  fracción  VII  le corresponde, pues el articulo 114 de dicha ley, refiriéndose a tales casos, señala únicamente al juez de distrito ante quien  se pedirá el amparo, y en cuanto a la tramitación del juicio,   que  también indica la propia fracción VII, que se reglamenta en los numerales 151 al 155 de la Ley de Amparo, también aluden sólo al juez de distrito, pero en ningún precepto de esta ley, de los que reglamentan esa clase de juicios biinstanciales,  menciona  a  los  Tribunales Unitarios  de Circuito,  todos  se refieren al juez de distrito. 

Es el artículo 29,  fracción 1,  de la Ley Orgánica del  Poder Judicial de la Federación, es el único que da las atribuciones correspondientes a los Tribunales .Unitarios de Circuito, del  modo siguiente:  

"Art.  29.- Los tribunales unitarios de circuito conocerán:  1.- De los juicios de amparo promovidos contra actos de otros tribunales unitarios de circuito, que no constituyan sentencias definitivas, en términos de lo previsto por  la  Ley  de Amparo  respecto  de  los  juicios  de  amparo indirecto promovidos ante juez de distrito. En estos casos, el tribunal  unitario  competente  será  el  más  próximo  a  la residencia de aquél que haya emitido el acto impugnado".

En  mi  particular  punto de vista,  estimo que esa sola reglamentación  a  manera  de  atribución  a  los  tribunales unitarios de circuito para conocer de los juicios de amparo  indirecto de su competencia, no es suficiente, menos aun, que se encuentra introducida sólo en  la Ley Orgánica del Poder  Judicial    de    la    Federación,    atendiendo    además,    y fundamentalmente,   a   que   por   principios   constitucionales correspondía estar específicamente determinada su regulación en la Ley de Amparo, que es la reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la propia Carta Magna, como incluso se indica en el segundo  de  esos  preceptos,  y   la  Ley  Orgánica  no  es reglamentaria,  ya que  su  función  legal  esta  inmersa  en su propia denominación.


Por lo anterior resumido  estimo que  existe una deficiente regulación legal del amparo indirecto de la competencia de los Tribunales Unitarios de Circuito, pues hasta podría aventurarse a  pensar  que  saldría  de  la  constitucionalidad,  y  debiera corregirse tal deficiencia, en mi concepto, agregándose en la fracción VII del artículo 107 de la Constitución Federal y en los  artículos  114 y  151  a  155,  así  como en  los demás que corresponda de la Ley de Amparo. 

Sin otro particular, y esperando no estar equivocado, de que el tema expuesto pudiera tener algún interés real, jurídico  y constitucional en la institución del amparo, reitero a usted las seguridades de mi atenta y distinguida consideración.

Adolfo Olguín García

TEMA: APLICACIÓN DE LA REFORMA DEL PÁRRAFO SEGUNDO FRACCIÓN X ARTÍCULO 73 DE LA LEY DE AMPARO.

En el segundo párrafo de la fracción X del artículo 73 de la Ley de Amparo, vigente a partir del primero de febrero de mil novecientos noventa y cuatro, el legislador introdujo una excepción a la regla general contenida en el primer párrafo de la misma fracción, consistente en que cuando por vía de amparo indirecto se reclamen violaciones a los artículos 16, 19 ó 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sólo la sentencia de primera instancia hará que se consideren irreparablemente consumadas las violaciones para los efectos de la procedencia del juicio de garantías.

Esta reforma es ampliamente sabido que generó diversos criterios que sustentaron los juzgadores de amparo al analizar la procedencia del juicio constitucional, cuando el acto reclamado se hacia consistir en una orden de aprehensión.

Unos, sostenían que si después de presentada la demanda de garantías se dictaba auto de formal prisión en contra del quejoso, aun cuando no podría actualizarse el cambio de situación jurídica por encontrarse incluido el artículo 16 constitucional, en el segundo párrafo de la fracción X del articulo 73 de la Ley de Amparo, sí se actualizaba la diversa causa de improcedencia prevista en la fracción XVI del propio artículo, porque cesaban los efectos del acto reclamado y ello, lógicamente impedía que se analizara la constitucionalidad de la orden de aprehensión reclamada.

Otros, sostuvieron que aun cuando se dictara el auto de formal prisión, debía analizarse la constitucionalidad de la orden de aprehensión reclamada porque no podía estimarse actualizada la causa de improcedencia prevista en la fracción XVI del artículo 73 de la ley invocada, en virtud de que no debía considerarse que cesaban los efectos del acto reclamado, pues la orden de aprehensión seguía teniendo efectos y si el quejoso se había presentado voluntariamente ante el juez que la libró, rindió declaración preparatoria y se le decretó auto de formal prisión sometiéndolo al procedimiento penal que se inició con motivo de la mencionada orden de captura, sin embargo, ésta seguía subsistiendo, sin desaparecer todos sus efectos y por ello debía analizarse la constitucionalidad del acto reclamado.

Ello originó que se denunciara la contradicción de tesis 20/95, entre las sustentadas por el Primero y el Segundo Tribunales Colegiados del Noveno Circuito, la cual fue resuelta en sesión del diez de octubre de mil novecientos noventa y seis, por la actual integración del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, y sostuvo que los criterios que debían prevalecer con carácter de jurisprudencia son los siguientes:

"ORDEN DE APREHENSIÓN. EL AMPARO EN SU CONTRA ES IMPROCEDENTE CUANDO YA SE DICTÓ FORMAL PRISIÓN Y LUEGO SE RECLAMA AQUÉLLA EN FORMA AISLADA. Cuando el amparo se promueve después de dictada la formal prisión, y no se reclama ésta sino solamente la orden de aprehensión, resulta improcedente el juicio, no por haber operado el cambio de situación jurídica, ni por haber cesado sus efectos, sino porque resulta inadmisible que, en esa hipótesis, se divida la continencia de la causa y se reclame solamente uno de los actos procesales que afectan al promovente (orden de aprehensión) y el otro no (formal prisión). Tal proceder, además de ilógico, resulta contrario a los principios de concentración y de economía procesal que inspiran al juicio de amparo, e inconveniente a todas luces, pues daría lugar a la promoción de demandas mal intencionadas, contrarias a la naturaleza del juicio constitucional, que tiene como propósito fundamental la defensa de las garantías individuales y no erigirse en un mecanismo procesal para entorpecer la administración de la justicia. Estas razones justifican, en tal supuesto, el sobreseimiento del juicio con apoyo en la fracción XVIII del artículo 73 de la Ley de Amparo, la cual se relaciona aquí con los principios generales de derecho antes indicados, que son consubstanciales al juicio de garantías y cuya aplicación autoriza el artículo 14 constitucional".

"ORDEN DE APREHENSIÓN. INTERPRETACIÓN DE LA FRACCIÓN X DEL ARTÍCULO 73 DE LA LEY DE AMPARO, VIGENTE A PARTIR DEL PRIMERO DE FEBRERO DE 1994. La adición del segundo párrafo de la fracción X del artículo 73 de la ley de la materia, que entró en vigor en la fecha señalada, pone de manifiesto la existencia de una excepción orientada a que en los juicios de garantías se analicen las violaciones a la libertad personal relacionadas con los artículos 16, 19 ó 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y a que se limite la aplicación de la causal de improcedencia por cambio de situación jurídica, al dictado de la sentencia de primera instancia, única hipótesis en la que se consideran irreparablemente consumadas las violaciones reclamadas; por tanto, el auto de formal prisión no da lugar a la improcedencia del amparo que con antelación se hubiere hecho valer en contra de la orden de aprehensión".

"ORDEN DE APREHENSIÓN. NO CESAN SUS EFECTOS CUANDO SE DICTA EL AUTO DE FORMAL PRISIÓN (INTERRUPCIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 1113 DE LA PRIMERA SALA Y ANÁLISIS DE LA FRACCIÓN XVI DEL ARTÍCULO 73 DE LA LEY DE AMPARO). La anterior Primera Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación estableció la jurisprudencia 1113, publicada en el Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1988, páginas 1788 y 1789, cuyo texto es: ‘LIBERTAD PERSONAL, RESTRICCIÓN DE LA (CAMBIO DE SITUACIÓN JURÍDICA). La libertad personal puede restringirse por cuatro motivos: la aprehensión, la detención, la prisión preventiva y la pena; cada uno de los cuales tiene características peculiares. El conjunto de normas jurídicas que condicionan y rigen la restricción de la libertad, en los distintos casos de que se ha hablado, se llama situación jurídica; de modo que cuando esta situación cambia, cesan los efectos de la situación jurídica anterior, pues cada forma de restricción de la libertad excluye a las otras, y por lo mismo, desaparecen los efectos del acto reclamado, y es improcedente el amparo contra la situación jurídica anterior.’ Ahora bien, en el segundo párrafo de la fracción X del artículo 73 de la Ley de Amparo, vigente a partir del primero de febrero de mil novecientos noventa y cuatro, el legislador introdujo una excepción a la regla general contenida en el primer párrafo de la misma fracción, consistente en que cuando por vía de amparo indirecto se reclamen violaciones a los artículos 16, 19 o 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sólo la sentencia de primera instancia hará que se consideren irreparablemente consumadas las violaciones, para los efectos de la procedencia del juicio. Tal excepción lleva a variar el aludido criterio jurisprudencial y a establecer que si el acto reclamado en el juicio de amparo se hace consistir en la orden de aprehensión, y durante el trámite del mismo el inculpado es capturado o comparece voluntariamente ante el Juez, y éste emite el auto de formal prisión, ello no hace cesar los efectos de la orden de aprehensión, sino que acontece todo lo contrario, porque no la deroga, no la deja insubsistente, ni tampoco desaparecen todos sus efectos; por tanto, no se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción XVI del artículo 73 de la ley de la materia".

Criterios jurisprudenciales los dos últimos, que en la actualidad dejaron de tener aplicación, en virtud de que el segundo párrafo de la fracción X del artículo 73 de la Ley de Amparo, fue reformado mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el ocho de febrero de mil novecientos noventa y nueve, para quedar en los términos siguientes:

"Cuando por vía de amparo indirecto se reclamen violaciones a los artículos 19 o 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, exclusivamente la sentencia de primera instancia hará que se consideren irreparablemente consumadas las violaciones para los efectos de la improcedencia prevista en este precepto. La autoridad judicial que conozca del proceso penal, suspenderá en estos casos el procedimiento en lo que corresponda al quejoso, una vez cerrada la instrucción y hasta que sea notificada la resolución que recaiga en el juicio de amparo pendiente".

Consecuentemente al suprimirse en esta reforma el artículo 16 constitucional, es evidente que si el acto reclamado se hace consistir en una orden de aprehensión, y ésta fuera ejecutada, o bien el quejoso se presentara voluntariamente a rendir declaración preparatoria ante el juez de la causa, al emitirse el auto de formal prisión, o en su caso de sujeción a proceso, ello originaría la improcedencia del juicio de garantías por cambio de situación jurídica, de tal manera que la única posibilidad de que se llegara a analizar la constitucionalidad de una orden de captura, seria en dos casos, a saber:

El primero, que el quejoso no solicitara la suspensión del acto reclamado, pues de hacerlo, en términos del artículo 138 de la propia Ley de Amparo, adicionado con un segundo párrafo en el mismo decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el ocho de febrero del año en curso, estaría obligado a presentarse ante el juez de la causa en el término de tres días, pues se estableció que: "Cuando la suspensión se haya concedido contra actos derivados de un procedimiento penal que afecten la libertad personal, el quejoso tendrá la obligación de comparecer dentro del plazo de tres días ante el juez de la causa o el ministerio público, y en caso de no hacerlo, dejará de surtir efectos la suspensión concedida", por lo que consecuentemente, al presentarse el quejoso dentro de ese término ante el juez del proceso y después de rendir su declaración preparatoria, tendría que resolverse su situación jurídica dentro del término constitucional, y en caso de emitirse auto de formal prisión o de sujeción a proceso, ello provocaría necesariamente que se actualizara la causal de improcedencia a que se refiere la fracción X del artículo 73 de la Ley de Amparo, y consecuentemente el sobreseimiento en el juicio de garantías.

El segundo, que el quejoso permanezca evadido de la acción de la justicia, hasta en tanto se resuelve el juicio de amparo respectivo, en el que necesariamente se analizará la constitucionalidad de la orden de captura reclamada.

Esas dos opciones, a criterio de la ponente son perjudiciales, la primera para el quejoso, porque se ve obligado con motivo de la suspensión a presentarse ante el juez de la causa con el consecuente e inevitable cambio de situación jurídica que se originará y con ello, el sobreseimiento en el juicio de amparo; la segunda para la sociedad, la cual está interesada en que los probables responsables de la comisión de un hecho delictuoso no se evadan de la acción de la justicia.

Por tanto, debió efectuarse la reforma en términos diversos, pues aun cuando en la iniciativa correspondiente se indicó: "Se propone derogar el párrafo segundo de la fracción X del artículo 73, toda vez que en la actualidad, dicho dispositivo produce confusiones y duplicidad de procedimientos, imposibilita y aun interrumpe la función jurisdiccional tanto al juez constitucional como al juez natural, al permitir que los procedimientos transcurran hasta que se dicte sentencia definitiva en el juicio de amparo, pues al mismo tiempo que se sigue el proceso penal ante el juez natural, se tramita el juicio de control constitucional, contra la orden de aprehensión, pero con la incongruencia de que el hecho de que se conceda el amparo en estos casos, produce el efecto de anular todo lo actuado en el proceso ordinario y trae como consecuencia la libertad del encausado, no obstante que la privación de la libertad que éste sufre, ya no tiene como base la orden de aprehensión que se combatió en el amparo, sino un auto de formal prisión que con posterioridad le fue dictado, con la circunstancia de que para el momento de la concesión del amparo, pudieran haberse recabado nuevos elementos probatorios que hacen mayormente probable la responsabilidad penal del quejoso, en la comisión del delito que se le atribuye".

Y en el diario de debates del Senado de fecha diez de septiembre de mil novecientos noventa y ocho, en relación a esta iniciativa se desprende que se dijo: “de acuerdo con el párrafo segundo de la fracción X del artículo 73 de la Ley de Amparo, existe la posibilidad, en la mayoría de los casos, de que los procesos penales sean anulados por el efecto del otorgamiento del amparo que se promueva contra una orden de aprehensión a pesar de que se hubiere dictado el auto de formal prisión al quejoso sujetándolo al proceso correspondiente. En el caso particular, en la iniciativa se propone derogar totalmente el párrafo segundo del numeral de referencia, sin embargo, las comisiones dictaminadoras estiman la conveniencia de reformar dicho párrafo en lugar de derogarlo para excluir de él únicamente las cuestiones relativas a los amparos que se reclamen por violaciones al artículo 16 constitucional. No es saludable para el interés social el que un inculpado, que eventualmente resultara favorecido por la sentencia de amparo contra la orden de aprehensión, habiéndose probado su culpabilidad en la fase de instrucción, se anularan, por efecto de dicha sentencia, las actuaciones del proceso penal, quedando en libertad, aun cuando el ministerio público pudiera ejercer de nueva cuenta, con nuevos elementos, el ejercicio de la acción penal, ello causaría irritabilidad social justificada”. Reforma que en su oportunidad, fue aprobada por la Cámara de Diputados en los términos propuestos por el Senado.

La ponente considera que sin dejar de desconocer que la concesión del amparo contra la orden de aprehensión, con los criterios sustentados por la actual integración del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación anteriormente citados, producía el efecto de anular todo lo actuado en el proceso ordinario y traía como consecuencia la libertad del encausado, sin embargo, ello se debía precisamente a que se daba la oportunidad de que se analizara la constitucionalidad de la orden de aprehensión reclamada, y si concedía el amparo, es incuestionable que ello se debía a que los elementos de prueba recabados durante la averiguación previa no habían resultado suficientes para sustentar la orden de aprehensión reclamada y en todo caso, esto era imputable a la representación social, que frecuentemente no integra adecuadamente las averiguaciones previas que consigna, y por tanto, la privación de la libertad del quejoso, resultaría ilegal, pero con la reforma en análisis no se estará en aptitud de analizar la constitucionalidad de ese acto, por lo que se hace totalmente nugatoria, en caso de que procediera, la concesión del amparo en favor del indiciado y quejoso.

En consecuencia, la ponente concluye que tal reforma atentó contra el objeto del juicio de amparo al impedir que se resuelva la constitucionalidad de la orden de aprehensión que se señale como acto reclamado, haciendo a un lado la armonía que debe prevalecer entre la procedencia del juicio de amparo y la tutela a la violación de garantías individuales, por lo que era innecesaria esta reforma, sobre todo, porque el alcance e interpretación del texto anterior del párrafo del precepto reformado, ya había sido definido por la actual integración del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en los términos ya expuestos, y fundamentalmente porque se daba la oportunidad de analizar la constitucionalidad de las determinaciones del juzgador desde el inicio del proceso.

María Eugenia Estela Martínez Cardiel
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